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Michel Forst, relator especial de la onu sobre la situación de los 

defensores de derechos humanos, declaró durante su visita a México 

a inicios de 2017, que nuestro país “se había convertido en uno de 

los más peligrosos del mundo para el ejercicio del periodismo”. 

Desde entonces, la situación ha empeorado considerablemente 

con 42 casos más de asesinatos de periodistas, según el informe 

de la Comisión de Libertad de Prensa de la Sociedad Interameri-

cana de Prensa, de abril de 2018. La mayor parte de las veces, estos 

homicidios se realizan a plena luz del día como ocurrió con Javier 

Valdez en Culiacán, Sinaloa, o Miroslava Breach en Ciudad Juárez, 

Chihuahua. Tan sólo en los primeros cinco meses de 2018, cuatro 

periodistas ejecutados más han engrosado la lista.

El deterioro constante en las condiciones de trabajo de periodis-

tas e informadores en nuestro país ha despertado la atención inter-

nacional. Entre 2013 y 2014, Freedom House e International Center 

for Journalists documentaron, en su Mapa de periodistas en riesgo, 

más de dos centenares de casos de agresiones de todo tipo: físicas, 

psicológicas, digitales o legales, contra periodistas e informadores 

en diferentes regiones del país. La mayoría de estas acciones provi-

nieron de las fuerzas de seguridad de todos los niveles, así como 

*Presidenta del Comité de Participación Ciudadana del Sistema Nacional Anticorrupción.
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de alcaldes, funcionarios de gobierno e incluso de legisladores. Con 

frecuencia, las organizaciones delictivas cometen estos ataques le-

tales, homicidios, secuestros y atentados a las instalaciones de los 

medios, la mayoría de los cuales se mantienen en la impunidad, y la 

tendencia, lejos de disminuir, se ha mantenido.

A raíz del asesinato de Javier Valdez en mayo de 2017, el presi-

dente Enrique Peña Nieto se comprometió ante el Comité de Protec-

ción de Periodistas, con sede en Nueva York, a dar prioridad a la 

protección de periodistas y defensores. Pero en realidad poco se ha 

avanzado en el tema, y la violencia continúa. 

La situación de los comunicadores debe comprenderse a la luz 

de la impunidad y la falta de confianza en las instituciones de segu-

ridad y justicia prevalecientes. El reciente diagnóstico de World 

Justice Project sobre el Estado de Derecho en México, sitúa al país 

en uno de los lugares más bajos del mundo en su índice global, con 

una puntuación menor que la de Sri Lanka o Filipinas. En México, 

menos del 5 por ciento de los delitos graves han resultado en una 

consignación.

De acuerdo con el International Crisis Group, en los primeros 

cuatro meses de 2017 —el año con el mayor número de homicidios 

dolosos registrados en varias décadas— se perpetró un promedio de 

tres homicidios por hora. Vastas regiones del país están dominadas 

por organizaciones criminales que han logrado aprisionar a las ins-

tituciones de seguridad y justicia en los tres niveles de gobierno, 

garantizando así su impunidad.

En 2010, los mecanismos especiales para proteger la libertad de 

expresión de las Naciones Unidas y de la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos realizaron su primera visita conjunta para 

examinar el estado de la libertad de expresión en México. El resul-

tado fue un duro informe lleno de recomendaciones, muchas de ellas 
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incumplidas o cumplidas a medias, retomadas por varios Estados 

miembros del Consejo de Derechos Humanos de la onu cuando en 

2013 México rindió su Examen Periódico Universal ante este orga-

nismo. A finales de 2017, se repitió la visita de escrutinio de los re-

latores, y volvieron a insistir en la necesidad de atender la grave 

inseguridad de los periodistas a lo largo y ancho del país.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, por su parte, 

ha emitido tres recomendaciones generales sobre la situación que 

guarda la libertad de prensa, y una específica sobre el empleo de la 

publicidad oficial en los medios de comunicación.

Las últimas dos administraciones —la de Felipe Calderón y la de 

Enrique Peña Nieto— no han sido del todo indiferentes a la presión. 

Como respuesta a la visita de los relatores y a las demandas de las 

organizaciones de la sociedad civil, en 2010 se creó un mecanismo 

para la protección de periodistas y defensores de derechos huma-

nos, que en realidad comenzó a funcionar dos años después, a 

partir de la promulgación de la Ley General para la Protección de 

Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. A la fecha, 

este mecanismo ha brindado algún tipo de protección a más de medio 

centenar de personas, entre periodistas y defensores de derechos 

humanos. De la misma manera, las facultades de la Fiscalía Espe-

cializada para la Atención de Delitos cometidos contra Periodistas 

(feadP), establecida durante el gobierno de Felipe Calderón, se ex-

pandieron para dar lugar a la Fiscalía Especial para la Atención de 

Delitos contra la Libertad de Expresión (feadle), a la que se le 

otorgó, además, la facultad de atracción de delitos contra periodistas 

perpetrados en las entidades federativas. Lamentablemente, la efi-

cacia de estas respuestas institucionales deja mucho que desear, y 

el problema de fondo, la impunidad estructural y la captura de las 

instituciones, permanece intocado.
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Si bien el gobierno no ha logrado proteger plenamente a los pe-

riodistas e informadores de los ataques a los que están expuestos, 

es también el causante de un número alarmante de éstos. El informe 

de Forst, refiere cómo las detenciones arbitrarias se emplean para 

silenciar a la disidencia y controlar a los movimientos sociales. La 

Ciudad de México se distingue por el empleo de esta práctica, pero 

no es la única entidad en donde se reportan ataques a la prensa en 

el contexto de movilizaciones sociales y actos de protesta. Los códigos 

penales de un buen número de estados todavía castigan la difamación 

y la calumnia con penas privativas de la libertad, lo cual se utiliza 

como un eficaz disuasivo para el ejercicio de la libertad de prensa, 

así como un poderoso incentivo para el ejercicio de la autocensura.

Recientemente, el Congreso de la Unión aprobó la Ley General 

de Comunicación Social, por medio de la cual se legaliza la asigna-

ción discrecional de recursos para contratar publicidad guberna-

mental, sin establecer un control de gastos de publicidad oficial ni 

topes a los mismos. La Secretaría de Gobernación —o su equipara-

ble a nivel local— asigna la publicidad oficial sin ningún criterio 

preestablecido, lo que deja a los medios a merced de su relación con 

las autoridades.

Con la promulgación de esta ley, se incentivó el control de los 

medios y la práctica de la autocensura dentro de los mismos, además 

de que no cumple con los criterios de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación en la sentencia de amparo, que dio lugar a la discusión de la 

misma en el Congreso. La ley contraviene la Declaración de Princi-

pios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, que en su artículo 13 señala: 

La utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pú-

blica, la concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria 



y discriminatoria de publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento 

de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de pre-

sionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales 

y los medios de comunicación en función de sus líneas informativas, 

atenta contra la libertad de expresión y deben estar expresamente pro-

hibidos por la ley. Los medios de comunicación social tienen derecho 

a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o indi-

rectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores 

sociales son incompatibles con la libertad de expresión.

La Encuesta Nacional 2016 sobre libertad de expresión y ejerci-

cio del periodismo en México, elaborada por Parametría, la Univer-

sidad Iberoamericana, Freedom House México y la Fundación Este 

País, que conforma la columna vertebral de este libro, da cuenta 

cabal de lo anterior. Las presiones internas y externas a las que 

están sometidos los periodistas e informadores en nuestro país son 

múltiples y poderosas. Lejos de modificarse, se fortalecen, ya sea 

por la omisión de las acciones del Estado, o por la institucionaliza-

ción de prácticas autoritarias, como las descritas brevemente. 

Periodistas e informadores laboran en condiciones difíciles y 

precarias. Los datos de la encuesta lo señalan con elocuencia: un 

número alarmante de los entrevistados opinó que la censura se 

ejerce desde el interior de los medios de comunicación, y un nú-

mero casi equivalente opina que también se ejerce por elementos o 

agentes externos. No sorprende entonces que, por séptimo año 

consecutivo, se nos califique como un país no libre en materia de 

libertad de expresión.





Muestreo de “bola de nieve”  
como último recurso
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El periodismo en México se ha convertido en blanco para los grupos 

de poder y para las mismas empresas de comunicación. La liber-

tad de expresión es un derecho cuya importancia radica en la demo-

cracia, en el derecho a estar informado, en conocer la realidad de 

los hechos y sobre todo en la libertad de ejercer una profesión indis-

pensable para el crecimiento de una sociedad en democracia.

Para conocer la situación por la que atraviesan los periodistas en el 

país, se llevó a cabo una investigación en la que respondieron a diver-

sas preguntas sobre el ejercicio de su profesión y los obstáculos a los 

que se enfrentan. Desgraciadamente, obtener respuestas de un grupo 

tan vulnerable no fue tarea sencilla, por lo que se buscó un proceso 

metodológico en el que pudieran sentirse confiados de no correr 

riesgo al contestar los cuestionamientos a los que fueron sujetos.

El diseño de muestreo llamado “bola de nieve” consistió en hacer 

invitaciones personales a gente conocida que respondió a la inves-

tigación. Ellos a su vez fueron validadores de la investigación en la 

que estuvieron participando. Es decir, los colaboradores del estu-

dio reclutaron a otros colegas, en este caso periodistas entre sus 

conocidos. La forma en que fue creciendo la muestra es semejante 

a una “bola de nieve”, de allí su nombre.

*Director de Parametría.
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Este método se utiliza comúnmente cuando se tiene un contexto 

conflictivo o complicado, precisamente como el escenario en donde 

trabajan los periodistas en nuestro país. Un contexto conflictivo se 

define como un ambiente en el que los objetivos o las necesidades 

son contradictorias con otros miembros del mismo gremio. En con-

textos conflictivos, una parte de la población es marginada, o sus 

opiniones son difíciles de expresar.

El muestreo de “bola de nieve”, que se considera una segunda 

mejor opción (second best) respecto a otros ejercicios de demosco-

pia, permite acceder a poblaciones marginadas o no escuchadas a 

un nivel emocional y cognitivo, y el elemento más importante es que 

genera las condiciones de confianza para el entrevistado.

Los resultados de los cuestionarios demostraron que existen 

diversos temas que atañen al gremio y que afectan su desarrollo 

profesional, algunos de ellos son los de seguridad personal, que 

pueden ser los más evidentes, pero también hay otros más sutiles 

como los de seguridad laboral que también se vuelven relevantes. 

Pareciera ser que en México, frecuentemente es difícil distinguir 

entre la línea editorial de un diario y lo que se podría llamar el “cri-

terio empresarial” con el que se publica.

Sin lugar a dudas, la libertad de expresión está parcialmente se-

cuestrada o limitada para los que ejercen la profesión de la comu ni-

cación; por desgracia, más de la mitad de los encuestados aseguraron 

haber sufrido algún tipo de agresión física, psicológica, jurídica, di-

gital o de otro tipo. Pero lo peor es que los mismos periodistas des-

confían de las autoridades, pues los que han sido amenazados, 

aseguraron preferir la ayuda de su círculo más cercano, en lugar de 

acudir a las instituciones gubernamentales de protección de dere-

chos humanos.



La violencia ha sido un factor decisivo para que los periodistas 

sean mesurados en el ejercicio de su labor; no obstante, existen 

otros elementos que afectan la libertad de expresión como la plura-

lidad de los medios de comunicación, las limitantes para acceder a 

la información pública y la censura al interior de los medios de co-

municación, especialmente en los estados.

La realidad es que los cambios legales que se han hecho en México 

para proteger a los periodistas en el ejercicio de su derecho a la li-

bertad de expresión, no han mejorado suficientemente la situación 

del gremio, estamos en un momento complicado en el cual, el de-

recho a comunicar es penado y castigado hasta con la propia vida.

México sigue siendo uno de los principales países en la lista de 

las naciones más peligrosas para ejercer el periodismo; el crimen 

organizado es un oponente fuerte a este derecho, pero también lo 

son las propias instituciones, los poderes y todos aquellos que resul-

ten afectados, incluyendo los consejos editoriales y las áreas de 

venta de publicidad de los medios de comunicación. 

El Estado tiene un gran compromiso con el gremio periodístico 

y con la sociedad, las leyes y las instituciones no han sido suficien-

tes y tampoco han generado la confianza de un sector que sigue 

siendo castigado y censurado por el simple hecho de querer ejer-

cer un derecho fundamental de todo ser humano: la libertad de 

expresión.





El Proyecto
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La investigación de este libro es resultado de la preocupación com-

partida por el estado de la libertad de expresión y de prensa con 

los gobiernos de la alternancia después del 2000. Tanto académicos 

como organizaciones y liderazgos civiles que en las últimas dos dé-

cadas han trabajado por asegurar derechos democráticos en el país, 

advierten con intranquilidad la creciente distancia entre el avance 

de reformas, leyes y políticas públicas a favor del respeto de esa 

garantía básica y la constante caída de la percepción sobre las con-

diciones para cumplirse.

¿Qué pasa cuando el marco legal y la política pública caminan por 

una ruta opuesta a los hechos? ¿Cuál es el estado real de la libertad 

de expresión y de prensa? ¿Cuáles son las principales condicionantes 

o limitaciones? Estas son algunas preguntas con las que arranqué mi 

proyecto de tesis doctoral en la Universidad Complutense de Madrid, 

a la que regresé para presentarla gracias a una reforma educativa en 

España tras varios años de haber cursado el programa. Algunos de 

los resultados cuantitativos que se ofrecen salieron a la luz pública 

en 2017 cuando publicamos una Encuesta Nacional elaborada ex pro-

feso y también algunos avances del trabajo académico dada la perti-

nencia y oportunidad de aportar conocimiento a la grave situación del 

ejercicio de la libertad de expresión en el país.
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Francisco Abundis, director de Parametría, fue el primero en ofre-

cer su experiencia en demoscopia para entrevistar a un público que 

supone un reto, por la desconfianza y escasa protección, en un en-

torno de hostilidad, amenaza e impunidad. Gracias al inai por apo-

yar la aplicación de la encuesta.

Abundis contó con el invaluable apoyo de Mane Makuc, quien 

lideró la parte técnica. Una especial mención y enorme gratitud a 

Jacobo Dayán, quien por parte de Freedom House realizó los cues-

tionarios para el ejercicio en donde participaron más de 400 dueños 

de medios, directores o editores —en vigencia o no— actores rele-

vantes, o líderes de opinión, y reporteros (el error teórico muestral, 

asociado a 95 por ciento de confianza estadística, fue de (+/–) 5.0 

por ciento), un trabajo comprometido y riguroso. 

El método de edición fue mediante validación en Excel y clean up 

en sPss. Las preguntas debían centrarse en su impresión respecto al 

funcionamiento y utilidad de las principales transformaciones insti-

tucionales y políticas públicas que afectan directamente o indirecta-

mente el ejercicio de la profesión, así como en las condiciones en 

que se desempeñan al interior de sus empresas.

La metodología de investigación se llevó a cabo mediante entre-

vistas a profundidad y una encuesta vía internet. Las aportaciones 

del Departamento de Comunicación de la Universidad Iberoameri-

cana, a través de su director, Manuel Guerrero y de Mireya Már-

quez, coordinadora del doctorado, fueron clave en el diseño de un 

guión de preguntas para realizar dos tipos de técnicas cualitativas: 

entrevista semiestructurada y grupos de enfoque.

La baja tasa de respuestas del total de invitaciones enviadas 

(2,500 solicitudes), de aproximadamente un 20 por ciento, deja en-

trever el estado del ejercicio de la libertad de prensa, y las zonas de 
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silencio sobre la libertad de expresión por diversas condicionantes 

y amenazas que caracterizan el trabajo de los periodistas en el 

país, particularmente en las entidades con mayores índices de 

violencia y menores contrapesos en el ejercicio del poder. A pesar 

del innegable avance en la libertad de expresión con respecto a 

épocas pasadas, la disposición a responder es menor de la que 

registran otros públicos por las dificultades a las que se enfrentan, 

como recuerda Abundis.

En razón de ello, la viabilidad del proyecto se debe en mucho al 

compromiso decidido de Mariclaire Acosta, ex directora de Freedom 

House México, y de Eduardo Bohórquez, director de Transparencia 

Mexicana, que generosamente pusieron sobre la mesa de trabajo el 

material sobre protección a periodistas, transparencia y acceso a la 

información, telecomunicaciones, y sus propios conocimientos para 

estructurar el proyecto. Encima de todo destaca su prestigio para 

generar confianza entre el público de entrevistados y en la credibili-

dad ante los desafíos y limitaciones metodológicas. Los temas que se 

buscaron responder en los cuestionarios nacionales fueron:

• Capacidades y condiciones laborales de los periodistas 

• Libertad de expresión 

• Transparencia y acceso a la información

• Riesgo y protección 

• Reforma en telecomunicaciones

Es importante destacar que los objetivos de este proyecto se 

establecieron en dos ámbitos, por un lado, los factores internos que 

afectan la tarea de los entrevistados y, por el otro, los factores exter-

nos que influyen en el ejercicio de la profesión. 



Un agradecimiento a los periodistas que ayudaron a empujar la 

“bola de nieve” de las entrevistas entre sus colegas: Luis Alberto 

González Arenas, Hugo Roca Joglar, José Luis Lemini Camarillo, y 

en la edición a Jessica Gómez, así como a todos los que participa-

ron en una de las primeras encuestas nacionales para conocer la 

percepción de comunicadores en torno a los procesos políticos o 

limitantes a la libertad de expresión y de prensa en el país, y 

particu larmente a todos los entrevistados porque finalmente en 

sus respuestas radica la libertad del gremio y la defensa de sus 

derechos.
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La libertad de expresión y de prensa estuvieron prácticamente fuera 

del radar de la agenda de debate pública hasta que inició el viaje del 

país hacia la democracia en el último cuarto del siglo XX. Antes de 

este periodo, durante la llamada época de la “prensa oficialista” del 

antiguo autoritarismo, esa libertad, imperdible en cualquier régimen 

democrático, se canjeaba por bienestar y desarrollo. La transforma-

ción de las instituciones políticas, sin embargo, la rescató como 

condición de equidad sine qua non para construir un nuevo sistema 

de partidos políticos competitivos y una de las principales promesas 

del “cambio” en la Presidencia de la República. A lo largo del camino 

se liberaron controles sobre la prensa y, tras la alternancia en el 

poder en 2000, advinieron importantes reformas institucionales y 

políticas públicas para tratar de garantizar y promover este derecho 

humano en que se asienta todo el edificio democrático. 

Las élites reformadoras que escucharon la demanda de “cambio” 

fueron eficaces para conducir una apertura controlada desde el po-

der, e incluir a otros actores en un nuevo conjunto de principios y 

reglas políticas, sustentadas en el respeto al voto; resultaron habili-

dosos negociadores para formar consensos con la oposición y des-

armar las resistencias de la vieja guardia, pero sin desmontar algu-

nos de los principales resortes del autoritarismo. Por el contrario, la 
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liberalización controlada fue posible desde un régimen presidencial 

fuerte, que utilizó mecanismos del viejo pacto corporativo, como el 

reparto de rentas y el clientelismo, para abrir el viejo arreglo político 

sin violencia ni mayor inestabilidad ante la creciente presión in-

terna. La penetración del poder en la prensa fue uno de los recursos 

a su disposición para graduar y dosificar el cambio, aunque la propia 

dinámica del ascenso de la pluralidad rebasó las expectativas de los 

reformadores que confiaban en arribar a una democracia dirigida 

para sustituir el desgastado Estado mexicano posrevolucionario.

En el proceso, los medios encontraron también sus propios rit-

mos y en el camino se arriesgaron a avanzar en terrenos de libertad 

intocados por décadas, no obstante que prevalecían mecanismos de 

control político, como el régimen de concesiones para los audiovi-

suales y el enorme peso de la publicidad oficial para la sobrevivencia 

de las finanzas de la prensa, como sutil disuasivo frente a la costosa 

tentativa de censura directa y brutal.

La ruta de reformas del “cambio” se acompañó del diseño de 

nuevas instituciones que realizaron funciones y competencias esta-

tales, que el propio Estado no podía hacer con eficacia por la des-

confianza y el descrédito que dejó la erosión del régimen autoritario. 

Como ha señalado la Corte, los nuevos órganos surgieron de la idea 

de contar con órganos de equilibrio respecto a los demás poderes 

del Estado en materias especializadas como la electoral o la trans-

parencia, y el acceso a la información pública. Su autonomía se 

justificó en la necesidad de ejercer una función propia del Estado 

que, por su especialización e importancia social, requiere contrape-

sos a la clásica división de poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial). 

Su creación, jurisprudencia aparte, resultó componente clave de la 

fórmula para devolver legitimidad a las instituciones y ajustar el 

aparato público a la nueva realidad de la pluralidad política y social. 



Introducción • 29

En los años noventa surgieron órganos de Estado con autonomía 

funcional y financiera, como el Instituto Federal Electoral (ife) y la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos (CndH), que asumieron 

funciones básicas que el Estado no podía cumplir por falta de credi-

bilidad y descrédito hacia las instituciones. Más tarde algunos se 

“ciudadanizaron”, como ocurrió con la salida del secretario de Go-

bernación del consejo general del ife, en la reforma electoral de 

1996, o cuando se incluyó la participación de organizaciones civiles 

en su dirección, como en el reciente creado Sistema Nacional Anti-

corrupción o el Mecanismo de Protección para Defensores de De-

rechos Humanos y Periodistas contra la violencia criminal, pero 

estos organismos siempre han formado parte del Estado. Y no sólo 

eso, su diseño mantuvo la decisión política para su integración en el 

poder político, aunque ahora repartido entre la nueva pluralidad 

partidista que se incorporó al proceso político. Su creación se reci-

bió como una opción, no sin dudas, para resolver conflictos ante una 

creciente problemática social que se había extendido desde los años 

setenta tras la matanza del movimiento de 1968 y la violencia en el 

campo; la idea de abrir el sistema con ellas representó una válvula 

de escape para dar cauce a los intereses y reivindicaciones del “cam-

bio” y la democratización como elecciones limpias, justas y compe-

titivas, así como para atajar el “fantasma” de la violencia y ofrecer 

una ruta institucional a la demanda de “cambio” político. Represen-

taron nuevos desafíos, pero en general abrieron espacio para la in-

clusión del país diverso que avanzaba, más allá del monopolio del 

poder del Pri. En buena medida resultaron de la lógica de inclusión 

y apertura de la Reforma Política de 1977, que incorporó al mundo 

de las instituciones a las fuerzas políticas que antes estaban margi-

nadas o subordinadas al partido oficial, a excepción de la oposición 

del Pan. Aquella reforma “fundacional” del cambio inauguró tanto la 



30 • José Buendía Hegewisch

ruta de las reformas para desmontar el autoritarismo, como la vía 

de incluir en el poder a nuevos actores a la toma de decisiones po-

líticas, aunque sin modificar el régimen presidencialista que domina 

hasta hoy. Tampoco modificaría los amplios márgenes de discrecio-

nalidad y arbitrariedad con que después se ejercería el poder entre 

partidos y fragmentado entre la federación y los gobiernos de los 

estados, a pesar de las amplias expectativas de transformación de la 

democracia.

A lo largo de la historia de los nuevos órganos autónomos y ciu-

dadanizados, uno de los debates presentes en casi todas las refor-

mas institucionales y diseño de política pública ha sido el proceso 

de designación de sus titulares, sean unipersonales o colegiados, así 

como el significado de la ciudadanización. El término alude a las 

características que deben tener las personas que los dirigen, como 

prestigio, experiencia, trayectoria, imparcialidad e independencia de 

los partidos políticos. Sin embargo, cada día es también más cons-

tante el reclamo por su designación, dado el reparto de cuotas entre 

las cúpulas partidistas y los perfiles inadecuados para el cargo. La 

política es imprescindible para resolver conflictos, pero los términos 

o las soluciones también tienen el efecto contrario de enviciar el 

espacio público, causar erosiones a las relaciones sociales y en de-

finitiva envenenar la convivencia. 

La simulación en la integración de órganos autónomos con es-

pecialistas de la sociedad civil sin militancias partidistas, puede inhibir 

la responsabilidad y la rendición de cuentas de sus actos de la toma 

de decisiones. La libertad para actuar con ética respecto a la respon-

sabilidad pública de las instituciones “ciudadanizadas” requiere que se 

transparenten los acuerdos políticos que los designan.

Después de la CndH y del antiguo ife se multiplicó la aplicación de 

la fórmula de nuevos órganos en telecomunicaciones, educación 
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y energía, incluso algunos de ellos se constitucionalizaron como el 

ine o el inai. Ello sin que haya cambiado sustancialmente la forma 

de integrarlos desde hace 20 años, cuando se impulsó la ciudadani-

zación de instituciones públicas. En la administración de Peña Nieto 

suman ya una decena de estos órganos, con responsabilidades tras-

cendentales para los derechos humanos y ciudadanos básicos, como 

acceso a la información o electorales, pero la fórmula de selección 

es opaca y cada vez asegura menos equilibrios en su interior.

La introducción de variantes para evitar el reparto de cargos 

entre partidos, como la aplicación de exámenes de oposición, con-

sultas ciudadanas o la participación de ong en los procesos, está 

lejos de eliminar los acuerdos políticos a los que de manera subrep-

ticia obedecen los nombramientos. Con la cada vez más notoria in-

consistencia entre el control de los partidos sobre los designados y 

la promulgación de nuevos órganos autónomos, se aconseja pre-

guntar si está agotado el modelo de las últimas dos décadas para 

conjurar la desconfianza en el manejo del Ejecutivo en el desarrollo 

de instituciones democráticas.

¿Cómo asegurar que las reformas institucionales y las políticas 

públicas se traduzcan en la práctica en actos y decisiones responsa-

bles, transparentes y susceptibles de la rendición de cuentas en to-

das las instituciones del Estado? ¿Las instituciones autónomas se 

mantienen como equilibrio y contrapeso de los poderes tradiciona-

les de Estado?

En este libro se propone identificar el impacto de las reformas 

institucionales y de políticas públicas para el ejercicio de los derechos 

de libertad de expresión y de prensa en el contexto de la democra-

tización, específicamente de las alternancias políticas en el gobierno 

federal de 2000 a 2015. La tesis principal es que la democratización 

mexicana desde un sistema autoritario de partido prácticamente 
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único a otro plural y competitivo —que tuvo como parte de sus resul-

tados las alternancias políticas en todos nivel de gobierno y la insti-

tucionalización de los derechos humanos—, ha sido insuficiente 

para que el Estado mexicano garantice el pleno ejercicio de tales 

derechos. Contrario a las expectativas por la apertura y el avance de 

la pluralidad política, las reformas legales, la creación de institucio-

nes y mecanismos de derechos humanos y el desarrollo de los me-

dios de comunicación, en la práctica prevalecen limitaciones y res-

tricciones para la libertad de expresión y de prensa.

Los resultados de la investigación a periodistas y comunicadores 

arrojan que hay una creciente tendencia al cuestionamiento entre 

medios y periodistas sobre las condiciones para el trabajo de la 

prensa, así como una cada vez peor imagen en las mediciones y 

calificaciones internacionales sobre el país en los índices de trans-

parencia y libertad de expresión. En una gráfica veríamos que mien-

tras se mantiene en avance constante el vector de las reformas y 

políticas públicas en favor de proteger y promover estos derechos, 

la percepción de los medios y la imagen del país respecto al ejercicio 

y la práctica de las libertades, en cambio, dibuja una línea descen-

dente. En la medida que tenemos más y mejores leyes para defender 

los derechos humanos, también aumenta la impresión de que cre-

cen viejas y nuevas restricciones para acceder a la información e 

informar a la sociedad. Se extienden las zonas de “silencio” y la 

autocensura, principalmente en los estados, en la medida en que 

crece la desconfianza en las instituciones y los riesgos para la segu-

ridad de los periodistas hasta convertir al país en uno de los más 

peligrosos para su trabajo. Lo anterior se corrobora en estudios, 

informes e investigación documental en la materia, así como en una 

encuesta nacional y entrevistas sobre el ejercicio de la libertad de 
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prensa y la percepción entre los profesionales del periodismo en 

México.

La libertad de expresión en América Latina y en México ha estado 

expuesta históricamente a gobiernos autoritarios, caudillos, intere-

ses económicos y ahora poderes de facto como el crimen organi-

zado. Su reconocimiento es claro en el amplio desarrollo de normas 

en convenciones, tratados, constituciones y leyes, pero que Estados 

débiles no pueden garantizar que se cumplan. También pierden vi-

gencia en sociedades que confían poco en la exigibilidad del derecho 

igualitario a la justicia, en las que persisten valores y prácticas auto-

ritarias y excluyentes, que favorecen la baja aplicación de la ley. La 

falta de denuncia y la impunidad son los mejores aliados de amena-

zas, abusos y crímenes.

Así, a pesar del desarrollo democrático del último cuarto de si-

glo, se mantiene la distancia entre la construcción de Estados cons-

titucionales de derecho y la realidad de sociedades que aún no se 

identifican plenamente con valores democráticos. Uno de los mayo-

res desafíos para la democracia es la falta de cumplimiento de la ley 

y de los derechos, principalmente por la impunidad. Derivado de 

ello, otra asignatura pendiente es la baja exigibilidad de derechos 

básicos para el funcionamiento de la democracia como la libertad de 

expresión, de información y de prensa.

Los reformistas que impulsaron la apertura propusieron solu-

ciones innovadoras en el diseño de nuevas instituciones y fueron 

habilidosos negociadores para incluir a los nuevos actores de los 

partidos en la toma de decisión, pero el arreglo ha resultado insufi-

ciente para reconstruir la legitimidad y la autoridad del Estado, como 

demuestra simplemente la actual grave crisis de seguridad y de-

rechos humanos en el país en la segunda década del siglo XXi.
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En efecto, su trabajo y el de los partidos políticos para diseñar 

nuevas instituciones que devuelvan confianza al espacio público, 

permitió dejar atrás el régimen autoritario, un éxito nada desdeñable 

desde la perspectiva de un país con poca y débil experiencia demo-

crática. Pero su operación hoy también muestra los serios obstácu-

los con los que chocan las reformas y políticas públicas para el éxito 

de la experiencia democrática; así como las fallas de los arreglos 

institucionales cuando entran a jugar con el proceso político. Asi-

mismo, no basta con tener marcos normativos de vanguardia que 

presumir en el mundo, sin que las reformas o nuevas agencias es-

tatales cambien la forma de tomar decisiones y sujetar su operación 

a reglas de transparencia y rendición de cuentas claras y exigibles 

por parte de la ciudadanía.

En el país hay un amplio consenso de que el Estado democrático 

corre serios riesgos por la debilidad de las instituciones para pro-

veer seguridad y garantizar las libertades. La debilidad que lo afecta 

se expresa en fragmentación política y a su vez, ésta se impone en 

los procesos de decisión a todo nivel del mundo público. También 

se revela en las relaciones con la sociedad, mucho más plural que 

nunca en el pasado, pero cada vez más desalentada por el descon-

cierto interno y el horizonte de incertidumbre en el futuro. 

El cada vez mayor desencanto con la democracia nos enfrenta a 

problemas heredados y deja ver que no hay atajos para alcanzar su 

solución. Las reformas y los nuevos diseños institucionales se en-

frentan a añejas prácticas como el modelo de negocio de la prensa 

a través del manejo opaco y discrecional de la publicidad oficial, 

tanto como a viejas formas de ejercer el poder sin equilibrios ni 

contrapesos. La contradicción refleja realidades paralelas entre el 

mundo institucional y los procesos reales de la toma de decisio-

nes cupulares con importantes márgenes de discrecionalidad y, 
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por tanto, poca rendición de cuentas de los actores políticos. Ahí 

uno de los motivos de la crisis de representatividad que enfrenta la 

incipiente democracia mexicana, en la que el modelo de negocio de 

la prensa “es uno de sus mayores defectos”, al decir de Enrique 

Krauze.

La mayoría de las finanzas de los medios están comprometidas, 

y de ahí también, su capacidad para llevar a cabo investigaciones y 

coberturas que responsabilicen a los poderes y poderosos de sus 

actos, entre otras razones porque su sobrevivencia depende de un 

cliente único. Ningún presidente de la democracia ha cumplido con 

la promesa de trasparentar la publicidad oficial y acotar el amplio 

margen de discreción con que las autoridades gubernamentales 

establecen criterios para la asignación y uso de fondos gubernamen-

tales. Por el contrario, los montos opacos destinados a la comunica-

ción social y el gasto político en los medios, no han hecho más que 

crecer sexenio tras sexenio bajo reglas de operación que diseña y 

aplica el mismo que toma las decisiones sobre a quién dar o quitar 

el recurso público. El manejo de la publicidad oficial ilustra con cla-

ridad que el problema de fondo: son sus reglas de operación al 

servicio del proceso político. Hasta ahora se ha empleado bajo una 

lógica de apuntalar la gobernabilidad de la administración de turno, 

tal como ocurre también con otros fondos públicos, como los ramos 

23 y 33 del presupuesto federal, de manera opaca y sin rendición de 

cuentas para repartir rentas entre los gobiernos estatales con el fin 

de asegurar la estabilidad. Son buenos ejemplos de los mecanismos 

clientelares heredados de viejos esquemas del antiguo régimen, 

pero inadmisibles para la gobernanza democrática.

Al igual que en el manejo de la publicidad oficial, la discreciona-

lidad de esos fondos permite crear bolsas de recursos que se asig-

nan con criterios políticos para premiar o castigar administraciones 
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locales. En el caso del Ramo 23, se trata de un fondo millonario cuya 

asignación está a criterio de las autoridades de la Secretaría de Ha-

cienda y Crédito Público y que funciona sin reglas de operación, ni 

normatividad, e incluso con opacidad para la supervisión de la Au-

ditoría Superior de la Federación. La entrega de recursos se efectúa 

por medio de convenios, que en su mayoría no son públicos. Tam-

bién es conocido como el fondo de los “moches”, porque los diputa-

dos pactan el destino de los recursos con presidentes municipales 

y gobernadores de sus estados, a cambio de diversos apoyos o del 

retorno de un porcentaje del mismo. El gasto en comunicación so-

cial y las bolsas para repartir entre los estados tienen en común 

también un crecimiento exponencial en los últimos gobiernos. Y de 

esas partidas además, los gobiernos estatales extraen recursos para 

comunicación social bajo la justificación de cualquier programa para 

fortalecer a los gobiernos locales.

En ese contexto, de las limitaciones que encuentran periodistas 

y comunicadores en el ejercicio de la libertad de expresión, se ex-

plica una importante parte de la desconfianza general hacia las ins-

tituciones. Si bien es una percepción extendida en la sociedad en su 

conjunto, los resultados de la investigación apuntan que la falta de 

confianza en el respeto a la libertad de prensa puede observarse en 

tres variables. Primero, en la impresión de que hay una simulación 

institucional dado que ésta y las políticas públicas son ineficaces 

para asegurar ese derecho. Existe un margen importante entre las 

instituciones y las leyes respecto a la realidad práctica.

De ahí se deriva también que los entrevistados admiten que res-

tringen sus contenidos, no sólo para evitar ser amenazados y asesi-

nados por el crimen, sino para evadir la presión de los anunciantes 

privados y el impacto de la publicidad oficial que reciben en las fi-

nanzas de su fuente de trabajo. 
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No obstante, estas restricciones también son cada día más denun-

ciadas por jueces, académicos, organizaciones civiles y organismos 

internacionales de derechos humanos. Por ejemplo, en la resolución de 

la Corte en que ordenó al Congreso subsanar la omisión legislativa 

por la falta de regulación del artículo 134 constitucional, el ministro 

Arturo Zaldivar afirmó: “La ausencia de regulación en la publicidad 

oficial permite el uso arbitrario de los presupuestos de comunicación, 

lo que indirectamente restringe la libertad de expresión”.

El tema que durante décadas estuvo fuera de las prioridades de 

la agenda pública, hoy ocupa un lugar cada vez más central en las 

preocupaciones por el funcionamiento de la democracia y la impor-

tancia de garantizar efectivamente la libertad de prensa. También 

como consecuencia de los mayores espacios de crítica, supervisión 

y vigilancia que cumplen los medios de comunicación respecto al 

pasado y la apertura que han traído consigo las redes sociales.

Hoy, sin duda, la prensa diaria cuestiona las acciones de los go-

biernos, incluido el federal, con mayor vigor que en otros tiempos, 

y las fallas son mucho más visibles gracias a las reformas y políticas 

de transparencia y acceso a la información o a la despenalización de 

delitos de prensa. No obstante, su impacto es aún limitado en su 

potencial para expandir este derecho, en buena medida, por las fa-

llas en la concepción de las nuevas agencias estatales, encargadas 

de supervisar el cumplimiento de las leyes pro libertad de expre-

sión. Particularmente, porque el diseño de su integración perma-

nece subordinado a la toma de decisiones del proceso político. Ahí 

el meollo de la percepción de simulación que tienen los periodistas 

respecto a éstas y otras instituciones, con las que tienen más cerca-

nía que el ciudadano común, debido al roce de su trabajo con los 

poderes y los asuntos de interés público. Asimismo, por la mayor 

atención de organizaciones civiles y organismos internacionales de 
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derechos humanos, que siguen muy de cerca el tema de la liber-

tad de prensa, especialmente desde la crisis de seguridad abrió la 

estrategia de combate a las drogas hace una década.

A nadie escapa que las calificaciones en los índices internacio-

nales del país en materia de transparencia y combate a la corrup-

ción, o de libertad de expresión, han caído en los últimos años. Si-

guen una ruta inversa a las reformas institucionales y las políticas 

públicas dedicadas a mejorar la situación. Las relatorías especiales 

para la libertad de expresión de la Organización de las Naciones 

Unidas (onu) y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

de la Organización de Estados Americanos (oea), han dado segui-

miento a los crímenes contra periodistas y alertado sobre los riesgos 

de la violencia como limitante de la libertad de prensa.

También han aplicado especial cuidado en estudiar el contenido 

de leyes como la de publicidad gubernamental, que el Congreso 

aprobó el 26 de abril de 2018 para cumplir con una sentencia de la 

Corte. Ambas relatorías expresaron al Senado su preocupación de 

que la ley mantenga un amplio margen de discrecionalidad a las 

autoridades gubernamentales, para establecer criterios de asigna-

ción y uso de los fondos de publicidad oficial. La Ley General de 

Comunicación Social fue aprobada de madrugada con los votos del 

Pri y partidos aliados en el Senado por 60 a favor, 46 en contra y una 

abstención, para convertirse en el primer ordenamiento jurídico 

para regular su manejo, aunque su diseño y reglas de operación, en 

opinión de sus críticos, mantiene en buena medida el statu quo. Los 

principales cuestionamientos de la oposición fueron que la nueva 

ley no cuenta con criterios preestablecidos claros para decidir a 

quién, cómo y cuánto entregar de los recursos de comunicación 

social, a fin de evitar el gasto excesivo. Además de que tampoco es 

contundente prohibir el uso de publicidad oficial para fines electora-



les, aunque las leyes en esa materia sancionan el uso de dinero 

público por parte de funcionarios para la promoción personal con 

objetivos políticos.

El mayor involucramiento y participación de la ciudadanía en el 

debate sobre la libertad de expresión, así como el desafío de la re-

volución tecnológica, aseguran que el tema seguirá en el centro de 

la atención de la agenda pública. El escritor y periodista británico 

George Orwell (1903-1950) definía la libertad de expresión en los 

años de muerte y destrucción de la Segunda Guerra Mundial como 

la posibilidad de “decir lo que la gente no quiere oír”. Y eso es im-

portante cuando lo que se defiende es la dignidad de las personas.
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Toda Constitución democrática tiene en su base la promoción, pro-

tección, respeto y garantía de los derechos humanos. Es práctica-

mente imposible encontrar un texto constitucional que no inicie con 

el reconocimiento de derechos y de la dignidad de la persona, como 

fundamento del orden político y de la paz social. En la Constitución 

mexicana, desde su promulgación en 1917, se consagró en el pri-

mero de sus artículos las garantías fundamentales, así como la obli-

gación de las autoridades a garantizar su vigencia, y en los últimos 

años ha evolucionado hasta contar actualmente con el reconoci-

miento de los derechos humanos en ese mismo primer artículo. 

Los derechos inherentes a toda persona son punto de partida de 

cualquier orden social y político democrático, que a su vez tiene un 

papel decisivo en el libre desarrollo de la personalidad. Los sistemas 

garantistas, como al que aspira México, tienen una dimensión social 

indisociable de las leyes, ya que su ejercicio requiere de condiciones 

mínimas para cumplirse, y uno de los ejes que articulan las normas, 

el funcionamiento del poder público y la práctica de los derechos es 

la libertad de expresión. Sin el reconocimiento y la protección del 

Estado para ejercer el derecho de expresar y difundir libremente los 

pensamientos, ideas y opiniones a través de cualquier medio, el 

resto de los derechos se convierten en “papel mojado” y se debilitan 
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los contrapesos para evitar la concentración de poder en personas, 

instituciones o intereses particulares. Tal es la importancia y el al-

cance de la libertad de expresión, así como la indisoluble libertad de 

prensa que la acompaña; si no se garantiza el ejercicio de estas liber-

tades, otros derechos políticos, principios y conceptos como sobera-

nía popular, división de poderes, participación ciudadana o rendi-

ción de cuentas, carecen de sentido, credibilidad y confianza. 

La libertad de expresión es un derecho humano y a la vez una 

condición necesaria para un régimen democrático. De acuerdo con 

el marco jurídico nacional e internacional, la libertad de expresión 

significa que, en un Estado democrático, cada persona tiene la posi-

bilidad de cualquier idea, expresarla por cualquier medio y no reci-

bir ninguna represalia por ello, mientras se mantenga en el marco 

de respeto de los derechos humanos del resto de las personas.

Los factores que influyen en el ejercicio de la libertad de expre-

sión parten de identificar sus dimensiones: jurídica, política-institu-

cional y social. En el ámbito jurídico están las leyes y normas, como 

la Constitución, los tratados internacionales, los reglamentos, y de-

más ordenamientos posibles. Estas normas, en el marco nacional e 

internacional, están actualmente definidas desde un enfoque de 

derechos humanos, en constante evolución desde la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos de 1948.

En su dimensión política, la libertad de expresión requiere que 

las instituciones, actores políticos, políticas públicas y sus dinámi-

cas cumplan con los marcos jurídicos existentes, no sólo en lo for-

mal sino en la práctica cotidiana de todos los niveles de toma de 

decisiones y el ejercicio de la autoridad: el Estado de Derecho. Tam-

bién que las instituciones funcionen con respuestas adecuadas a las 

demandas de la sociedad y las decisiones políticas sean acepta-

das por la ciudadanía, es decir que cuenten con la confianza política. 
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Es verdad que vivimos una época de experimentación extraordina-

ria con la democracia y las instituciones, en la que cada vez es más 

claro que el pluralismo competitivo ya no necesariamente precede 

a la participación generalizada, y que su vigencia tampoco asegura 

la confianza hacia las instituciones ni el respaldo a las reformas y 

políticas públicas: la gobernabilidad.

Esta dimensión abarca uno de los factores más complejos de 

transformar el cumplimiento sistemático del marco jurídico. Su 

funcionamiento está relacionado con rutinas, lógicas y dinámicas 

socioculturales e históricas que se hunden hasta la percepción de la 

cultura política y el ejercicio del poder en el ámbito público, especí-

ficamente por parte de los actores políticos, pero también de la ciu-

dadanía y los medios de comunicación.

La dimensión institucional es la expresión de los ámbitos jurídi-

cos y políticos; es la formalización de las disposiciones legales que 

reconocen el derecho de la libertad de expresión a través de organi-

zaciones y personas dedicadas a su garantía, así como de las volun-

tades políticas que se articularon a su favor. La institucionalidad de 

este derecho conlleva mecanismos para garantizar su ejercicio y la 

operación de las estructuras a favor de su promoción, respeto y 

protección.

Aunque estos ámbitos o dimensiones son determinantes para 

que en un Estado se reconozca y garantice el ejercicio de la libertad 

de expresión, resultan insuficientes en el ámbito social para com-

prender el funcionamiento de las libertades, la confianza social y el 

respaldo a la democracia.

La sociedad es el espacio en el que las personas, en lo individual 

y lo colectivo, generan información, opiniones e ideas y las expresan 

en sus contextos, y también donde reciben información de otras 

personas, resultado de la libertad de expresión y de la diversidad de 
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opiniones e ideas que confluyen en ella. Empatar ambas dinámicas 

de esta doble característica de la libertad de expresión, implica que 

la sociedad tenga conocimiento de sus propios derechos y, no me-

nos importante, requiere de un proceso de apropiación de los mis-

mos: de su ejercicio.

Sin el conocimiento y apropiación de los derechos de la socie-

dad, las condiciones formales generadas en un Estado se debilitan, 

lo que empeora si se suman situaciones que obstaculizan y limitan 

el ejercicio de la libertad de expresión.

En América Latina y en México, la libertad de expresión y de 

prensa han estado expuestas tradicionalmente a gobiernos autorita-

rios, caudillos, poderes de facto, intereses económicos, y hoy, al 

crimen organizado. No obstante, su importancia se refleja en nor-

mas y leyes que, con mucha frecuencia, los Estados débiles no 

pueden garantizar que se cumplan cabalmente.

A pesar de los avances democráticos del último cuarto de siglo, 

existe aún una enorme distancia entre la aspiración de construir 

Estados constitucionales de derecho y la realidad de sociedades que 

todavía no se identifican plenamente con valores democráticos, 

que están poco acostumbradas al trato igualitario y que mantienen 

viejas prácticas autoritarias. Uno de los mayores desafíos para la 

democracia en Latinoamérica y México es la falta de cumplimiento 

de la ley y los derechos, principalmente por la impunidad en que 

queda cualquier transgresión de la norma. Derivado de este problema, 

otra de las asignaturas pendientes es la baja exigibilidad de los de-

rechos, algunos básicos para el funcionamiento de las instituciones 

democráticas, la libertad de expresión, de información y de prensa.

En México, uno de los cambios constitucionales más importan-

tes en los tiempos contemporáneos fue en materia de derechos 

humanos. La reforma en cuestión, publicada el 10 de junio de 2011, 
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significó un cambio importante en la forma de entender e interpretar 

los derechos humanos en el marco jurídico. El nuevo modelo intro-

dujo una distinción conceptual entre derechos humanos y garantías, 

estableció las normas constitucionales e internacionales sobre dere-

chos humanos en un mismo nivel —el control de convencionali-

dad—, ofrece principios interpretativos de los derechos humanos, 

obligaciones y reparaciones del Estado en caso de violaciones, in-

corporación del interés legítimo, procesos y acciones colectivas, así 

como mayor autonomía a las comisiones de derechos humanos.

En relación con las dimensiones de los derechos humanos, los 

actores públicos que las articulan y median son los medios de co-

municación y los periodistas, los cuales se convierten, dentro de la 

sociedad y del Estado, tanto en receptores de información, opinio-

nes e ideas, como en generadores de las mismas, y el alcance de su 

cobertura hace extensiva la libertad de expresión al resto de la so-

ciedad. De forma particular, la libertad de prensa constituye una 

subdimensión, así como un derecho en sí mismo que se enmarca 

en la libertad de expresión.

Por esta razón, los periodistas y comunicadores sociales son 

fundamentales para la construcción de una cultura de los derechos 

en el país, además de piezas clave para el funcionamiento de un 

Estado democrático al hacer de la libertad de expresión el instru-

mento esencial de su ejercicio profesional para el control de las ac-

ciones de las autoridades, el balance de poder entre las instituciones 

y la rendición de cuentas. 

La libertad de prensa se refiere entonces a la posibilidad de ejer-

cer la libertad de expresión a través de los medios de comunicación, 

donde los principales actores son los propios medios y las personas 

que ejercen el periodismo, sin importar su afiliación institucional. 

Pero la libertad de expresión no consiste únicamente en reconocer 
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el derecho de los medios de comunicación a expresarse con liber-

tad, es decir de reconocer su libertad de prensa, sino que en un 

régimen democrático tiene que ver también con el derecho de la 

ciudadanía a estar informada de los asuntos de interés y utilidad 

pública. La libertad de prensa en democracia debe servir para la 

construcción de un equilibrio muchas veces difícil entre el derecho 

a expresarse por parte de los medios y los periodistas, y de la ciu-

dadanía a recibir información.

La definición de periodista es un concepto sujeto a controver-

sias, pero existen estándares internacionales que ayudan a preci-

sarlo, así como la propia Ley para la Protección de Personas Defen-

soras de Derechos Humanos y Periodistas vigente en México, que 

en su capítulo 2 los define como:

Las personas físicas, así como los medios de comunicación y difusión 

públicos, comunitarios, privados, independientes, universitarios, expe-

rimentales o de cualquier otra índole, cuyo trabajo consiste en recabar, 

generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar o proveer 

información, a través de cualquier medio de difusión y comunicación 

que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen.

Esta definición, evidentemente, abre el espectro a otras contro-

versias como la clasificación de “blogueros” o redes sociales, pero 

puede servir como punto de partida para enmarcar a personas pro-

fesionales en la prensa y comunicadoras. 

En el contexto mexicano, la democratización y los posteriores 

gobiernos de la alternancia en la Presidencia de la República desde 

el 2000, abrieron espacio para importantes reformas institucionales 

y políticas públicas que prometían mejorar el ejercicio de la libertad 

de expresión y de prensa. Algunas transformaciones que removieron 

restricciones del modelo “oficialista” y de la relación entre el poder y 
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los medios del siglo XX, particularmente de la prensa, ocurrieron 

antes con el proceso de liberalización política de los años ochenta y 

noventa. Pero los mayores cambios institucionales tuvieron lugar en 

el 2000, con la salida del Partido Revolucionario Institucional (Pri), 

tras ocho décadas en el poder. La democratización amplió los terre-

nos de libertad para el ejercicio de la prensa y ofreció reformas para 

abrir el acceso a la información pública, así como su reconocimiento 

como derecho humano. Ello creó además las condiciones para otras 

reformas en telecomunicaciones y de mecanismos para garantizar 

la libertad de expresión.

En contraste con ellos se multiplican estudios de organizaciones 

internacionales, académicas y de la sociedad civil, que reportan obs-

táculos y violaciones al ejercicio de la libertad de expresión, así 

como la percepción de quienes ejercen su profesión, en torno a la 

limitación del ejercicio pleno y libre de este derecho.

En un sistema democrático, corresponde al Estado generar leyes 

y condiciones para el ejercicio de las libertades, y al Poder Ejecutivo, 

el diseño y aplicación de políticas públicas en torno a ello. En las 

últimas tres décadas México ha experimentado importantes trans-

formaciones en relación con la transición democrática, la alternan-

cia política, las reformas estructurales, el reconocimiento de los 

derechos humanos y la apertura de mercados como el de las tele-

comunicaciones.

Sin embargo, también la forma vertical, cerrada y sin suficiente 

rendición de cuentas del poder público, así como la persistencia de 

poderes fácticos, han marcado las condiciones para el ejercicio 

de los derechos y puesto en evidencia su insuficiente protección; en 

el caso de la libertad de expresión implica redoblar esfuerzos para 

establecer límites tanto a la acción del Estado como a los poderes 

informales interesados en restringirla.
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Cabe reconocer, no obstante, que el avance del pluralismo polí-

tico en México difícilmente puede entenderse sin aceptar que los 

medios de comunicación y periodistas han alcanzado mayores te-

rrenos de libertad. Su papel en el proceso de democratización del 

Estado ha sido fundamental; primero, para contribuir a deslegitimar 

el régimen autoritario posrevolucionario del siglo XX, en el que las 

relaciones entre el poder y los medios se caracterizaban por la pe-

netración del primero sobre los segundos en la llamada “prensa ofi-

cialista”. Y segundo, para colocar en el centro de la agenda la de-

manda de elecciones libres y equitativas, lo que abrió la competencia 

por el poder hasta llegar a la alternancia en la presidencia en 2000.

Como consecuencia de la evolución del contexto político, la liber-

tad de expresión y de prensa en la primera década y media del siglo 

XXi, no sólo se ha reconocido como derecho humano fundamental, 

sino también se ha colocado en un lugar prioritario de la agenda 

pública y cobrado una visibilidad que no tuvo en el viejo régimen.

La sociedad civil la ha definido como un valor y condición para 

el ejercicio de otros derechos, como el impulso de políticas públicas 

y transformaciones institucionales para tutelar su vigencia y res-

peto, y la apertura en materia de transparencia y acceso a la infor-

mación pública desde el primer gobierno de la alternancia, lo que se 

tradujo en leyes e instituciones garantes de este derecho hasta 

quedar plasmado en la Constitución en 2015. 

Los cambios en la política pública y marcos institucionales rela-

cionados con la protección de los derechos humanos, han contri-

buido a mejorar el trabajo de los medios y periodistas en torno a la 

vigilancia del poder y la rendición de cuentas, aunque esas funcio-

nes aún tienen asignaturas pendientes.

En efecto, los avances en derechos humanos, transparencia y 

acceso a la información no han logrado asegurar que en México se 
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ejerzan plenamente y en un marco de seguridad, la libertad de ex-

presión y de prensa, pues si bien tanto en su tutela como en su 

ejercicio ha habido cambios positivos, aún influyen viejos y nuevos 

obstáculos que limitan la exigibilidad del derecho.

Así lo ha señalado, por ejemplo, el presidente de la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos, Luis González Pérez en su libro: 

En defensa de periodistas y defensores de derechos humanos en riesgo:

[…] actualmente existen amenazas e intentos por coartar la libertad de 

expresión, circunstancias que han convertido a México en uno de los 

países más peligrosos para el ejercicio del periodismo. Lo anterior ha 

derivado en autocensura, desplazamiento y exilio forzado de periodis-

tas, generando espacios de silencio en el país y vulnerando los princi-

pios fundamentales de una sociedad abierta, plural y democrática; 

asimismo, se puede observar que además de las autoridades en primer 

término, los poderes fácticos, particularmente los relacionados con el 

crimen organizado, se han convertido en censores de los medios y 

comunicadores ante las investigaciones que han venido realizando 

sobre delincuencia organizada y narcotráfico.

Los cambios institucionales de los últimos 17 años han sido un 

factor importante para facilitar el ejercicio de la prensa, porque ge-

neran mejores condiciones para el acceso a la información y expre-

sión libre de las ideas y el periodismo. Sin embargo, aún hay des-

confianza sobre la voluntad y capacidad del Estado para garantizar 

ese derecho, a pesar del nuevo contexto de pluralidad y alternancia.

La falta de confianza puede deberse, por un lado, a la percepción 

de que las reformas han sido insuficientes para limitar el ejercicio 

discrecional y arbitrario del poder estatal del viejo régimen, que 

obstaculiza el rol de medios y comunicadores como piezas clave 

para la vigilancia, investigación y exigencia de rendición de cuentas 
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de la autoridad; y por el otro, a la impresión material de la incapa-

cidad del Estado para garantizar el derecho de todos los medios y 

periodistas del país frente a las amenazas de poderes de facto como 

el crimen organizado, así como para asegurar estas libertades ante el 

poder de las industrias mediáticas y el mercado.

Desde quienes ejercen el periodismo en México, se percibe un 

reconocimiento de la evolución en torno a los derechos humanos, 

pero insuficiente para afirmar que en México existan las garantías 

que exige el funcionamiento adecuado de las libertades como efec-

tivo contrapeso del poder, vigilante de sus acciones e instrumento 

imprescindible para la rendición de cuentas.

Asimismo, la competencia comercial y el desarrollo de un nuevo 

mercado de anunciantes comerciales y políticos son otros factores 

que inciden en el funcionamiento y objetivo de los medios informa-

tivos. Las empresas mediáticas enfrentar con frecuencia la disyun-

tiva de subordinar su compromiso con las libertades de la ciudada-

nía para operar en función de sus ventas y ganancias.

Sin lugar a dudas, el desarrollo institucional que ha resultado de 

los cambios normativos ha sido insuficiente en campos vitales para 

la libertad de expresión y de prensa, como la falta de mecanismos 

de protección a periodistas y los pendientes en la regulación de la 

publicidad oficial, debido a que la materialización institucional aún 

no logra permearse del enfoque de derechos humanos que se re-

quiere para garantizar éstos y otros derechos humanos.

El dErEcho humano a la libErtad dE ExprEsión

La libertad de expresión es un concepto, un derecho humano y un 

componente de la democracia, reconocido en el marco jurídico na-

cional e internacional. A éste se relacionan otros derechos como la 
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libertad de prensa y medios de comunicación, que en el contexto de 

la democracia mexicana se han concebido y ejercido de múltiples 

formas, influidas por la política, los gobiernos y por otros poderes 

fácticos.

Para comprender estos vínculos, es importante recordar que 

toda democracia necesita de un Estado de Derecho para funcionar, 

basado fundamentalmente en la aplicación de una Constitución que 

contiene el conjunto de reglas, principios y derechos reconocidos 

por su ciudadanía.

Aunque en la mayoría de los casos el Estado ha sido histórica-

mente débil en garantizar un Estado constitucional de derecho, 

prevalece la preocupación de continuar construyéndolo porque uno 

de los presupuestos básicos del garantismo es la desconfianza hacia 

todo tipo de poder, público o privado, nacional o internacional, en la 

medida en que no puede confiarse en un advenimiento de “poderes 

buenos” que contrarresten malas prácticas y que de manera “natu-

ral” cumplan con los derechos de la ciudadanía. Por ello los poderes 

deben ser limitados, pues el eje de las libertades, como la de expre-

sión, es que estén sujetos a vínculos jurídicos que los acoten y que 

preserven el resto de los derechos fundamentales.

En México, estas bases del garantismo se han extendido al de-

recho constitucional que subyace a la reforma constitucional de 

2011, y que implica una técnica normativa de tutela de un derecho 

que refleja la necesidad de contar con prerrogativas reales y perso-

nales para hacer efectivos y exigibles los derechos (Ferrajoli, 2006). 

Por esta razón, en el plano normativo, el espacio para regular el 

poder público y garantizar los derechos de la ciudadanía en la historia 

contemporánea ha sido a través de las constituciones. Como se se-

ñaló previamente, es prácticamente imposible encontrar un texto 

constitucional que no inicie desde sus primeros títulos con el recono-
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cimiento de la dignidad de la persona como fundamento del orden 

político y de la paz social. Aunque su enunciación es insuficiente para 

hacerlos realidad en la gobernabilidad y la convivencia social. 

El marco garantista que ha establecido y mantenido el Estado de 

Derecho y que reconoce los llamados derechos fundamentales, ha 

sido rebasado y actualizado con el surgimiento del marco concep-

tual y jurídico de los derechos humanos. En el caso de México, la 

reforma en materia de derechos humanos significó un cambio im-

portante en la manera de entender e interpretar su lugar en marco 

jurídico nacional, en concordancia con el Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos, para hacer que el Estado se apegue, rija y 

transite a un nuevo paradigma que garantice los derechos inaliena-

bles de todas las personas, sin importar característica o condición 

específica alguna, y que limite los poderes públicos para evitar abu-

sos que transgredan o violenten su ejercicio.

Esta última reforma es un reconocimiento de que los derechos 

fundamentales son universales, que se extienden sin distinción por 

todos los rincones del planeta y, por consiguiente, ubican al Estado 

mexicano en un plano de exigencia más allá de sus fronteras. Tal 

diferenciación es muy útil en el plano normativo para deducir su 

carácter inalienable y por supuesto innegociable.

El cambio de paradigma que trajo consigo la reforma constitu-

cional de 2011 es histórico, no sólo porque jurídicamente trans-

formó los procedimientos legales para el acceso a la justicia, sino 

porque el Estado dejó de tener la prerrogativa de reconocer de-

rechos en un sentido de “otorgarlos”, y convertirlos en una obliga-

ción para “reconocerlos”, en el sentido más amplio de la palabra, y 

generar así las condiciones necesarias para su ejercicio.

La perspectiva anterior al nuevo paradigma, la cual para que los 

derechos sean reconocidos en un Estado deben ser primero otorga-
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dos por él mismo, ha sido históricamente un campo propicio para 

mantener en buena medida el abuso del poder, la impunidad, el re-

conocimiento irregular y desigual de las garantías individuales, y bajo 

criterios también irregulares y desiguales para el disfrute de dichas 

garantías.

De esta forma, el Estado ahora está obligado a respetar, proteger, 

promover y garantizar los derechos humanos, y está limitado para 

ejercer el poder por encima de los mismos, como ha ocurrido en la 

historia de México.

El nuevo escenario ha sido fundamental para remarcar los lími-

tes que históricamente los poderes formales e informales han cons-

treñido la libertad de expresión en América Latina y en México, y 

sobre todo para poner a los derechos fuera del alcance de la lógica 

del mercado y de los nuevos “modelos de negocio”, determinantes 

para el ejercicio de la libertad de prensa y la actividad de los perio-

distas que buscan seleccionar y difundir información a la sociedad. 

La universalización de los derechos es un esfuerzo para extender la 

frontera entre la productividad y la ganancia del legítimo derecho 

patrimonial de las empresas periodísticas y medios de comunica-

ción frente al derecho de la ciudadanía a la información.

Tanto en el sistema garantista como en el nuevo marco de los 

derechos humanos, la libertad de expresión ha sido un derecho re-

conocido, pero no lo ha sido de la misma forma todo el tiempo. Su 

alcance y protección se precisan de acuerdo con el tiempo y lugar, es 

decir, tienen una dimensión social que determina su exigibilidad y 

su ejercicio, ya que si bien los derechos humanos hacen referencia a 

la individualidad, aquellos que se poseen sólo por el hecho de existir, 

también tienen una dimensión social como productos culturales.

En términos generales, la libertad de expresión hace posible 

que toda persona piense las ideas, opiniones o percepciones sobre 
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cualquier materia, y las exprese a través de cualquier medio dispo-

nible y en cualquier lugar, atendiendo al respeto de los derechos de 

otras personas, y sin que esa expresión sea motivo de represalias o 

amenazas a los derechos y seguridad de quien lo piensa y expresa.

Lo anterior, si bien es un concepto y un derecho contenido en las 

corrientes de pensamiento heredadas de la Ilustración, su ejercicio en 

todas las etapas históricas ha encontrado obstáculos, amenazas y li-

mitaciones que en casos extremos han llevado a la represión de gru-

pos de población por motivos religiosos o políticos y, por lo tanto, a la 

negación de sus derechos humanos, y que han culminado en algunos 

casos con actos de genocidio y de lesa humanidad.

No obstante, los debates sobre la libertad de expresión se remon-

tan a los tiempos más antiguos, cuando los filósofos griegos y ro-

manos reconocían que, por ejemplo, la peor desgracia que podía su-

ceder a un pueblo es la privación de la libertad de palabra (Darbishire, 

1994).

En este sentido, la libertad de expresión encuentra un punto de 

conflicto histórico presente hasta nuestros días: la censura. En las 

épocas del mayor absolutismo ideológico, marcado en gran parte de 

la historia por un carácter religioso, las ideas se expresaban oral-

mente o por escrito, en concordancia con las reglas establecidas, 

por lo que la censura servía como instrumento de control social 

de la expresión pública de ideas, opiniones o sentimientos, princi-

palmente cuando éstos referían o atacaban a la autoridad del go-

bierno o al orden social y moral que él mismo establecía (Cendejas 

Jáuregui, 2007).

Bajo estas premisas, los momentos de mayor auge de regímenes 

autoritarios o monárquicos están marcados por las más duras im-

posiciones de un modelo sociopolítico y, por lo tanto, de represión 

a las libertades del pensamiento y la expresión.
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Asimismo, el concepto de libertad de expresión que conocemos 

ha sido resultado del pensamiento de la Revolución francesa y el 

comienzo de los regímenes liberales, que suponen como ordenación 

a uno como organización, la transformación del orden político. En 

consecuencia, son muchas las sociedades las que han reconocido el 

carácter fundamental de la libertad de expresión, especialmente en 

instrumentos jurídicos como las constituciones, aunque la censura 

ha estado presente del otro lado de su ejercicio.

En el plano legal y desde las revoluciones del siglo Xviii, la liber-

tad de expresión pasó a formar parte de la discusión sobre los de-

rechos naturales, fundamentales y humanos, al ser el lema de sus 

demandas, por lo cual en las primeras declaraciones y textos revo-

lucionarios la expresión aparece constantemente (Ansuátegui Roig, 

1991), concebidos para ámbitos nacionales como la Declaración de 

Independencia Americana de 1776 y la Declaración de Derechos del 

Hombre y del Ciudadano de 1789, hasta llegar a su inclusión más 

reciente en las declaraciones en materia de derechos humanos que 

obedecen en gran medida a la globalización de los sistemas políticos 

y económicos.

Dentro del marco conceptual de los derechos humanos, la liber-

tad de expresión se instauró en los instrumentos internacionales a 

través de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la 

Organización de las Naciones Unidas, del 10 de diciembre de 1948, 

la cual estableció en su artículo 19 lo siguiente:

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; 

este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, 

el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, 

sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión (onu, 

1948).
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En el continente americano se aprobó, también en 1948, la De-

claración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en el 

marco de la Novena Conferencia Internacional Americana en Bo-

gotá, Colombia, donde los Estados americanos reconocieron que los 

derechos esenciales no nacen del hecho de ser nacional de determi-

nado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la 

persona humana (oea, 1948). Posteriormente, se adoptó en 1969 la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida tam-

bién como Pacto de San José, la cual dispone un amplio sistema de 

garantías para proteger su ejercicio en todos los países de la región. 

En una revisión somera de este marco normativo americano y 

del mexicano se reconoce la importancia de la libertad de expresión, 

información y prensa. La Convención Americana de Derechos Hu-

manos dispone un amplio sistema de garantías para proteger el 

ejercicio de estos derechos para todos los países de la región. Puede 

incluso decirse que el Sistema Interamericano es uno de los más 

amplios y de los menos restrictivos en el mundo para el ejercicio de 

la libertad de expresión.

El Sistema Interamericano está regido, además de las Declara-

ciones Americanas, por otras disposiciones en materia de protec-

ción de la libertad de expresión como parte de los derechos huma-

nos, entre los que se encuentra la Carta Democrática Interamericana.

Otro instrumento específico es la Declaración de Principios 

sobre Libertad de Expresión de 2000, adoptada por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, la cual enmarca 13 princi-

pios y los más relevantes mencionan que dicha libertad es un fun-

damental e inalienable, inherente a todas las personas y un requisito 

para la sociedad democrática, así como el derecho a buscar, recibir 

y difundir información, en los términos del artículo 13 de la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos, por lo que prohíbe la 
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existencia de leyes promonopólicas, de agresiones a personas co-

municadoras, de la censura previa y de impedir que la información 

o las opiniones sean difundidas (oea, 2000).

Como contraparte de la libertad de expresión, se observa en las 

referencias a los instrumentos internacionales que existen disposi-

ciones para que la censura esté prohibida, pero también para que sea 

aplicada bajo determinadas situaciones, como parte de la delimitación 

del derecho a la libertad de expresión. La Convención Americana 

introduce explícitamente la prohibición de la censura previa, salvo 

en casos de espectáculos dirigidos a menores; pero otros ordena-

mientos como el Pacto sobre Derechos Civiles y Políticos o, en otro 

sistema regional, la Convención Europea de Derechos Humanos, no 

incorporan una garantía similar.

Cabe señalar que la libertad de expresión trae como consecuen-

cia la prohibición de toda forma de censura en dos sentidos: no se 

puede censurar a los interlocutores por ser sujetos dotados de la 

posibilidad de participar en los debates, y tampoco se pueden cen-

surar los contenidos posibles de los debates, en tanto son todos te-

mas discutibles en una democracia (Carbonell, 2004). Las situacio-

nes previstas para aplicar medidas de censura o limitantes a la 

libertad de expresión son mencionadas en la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos o la Convención Americana sobre De-

rechos Humanos, y se refieren a los derechos o a la reputación de 

los demás, a la protección de la seguridad nacional, el orden pú-

blico o la salud o la moral públicas, a la protección moral de la in-

fancia y la adolescencia (en caso de espectáculos públicos), y a la 

propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacio-

nal, ra cial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o 

cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo 

de personas. 
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En un intento por regular ese aspecto y establecer criterios es-

pecíficos para su puesta en marcha, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, en su opinión consultiva oC-5/85, explica que 

se entiende que se restringirá una conducta definida legalmente 

como responsable del abuso de la libertad de expresión, aunque no 

puede ser objeto de medidas de control preventivo y por tanto pro-

híbe la censura previa (con las excepciones que contempla el inciso 

4 del artículo 13 de la Convención, referente a espectáculos públi-

cos) aun cuando se trate de un intento por prevenir un abuso oca-

sional de la libertad de expresión. De esta forma, toda medida pre-

ventiva significa el menoscabo de la libertad, e incluso para que 

cualquier responsabilidad se pueda acreditar como válida en caso 

de aplicar lo dicho por el artículo, se deben reunir ciertos requisitos 

como la existencia de causales de responsabilidad previamente es-

tablecidas, la definición expresa de las causales en la ley, la legitimi-

dad de los fines perseguidos al establecerlas, y que estas causales 

de responsabilidad sean necesarias para asegurar los mencionados 

fines (CoidH, 1985).

Los instrumentos jurídicos citados, entre otros, han permitido 

integrar sistemas de protección y promoción en el marco de las 

Naciones Unidas y de la oea. Por una parte, en el Sistema Interame-

ricano se cuenta con una Relatoría Especial para la Libertad de Ex-

presión, establecida en 1997, la cual tiene como mandato general 

realizar actividades de protección y promoción del derecho de las 

libertades de pensamiento y de expresión, así como elaborar decla-

raciones conjuntas con las otras relatorías para la libertad de expre-

sión, incluyendo el Relator de las Naciones Unidas para la Libertad 

de Pensamiento y Expresión.

De igual forma, en el Sistema Universal, la Comisión de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas creada en 1993, la Relatoría Es-
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pecial de la Organización para la Libertad de Opinión y Expresión, 

entre cuyas funciones está definir el contenido preciso del derecho 

a la información, como uno estrechamente ligado al de la libertad de 

expresión e incluso se llega a referir como indistinto.

Ello permite analizarlo desde la perspectiva de los derechos hu-

manos y sus principios de universalidad, interdependencia, indivisi-

bilidad y progresividad.

Primero, la interdependencia e indivisibilidad son principios que 

deben ser observados para el pleno reconocimiento y ejercicio de 

los derechos humanos, los cuales se refieren, respectivamente, a 

que los derechos humanos están vinculados entre sí y que confor-

man una totalidad, por lo que son complementarios e inseparables. 

En este sentido, la libertad de expresión es un derecho humano 

indivisible de otros, en tanto es necesario para el ejercicio y la pro-

tección del resto. Sin ella y sin la posibilidad de acceso a la informa-

ción, no se puede participar en los asuntos de la vida pública, ni se 

puede pronunciar contra las violaciones de los derechos humanos 

y, en su máxima expresión, amenaza el derecho a la vida, ya sea 

cuando se recurre al asesinato contra quienes expresan sus opinio-

nes o cuando la falta de acceso a la información impide el ejercicio 

de otros derechos vitales, como el de la salud.

En cuanto al derecho a la información, éste tiene dos acepciones, 

la primera propiamente dicha como “derecho a la información”, in-

cluida en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos que lo define como una garantía fundamental que toda 

persona posee para recibir información, informar y ser informada; 

mientras que la otra acepción se define como la regulación jurídica 

del acceso de la sociedad a la información de interés público, particu-

larmente a la de los órganos del Estado, lo cual presupone que éste 

tiene la obligación de poner a disposición del público los archivos 
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y datos generados por sus órganos constitutivos, y por ello tam-

bién está referido como derecho de acceso a la información pública 

(Carpizo, 2000, citado en Villanueva, 2006: 23).

En México, desde la Reforma Política de 1977, el artículo 7º cons-

titucional incluyó por primera vez la obligación del Estado de garan-

tizar el acceso a la información pública, que hasta ese momento sólo 

figuraba en la ley como la prerrogativa que tenía la ciudadanía de 

pedir información y a la autoridad decidir si la proporcionaba o no. 

Sin embargo, este derecho se mantuvo sin regulación hasta después 

de la alternancia en la presidencia en el año 2000, cuando el primer 

gobierno de oposición de Vicente Fox promulgó en 2002 la Ley Fe-

deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y se creó 

el órgano que vigile su cumplimiento.

Es común que las disposiciones normativas en los niveles inter-

nacional, regional o nacional sobre la libertad de expresión se vincu-

len con aquellas sobre el derecho a la información, y con otros de-

rechos, lo que reitera lo señalado por el Sistema Interamericano 

sobre la importancia de la libertad de expresión como una condición 

para materializar otras libertades y, en consecuencia, para consoli-

dar la democracia.

libErtad dE ExprEsión y mEdios dE comunicación

La libertad de expresión se debe poder ejercer a través de cualquier 

medio posible. En una democracia, la relación entre los derechos 

humanos relativos a la libertad de expresión y a la información es 

posible, en gran medida, gracias a los medios de comunicación, en 

tanto actores que recolectan, analizan y divulgan la información a 

través de la infraestructura y tecnología disponibles, y de las perso-

nas dedicadas a esas actividades.
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De esta forma, la libertad de expresión se vincula y, en cierta 

medida, se define en función de los medios de comunicación dispo-

nibles. En consecuencia, el desarrollo tecnológico tiene un papel 

central, y los mecanismos de censura pueden estar dirigidos a con-

trolar tales medios.

Otro distintivo es que tienen la capacidad de mediar con la so-

ciedad, que es interventora o canalizadora de los asuntos públicos, 

y que además, las diferentes audiencias receptoras ayudan a inter-

pretar y reconstruir eventos.

Estos eventos y muchas otras situaciones muestran que existe 

una interdependencia entre los medios y la sociedad al reflejar las 

manifestaciones y conductas sociales, así como al ser agentes de 

innovación y cambio para la propia sociedad (Guerrero, 2015).

Con ello se quiere resaltar que tienen un papel central en el de-

sarrollo de un país, debido a que facilitan las comunicaciones y 

difunden información a través de su tecnología disponible. Asimismo, 

los dos rasgos descritos se hacen presentes en los modelos cada vez 

más abiertos de los medios de comunicación, dados los avances 

tecnológicos y la apertura política y social de las últimas décadas.

Un mecanismo creciente para la participación social en la cons-

trucción de lo público ocurre cuando la gente llama desde casa para 

expresar sus opiniones, criticar la actuación de funcionarios, que-

jarse de los servicios públicos o demandar justicia. Estos espacios 

han colocado a la ciudadanía como un nuevo actor social, cuyo 

descontento (sobre todo en relación con las condiciones de vida, el 

desempleo, la falta o deficiencia de los servicios públicos, la insegu-

ridad) lo lleva a una necesidad de expresión y proyección política a 

través de los medios de comunicación.1 Rosalía Winocur también 

1Rosalía Winocur explica que, en la medida en que se fueron abriendo los canales de 

comunicación para la ciudadanía en los medios de comunicación, se produjo toda una política 
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señala que otro mecanismo de intermediación se da cuando los 

medios de comunicación sirven para establecer reglas de conviven-

cia, de competencia política, de gestión de servicios, al grado que se 

vuelven aspectos regulados por ellos mismos. Con este papel, los 

medios hacen posible el ejercicio del derecho a la información al ser 

las fuentes con las que puede contar la ciudadanía, y al mismo 

tiempo son un espacio que da voz a sus intereses, demandas y pro-

puestas, y, finalmente, son tanto un medio como un actor público 

que participa activamente en asuntos públicos.

Como actores públicos, los sistemas de protección de los de-

rechos humanos han reconocido que los periodistas y los medios 

de comunicación son titulares de una serie de derechos que gene-

ran obligaciones para las autoridades, pues la libertad de expresión 

otorga, tanto a directivos de los medios de comunicación como a 

periodistas, el derecho a investigar y difundir por esa vía hechos de 

interés públicos. En una sociedad democrática la prensa tiene derecho 

a informar libremente sobre las actividades estatales y criticar al 

gobierno, al tiempo que la ciudadanía tiene un derecho correlativo 

a ser informada sobre lo que ocurre en la comunidad (CidH, 2016).

La Declaración Conjunta de 2003 de los relatores para la libertad 

de expresión en la Organización de las Naciones Unidas (onu), la 

Organización de los Estados Americanos (oea) y la osCe están cons-

cientes del papel de control que desempeñan los medios de comu-

nicación y de la importancia de un periodismo de investigación ac-

comercial basada en la participación del público. Para la autora, Radio Fórmula es la expresión 

más acabada de esta política comercial, en tanto ha comprado todo modelo de programa que 

sea rentable: desde Opinión pública de Paco Huerta (antes en Radio Educación), hasta Parejas 

disparejas (antes en Monitor de Radio Red), pasando por defensores de ciudadanos, atención 

psiquiátrica y consejos naturistas, cuyos anfitriones se instalan imaginariamente en un lugar 

de todas las casas, pertenecen a todos y a cada uno, y su voz es “poderosa y tranquilizante” 

(Winocur, 2002: 76).
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tivo para la democracia y la sociedad como un todo, así como de que 

las personas trabajadoras de los medios de comunicación que in-

vestigan casos de corrupción o actuaciones indebidas no deben ser 

blanco de acoso judicial u otro tipo de hostigamiento como represa-

lia por su trabajo, y que los propietarios de los medios de comuni-

cación deben brindar el apoyo apropiado a periodistas comprometi-

dos con el periodismo de investigación (CidH, 2016).

De esta forma, el derecho a la libertad de prensa es considerado 

el derecho de la libertad de expresión de los medios, un derecho 

transitivo que no se agota en sí mismo, ni en quienes lo ejercen, sino 

pensado para alguien más, para un tercero, un lector de lo que pre-

sentan los medios. Además, la libertad de prensa consolida una voz 

en el espacio público, y al mismo tiempo busca que esa voz tenga 

un propósito comunicativo para la ciudadanía, a diferencia del de-

recho a la libertad de expresión, que protege la expresión libre de la 

persona. El derecho a la libertad de prensa está pensado también 

para un propósito externo a la propia expresión del medio de comu-

nicación: servir de algún modo al beneficio de la sociedad, ya que 

implica siempre una expresión pública y formas materiales de pro-

ducción, distribución y propiedad (Guerrero, 2015).

Ahora bien, en torno a la labor periodística, hay que precisar que 

si asumimos por “periodista” a toda aquella persona que se ocupa 

de recabar, investigar, analizar y difundir información de interés 

público, independientemente del soporte (oral, textual, gráfico, au-

diovisual) o el medio específico en el que se inscriba su labor (radio, 

televisión, internet, prensa), tendremos una definición bastante am-

plia de la función periodística, y así lo establece la recomendación 

general número 24 “Sobre el ejercicio de la libertad de expresión en 

México”, emitida por la Comisión Nacional de los Derechos Huma-

nos (CndH) el 8 de febrero de 2016.
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Es por ello que la relación entre la libertad de expresión, los 

medios de comunicación y los periodistas es indisoluble, aunque 

evidentemente no tienen el monopolio de ese derecho. 

En los estándares internacionales hay un importante consenso 

acerca de que el concepto de libertad de expresión y de periodistas 

comprende tanto a personas físicas como jurídicas (medios de co-

municación) que de manera habitual o profesionalmente se dedican 

a seleccionar, buscar y transmitir información por cualquier medio, 

lo que incluye a reporteros, editores y en general trabajadores de los 

medios, así como a los que utilizan las redes sociales y la tecnología 

de la información para expresar sus opiniones. Por ello, una vez 

explicada la libertad de prensa como parte de la libertad de expre-

sión y a los sujetos que la ejercen, es tiempo de puntualizar sobre 

la importancia que tienen para la democracia.

El “modElo oficialista” dE la prEnsa En méxico

En las democracias modernas, la vinculación entre los medios de co-

municación y la democracia se explica a partir de la defensa de las 

ideas de libertad de expresión y de prensa (Guerrero, 2015). Por esta 

razón, son considerados como condición de la democracia, lo que sig-

nifica que es prerrequisito necesario (aunque no suficiente) para que 

en determinado país haya un régimen democrático, abierto a la posibi-

lidad de que todas las personas participen en las discusiones públicas.

En cuanto al vínculo entre la libertad de expresión y la libertad 

de prensa, los medios de comunicación y la democracia, cabe seña-

lar que la primera alude al derecho de buscar la información, así 

como la posibilidad de utilizar cualquier medio idóneo para difundir 

el pensamiento propio y llevarlo al conocimiento de los demás (ejer-

cicio periodístico), mientras que la segunda alude al derecho de re-
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cibir información, considerando que en el otro lado hay receptores 

potenciales o actuales que a su vez tienen el derecho de recibirla, lo 

cual concreta la dimensión social de dicho derecho. En la dimensión 

social, la libertad de expresión se convierte en un medio para el in-

tercambio de ideas e información y para la comunicación masiva, 

que incluye el derecho de conocer opiniones y noticias. Esto es 

fundamental para facilitar el ejercicio de la democracia y de la parti-

cipación pública en la toma de decisiones, ya que la ciudadanía no 

puede ejercer derechos como votar de manera efectiva o participar 

en la toma pública de decisiones si no cuenta con un libre acceso a 

las ideas y no puede expresar libremente sus opiniones, por lo que 

no sólo es importante para la dignidad individual, sino para la parti-

cipación, la rendición de cuentas y la democracia (Avendaño, 2014).

La libre expresión cumple con su función informativa con la di-

fusión de noticias, datos, opiniones necesarias, pero también se 

trata de una función crítica, ya que:

Los medios pueden servir de guardián a favor de la ciudadanía y ayudar 

asimismo a la libre crítica en el ejercicio del poder, y a la evaluación del 

desempeño de los políticos y las instituciones, con lo que los medios 

pueden muy buenos aliados de la ciudadanía para proteger sus dere-

chos, proveerla de información y ampliar el debate sobre los temas de 

interés general en el espacio público (Guerrero, 2015: 16).

Por esta razón, los medios de comunicación en democracia de-

ben cumplir con tres funciones para preservar la transparencia en 

el espacio público:

• Ofrecer a los ciudadanos información suficiente para fundamen-

tar sus elecciones, opiniones y decisiones acerca de los asuntos 

públicos.
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• Servir como espacio de debates abiertos de las ideas, sin que 

ninguna posición se pueda imponer a priori a otra sin decantarse 

en el debate.

• Vigilar los abusos cometidos por la autoridad y los actos de 

corrupción, razón por la cual se ha llegado a considerar a los 

medios como un “cuarto poder”, protector de los derechos ciu-

dadanos y componente de los pesos y contrapesos del poder 

(Guerrero, 2015).

Para contextualizar el estado actual de la prensa y su rol en la 

democracia, es necesario revisar el contexto histórico y político en 

que se desarrollaron los medios de comunicación en el antiguo ré-

gimen, caracterizado por la hegemonía de un solo partido, un sis-

tema presidencialista fuerte y el control para ejercer la libertad de 

expresión en el llamado “modelo oficialista”, así como el impacto 

de las transformaciones políticas derivadas de las reformas de la 

apertura y el avance del pluralismo a partir de la década de 1970, el 

proceso de alternancia política hasta llegar a la presidencia y, poste-

riormente, las reformas institucionales y políticas públicas a favor 

de la libertad de expresión.

En el marco jurídico sobre derechos y libertades del país, es 

posible identificar la influencia de las ideas libertarias de la Revolu-

ción francesa y en general de las corrientes de pensamiento que 

han determinado el concepto moderno de libertad de expresión. 

Todas sus constituciones desde el siglo XiX han contemplado este 

derecho, tanto las que promulgaron gobiernos centralistas o federa-

listas, o conservadores o liberales, aunque también desde esa época 

los poderes inauguraron la práctica de limitar tales libertades a tra-

vés de diversos medios como los decretos, así como de censura 
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indirecta de “reglas no escritas” e incluso el uso de la censura di-

recta (Fernández Christlieb, 1986).

El ejercicio de la libertad de expresión en México ha evolucio-

nado en función de los cambios políticos desde su etapa indepen-

diente y el ejercicio del poder en el ámbito público, así como del de-

sarrollo tecnológico de las comunicaciones, aunque la posibilidad 

de garantizar los derechos tampoco es ajena a las condiciones eco-

nómicas nacionales e internacionales.

El rasgo definitorio del poder en México que marcó la relación 

del poder con los medios y la evolución del ejercicio de la libertad de 

expresión es el sistema presidencialista, se mantuvo desde el inicio 

de la vida independiente del país, pero con características particula-

res a partir de la Revolución Mexicana de 1910.

El sistema político presidencialista de México se caracteriza por 

la concentración constitucional del poder en una persona. Desde la 

Constitución de 1917, la Ley Fundamental estructuró un Poder Eje-

cutivo poderoso, y la práctica de su poder lo fortaleció aún más en 

los hechos. Durante el siglo XX se asemejaba a una especie de “pre-

sidencia imperial” ejercida por el partido hegemónico, producto del 

grupo vencedor de la Revolución mexicana. Esa época de gloria 

del autoritarismo mexicano se caracterizó no sólo por las amplias 

facultades legales del presidente para gobernar, sino por hacerlo 

con amplias capacidades “meta-constitucionales” como designar a 

su sucesor, a los integrantes del Poder Judicial o mantener la mayoría 

absoluta de su partido en el Congreso hasta 1997 (Carpizo, 2002: 9).

Los textos sobre el presidencialismo mexicano explican que este 

modelo es semejante al de Estados Unidos, aunque la democracia 

estadounidense tiene un peculiar sistema de sufragio indirecto para 

elegir al presidente. El constitucionalista mexicano Diego Valadés 

afirma que el procedimiento estadounidense ayuda a evitar que el 
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presidente se convierta en un monarca, porque elude las “tentacio-

nes hegemónicas personalistas”.

Una pieza clave del sistema autoritario mexicano del siglo XX ha 

sido la figura presidencial. Además de explicaciones históricas, que 

encuentran sus raíces en el mundo precolombino y la Colonia espa-

ñola, las causas de predominio del presidente en el siglo pasado se 

debieron, según Jorge Carpizo, a lo siguiente:

• Como jefe del partido, controlaba prácticamente la totalidad de 

los cargos de representación a lo largo del siglo XX a través del 

ejercicio del poder, dentro de un modelo corporativo y cliente-

lar que integró a las grandes centrales obreras, campesinas y 

profesionales.

• El debilitamiento del Poder Legislativo, ya que la gran mayoría 

de los legisladores pertenecía al Pri y sus carreras políticas de-

pendían de la voluntad presidencial.

• La integración, en buena parte, de la Corte de elementos po-

líticos que no solían oponerse a los asuntos de interés del 

presidente.

• La influencia de una economía con fuerte presencia estatal.

• La institucionalización del ejército, cuyos jefes dependían del 

presidente.

• La fuerte influencia en la opinión pública a través de los contro-

les y facultades sobre los medios de comunicación. 

De esta forma, el surgimiento oficial y consolidación del Partido 

Nacional Revolucionario (Pnr) en 1929 y sus evoluciones posterio-

res, que lo convirtieron en Pri y que institucionalizaron el cau-

dillismo proveniente de la Revolución mexicana, trajo consigo bajo 

este esquema presidencialista el llamado “modelo de periodismo 
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oficialista”, que dominó las relaciones entre la prensa y el poder 

durante la mayor parte del siglo XX. Algunas de sus características 

perduran hasta la actualidad porque no se desmontó toda la estruc-

tura corporativa del vínculo entre el poder, la prensa y los medios de 

comunicación. En su época de auge, los medios y sus directivos 

estuvieron sujetos a pautas de inserción, similares a las marcadas 

en otros sectores económicos y sociales, lo cual dio paso a una in-

teracción entre el modelo corporativo-clientelar, los medios y la li-

bertad de expresión.

La libertad de prensa en el “modelo oficialista” funcionó como 

amplificador de las preocupaciones e intereses del gobierno o del 

grupo en el poder, y la subordinación a la política oficial no sólo alejó 

a la prensa de su función de cuidar, vigilar y criticar a ese poder, sino 

que también dejó prácticas que persisten en el ejercicio periodístico 

y de los propios medios tras la democratización.

De esta forma, periódicos y medios radioeléctricos privados fue-

ron penetrados por el poder estatal a través de diversos mecanis-

mos de tipo corporativo (representación social organizada, por 

ejemplo, a través de las cámaras empresariales) y clientelares (inter-

cambio constante de apoyos fiscales y económicos a cambio de 

lealtad política), cuando no se trataban directamente de empresas 

públicas.

Algunas características de la forma de operar del periodismo 

oficialista se distinguieron por las siguientes prácticas:

• Vinculación de grupos políticos con dueños y editores de me-

dios, lo que hacía que sirvieran más como intermediarios de 

intereses políticos que como informadores de la sociedad. 

• El Estado mantuvo control mayoritario sobre la distribución del 

papel para imprimir a través de la Productora e Importadora de 
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Papel, S.A. (PiPsa), que al mismo tiempo subsidiaba conveniente-

mente su costo para los medios.

• Reconocimiento y protección oficial de una Unión de Voceado-

res, afiliada al Pri a través de la CtM, que desde 1944 hasta prin-

cipios de los noventa monopolizó la distribución de material 

impreso.

• La información gubernamental estaba centralizada en los depar-

tamentos de Prensa y Publicidad en cada dependencia guberna-

mental. El objeto de estas instancias era dar a conocer las activi-

dades cotidianas y el cumplimiento de programas y resultados 

de cada dependencia, pero en realidad promovían a sus titulares 

y redactaban boletines que insertaban directamente en los me-

dios como “información”.

• También hubo un política de gasto discrecional de la pauta pu-

blicitaria gubernamental que, ante la falta de lectores suficientes 

y de mercados publicitarios robustos, era una fuente de ingreso 

vital para los medios.

• El apoyo oficial a los medios incluía compensaciones salariales 

directas a periodistas y reporteros, conocidas como embute, 

sobre, chayote por parte de dependencias y servidores públicos, 

muchas ocasiones mayores que los sueldos que recibían en sus 

medios (Guerrero, 2011).

El periodismo oficialista se consolidó en el contexto de las ame-

nazas internacionales por la Segunda Guerra Mundial. En el plano 

nacional, en esa época comenzó también una vieja práctica que se 

conserva hasta la fecha, de que candidatos y presidentes adquirie-

ran periódicos o lanzaran nuevas publicaciones para promover sus 

intereses políticos. En ese momento la censura adquirió diversas 

formas que acabaron por institucionalizarse, principalmente a tra-
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vés de mecanismos económicos, políticos, ideológicos y de amena-

zas legales que marcaban la pauta sobre los contenidos e ideas a 

publicarse. Contrario a los más elementales principios del derecho 

a la libertad de expresión del marco jurídico continental, la censura 

se ejercía antes de que existiera el material periodístico, y podía 

cobrar en ocasiones la forma de autocensura (Fernández Christlieb, 

1986).

Sin embargo, este modelo entró en crisis en los años sesenta con 

el surgimiento de protestas de profesionistas y estudiantes, como el 

movimiento de 1968, que fue sojuzgada por la represión violenta del 

régimen. Además, el modelo de desarrollo “Estado central” que ha-

bía permitido el “milagro económico” mexicano de la posguerra 

mundial, comenzó a mostrar síntomas de agotamiento con tasas de 

crecimiento declinantes. Las fuentes del poder del Estado mexicano 

empezaron a debilitarse, aunque se han mantenido, incluso hasta la 

actualidad, formas autoritarias de ejercer el poder, sin construir 

nuevas acciones de legitimidad democrática en el respeto y la apli-

cación de la ley.

Otra característica propia de la censura de esa época es que a 

los nuevos medios se les permitía operar, en la medida en que estu-

vieron vinculados con los centros de decisión del país, es decir, un 

periódico era el centro de los mecanismos de censura. Asimismo, 

surgieron medidas de control para editores, y la imposición de re-

quisitos como un certificado de licitud, previo dictamen de una co-

misión calificadora de publicaciones o un permiso para la importa-

ción de maquinaria y artículos editoriales, así como un organismo 

estatal para producir e importar papel para periódico, un departa-

mento dedicado a validar la información de cada dependencia estatal 

y una franquicia postal para la distribución de diarios y revistas. Estos 

últimos tres fueron expedidos en la corporativización de Plutarco 
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Elías Calles y antes de que iniciara el proceso de industrialización 

de los años cuarenta (Fernández Christlieb, 1986).

Este modelo se consolidó cuando pasó a formar parte de las 

relaciones efectivas entre el gremio, los directivos de los medios y 

el poder; cuando prácticas y reglas no escritas se convirtieron en 

formas de comportamiento y pautas de conducta en una especie de 

“segunda naturaleza” de la manera de actuar, o de resolver los pro-

blemas cotidianos más allá de principios y valores éticos de la profe-

sión. En su origen respondió, como ocurrió en otras áreas económi-

cas, del papel del Estado como el factor decisivo para el surgimiento 

de los medios y por la falta de un mercado fuerte de anunciantes 

que les permitiera sobrevivir sin depender de la subvención pública.

Lo anterior se tradujo en lo que Miguel Ángel Granados Chapa 

(1981) definió como “censura ambiental”, que implicaba el conoci-

miento de los periodistas y medios de los límites que no podían 

transgredir al publicar noticias e informaciones, o de las fronteras del 

cuestionamiento, la crítica y el debate, respecto del poder público y 

los grupos de poder que aseguraban el negocio y su sobrevivencia. 

La mayoría de las veces, esta forma de autocontrol respondía al in-

terés por el sistema de intercambio y prebendas con el poder, más 

que al temor a la sanción.

La aceptación de compensaciones, el uso de espacios informati-

vos con fines políticos o la reproducción acrítica de declaraciones, 

pasó a ser práctica cotidiana y su uso las “normalizó” dentro del 

oficio. Su recurrencia tuvo, sin embargo, graves consecuencias para 

el desarrollo profesional de los periodistas, su prestigio social y la 

credibilidad de comunicadores y medios.

Dado que este esquema de periodismo oficialista y sus censuras 

estaban sujetos a la hegemonía de un partido político que albergaba 

el caudillismo de la Revolución mexicana, comenzó a debilitarse en 
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la medida en que en el ámbito político electoral se experimentaban 

cambios hacia la apertura de la pluralidad política.

La evolución de la libertad de prensa ha estado ligada a la trans-

formación de las estructuras políticas y al avance del poder compar-

tido desde la década de los sesenta. Su camino ha sido paralelo. La 

transformación del régimen ha sido un proceso muy largo que 

puede rastrearse hasta el bienio 1962-1963 cuando surgió el Frente 

Electoral del Pueblo, donde actuaban el Partido Comunista y otras 

fuerzas de izquierda, y el Movimiento de Liberación Nacional (Mln), 

originalmente apoyado por el presidente Lázaro Cárdenas. Éstos 

exigían, entre otras cosas, que desaparecieran las limitaciones para 

el registro de nuevos partidos, y que se promulgara una nueva ley 

electoral que garantizara el respeto al sufragio, así como sistemas 

electorales de representación proporcional (Lujambio, 2000).

La presión desde entonces poco a poco mermó el orden político 

posrevolucionario que mantenía a un solo partido en el poder polí-

tico de México para dar paso gradualmente a la pluralidad y la com-

petencia política. Diversos factores incidieron en ello, desde la ac-

ción y demandas de nuevos grupos sociales, hasta la negociación y 

el arribo a acuerdos de reformas institucionales entre las oposicio-

nes y el régimen. Pero en cualquier caso, el cambio en México no 

fue consecuencia de un colapso institucional, sino de un conjunto 

de reformas graduales, lo que hace difícil identificar un momento 

preciso de ruptura con el orden anterior. Por el contrario, institucio-

nes y prácticas del viejo orden permanecieron o se adaptaron al 

nuevo contexto democrático. 

La literatura sobre los medios de comunicación y la censura en 

el viejo régimen es basta. Existen diversas de investigaciones nacio-

nales e informes de organizaciones sociales e internacionales que 

muestren las condiciones restrictivas de la libertad de expresión 
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que entonces imperaron. La Asociación Mundial de Periódicos y 

Editores de Noticias (wan-ifra et al., 2014) resume esas condiciones 

en tiempos de los gobiernos del Pri en el siguiente texto:

La censura en los medios de comunicación de México no es un fenó-

meno nuevo. Hasta el año 2000, durante las siete décadas de gobierno 

del Partido Revolucionario Institucional (Pri), México no tuvo una 

prensa libre. Los medios de comunicación existían bajo la sombra del 

patrocinio estatal y la censura. El Pri controlaba el contenido de los 

medios a través de diversos mecanismos: los propietarios de medios 

de comunicación eran simpatizantes del partido, el gobierno otorgaba 

publicidad oficial y ventajas económicas a los medios amigos; algunos 

periodistas fueron añadidos a las nóminas oficiales del gobierno y re-

cibían los sobornos llamados “chayote”. Las “gacetillas” —contenido 

pagado disfrazado de noticias— eran fácilmente compradas por cual-

quiera que estuviese dispuesto a pagar el precio. El gobierno poseía el 

único proveedor de papel periódico y controlaba el sistema de distribu-

ción de periódicos del país a través de los sindicatos afiliados al Pri. 

Como dijo célebremente José López Portillo, expresidente de México 

(1970-1976) acerca de los medios en México: “No les pago para que me 

peguen” (wan-ifra et al., 2014:5).

Al iniciar la década de 1990, factores como la apertura política, 

la liberalización del mercado, la crisis económica y el estancamiento 

del régimen priista ayudaron a relajar el control estatal sobre los 

medios de comunicación. Se terminó el monopolio del Estado sobre 

el papel periódico, el gobierno dejó de pagar a los periodistas para 

que viajaran con el presidente a nivel internacional, e introdujo nue-

vas reglas para la asignación del presupuesto público a los medios 

y para las relaciones públicas, que debían probar su eficiencia y no 

repetir el esquema anterior.
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La apertura política se ha acompañado de un largo debate sobre 

el significado y alcance de la transición democrática. Para algunos, 

la democratización consistió en el proceso de reformas instituciona-

les y legales, que abrieron paso a la pluralidad y la competencia 

política para dar lugar a la alternancia en todos los cargos de repre-

sentación popular. Otros consideran limitada esta tesis, porque el 

principal problema de la democracia mexicana es que se restringió 

a crear pactos y reglas para organizar elecciones libres y equitativas, 

pero sin desmontar las relaciones corporativas y clientelares del 

viejo régimen, ni acotar el ejercicio del poder público del sistema 

presidencial en el Estado de Derecho.

La pluralidad y la competencia política abrieron nuevos terrenos 

de libertad para los medios de comunicación, pero no aseguran en 

automático mayor participación, transparencia y rendición de cuen-

tas. Tampoco han logrado modernizar las relaciones “informales”, 

opacas y discrecionales que prevalecen entre poderes y medios, 

particularmente en el interior del país.

El punto más importante de la alternancia fue la llegada de Vi-

cente Fox y el Pan a la presidencia en 2000, lo que consolidó el nuevo 

esquema de gobiernos compartidos, y dio lugar a dos cuestiones: 

permitió el surgimiento de la “partidocracia”, es decir, un nuevo 

acuerdo entre partidos para la distribución y rotación del poder que 

se materializó en el control de las instituciones electorales y del fi-

nanciamiento público. En segundo lugar, la figura de concentración 

de poder de la presidencia, que se reprodujo y multiplicó en los 

gobiernos de los estados, en un esquema de poderes sin contrape-

sos, en el que los gobernadores controlan a los otros poderes y ór-

ganos autónomos (Valdés, 2016).

Esto último responde más a la lógica de los presidencialismos, 

nacional y locales, que implican la personalización del poder y la 
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patrimonialización de su desempeño, razón por la cual, hasta la fe-

cha, la lucha electoral se da entre personalismos y no entre proyec-

tos políticos. El hecho de que el presidencialismo mexicano concen-

tra constitucionalmente el poder en una persona, ha dificultado que 

los cambios que favorecen la democracia electoral mexicana se 

traduzcan en el ejercicio de derechos humanos, como la libertad de 

expresión y la libertad de prensa, aun cuando hay que reconocer el 

avance en torno a los cambios institucionales y políticas públicas a 

favor de tales condiciones.

Para algunos autores, el año clave del cambio político en México 

fue 1988, cuando se denunció un fraude en la elección presidencial 

por parte de la oposición, y más importante aún, el presidente fue 

elegido con el respaldo más bajo de la época posrevolucionaria y 

casi pierde la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados. Antes 

de esto había comenzado ya la alternancia en el ámbito local, aun-

que su impacto real en la distribución del poder era poco percepti-

ble: en el sexenio de 1962 a 1968 el Pan contaba con 19 elecciones 

municipales ganadas y reconocidas, y dos capitales estatales en 

1967, Hermosillo y Mérida, como resultado de la reforma electoral 

de 1962.

Asimismo, después de la reforma de 1977, el Partido Comunista 

Mexicano ganó en un municipio las elecciones de 1979, y la oposi-

ción logró 135 victorias municipales en 1987 (Lujambio, 2000).

En efecto, la pluralidad que iba emergiendo en la arena electoral 

encontró un momento histórico nacional en el proceso electoral 

federal de 1988 que, debido a las irregularidades, prácticas frau-

dulentas y abuso, produjo un gobierno cuya legitimidad fue cues-

tionada, e hizo atravesar al país por una crisis política, sin que nin-

guna fuerza de oposición dejara las vías institucionales, en la medida 

en que en las instituciones se tenía suficiente poder de negocia-
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ción para influir efectivamente en el rediseño de la normatividad 

política.

De esta forma, la transición democrática mexicana no se carac-

terizó por la desaparición de la fuerza política hegemónica o su ex-

clusión de la dinámica democrática, sino por el paso del poder mo-

nopólico al poder compartido. En ese sentido, la democratización se 

produjo por presión social y una apertura controlada para negociar 

reformas electorales que permitieron la representación política y la 

competencia real por el poder.

El cambio supuso dejar un régimen político de partido casi único, 

cuya estabilidad descansaba en un pacto corporativo, a otro sistema 

de partidos fuerte, en el que el consenso y la opinión pública son 

importantes para la aceptación de las políticas gubernamentales, 

y para que un partido conserve o pierda espacios de poder. Pero tam-

bién las prácticas de control en lo político se basaban en la inclu-

sión de las oposiciones al mundo del poder y de lo oficial, es decir, en 

mantener en el mismo sistema a la diversidad de actores que podrían 

representar una confrontación o, peor aún, una pérdida del poder, y 

el ámbito de la libertad de expresión no fue la excepción de estas 

prácticas.

A pesar de ese panorama, un importante cambio en materia de 

derechos es el que coincidió con la reforma política de 1977, en la 

cual no sólo se transformaron las reglas para permitir la participa-

ción de más partidos políticos en las elecciones, sino que se incluyó 

por primera vez la obligación del Estado de garantizar el acceso a la 

información pública, en los artículos 6º y 7º de la Constitución. Sin 

embargo, esta garantía se mantuvo sin regulación hasta después de 

la alternancia en el gobierno federal en 2000.

A pesar de la constitucionalidad del derecho a la libertad de ex-

presión, en la práctica nunca fue un obstáculo para que los regíme-
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sido garantía suficiente para salvaguardar la libertad de expresión y 

evitar la autocensura, y el posterior ejercicio periodístico sin atavis-

mos. Como sucedió con la transición democrática, o justamente 

porque la libertad de prensa forma parte de ese trayecto, fue resul-

tado de un largo proceso político y social en el que los actores prin-

cipales han sido los mismos periodistas, e incluso ha generado otros 

entornos preocupantes relacionados con la transgresión de otros de-

rechos (Levario, 2002).

Los obstáculos a la libertad de expresión, de prensa y el desarro-

llo político en México no sólo han sido resultado tangencial del de-

sarrollo político, tecnológico e incluso económico, sino que forman 

parte de las estrategias por mantener el poder y el control de los 

cambios, aun cuando sus consecuencias no hayan sido previstas.

Vale la pena analizar las características de la relación entre los 

medios de comunicación con el poder político y gubernamental, así 

como los cambios institucionales que trajeron consigo las transfor-

maciones políticas, y permitieron el avance del pluralismo y la 

competencia.
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La relación del Estado y los medios —al igual que ocurrió con otros 

actores—, se transformó por el paso del régimen del pacto corpora-

tivo y de partido casi único, a otro sistema plural, basado cada vez 

más en el consenso y la aprobación de la opinión pública, aunque 

conservó algunas pautas y “reglas no escritas” de colaboración. Ese 

proceso implicó un desplazamiento del esquema de concentración 

del poder del gobierno autoritario a otro de poder compartido entre 

tres grandes fuerzas y de su fragmentación en los gobiernos de los 

estados, así como del surgimiento de actores y nuevas fuentes de 

poder con capacidad para influir en el curso de los acontecimientos, 

como la propia industria mediática.

En el nuevo contexto de democracia, los medios están llama-

dos a funcionar como contrapeso de los poderes y vigilar las ac-

ciones de los gobiernos. Sin embargo, el cumplimiento de estas 

funciones depende de la forma en que el Estado ejerce el poder y 

su capacidad para regular, así como del peso específico de los me-

dios en el sistema político y de su vínculo con la sociedad.

El nuevo papel de la opinión pública como fuente de poder creó 

condiciones para llevar a los medios hasta un lugar central de la 

trasformación del sistema: como arena privilegiada del debate, espa-

cio para la construcción de consensos y escenario de la competencia 
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por el poder político. La democratización del régimen abrió el ca-

mino para cambiar la relación de subordinación mutuamente venta-

josa que mantenían con el Estado a cambio de protección, beneficios 

y prebendas. Pero este proceso de mayor autonomía trajo consigo 

una constante tensión interna y externa por la pugna de derechos 

entre el negocio y su responsabilidad social. En particular, los me-

dios audiovisuales estuvieron sujetos a un conflicto permanente 

entre la defensa de sus legítimos derechos patrimoniales y el com-

promiso con la libertad de expresión, lo que se agudizó a medida 

que aumentó el reclamo de acceso a la información y espacios de 

los nuevos actores políticos y de la ciudadanía, como consecuencia 

del proceso de democratización.

La cercanía de la mayoría de los medios con el viejo régimen les 

restó capacidad para definir la agenda y contribuir a la democratiza-

ción. Sin embargo, hubo excepciones en la prensa escrita y las re-

vistas, así como en algunas estaciones de radio después de los sis-

mos de 1985. No obstante el impacto de ello para la perdurabilidad 

del régimen, esa limitación de la transición mexicana resultó eficaz 

para la conducción de una apertura política controlada y que se de-

sarrolló de forma muy lenta en el tiempo.

Pero sobre todo, la pausada liberación del control gubernamental 

tuvo consecuencias, como la demora en la construcción de contra-

pesos al poder público o las mayores dificultades para el surgi-

miento de una sociedad civil con fuerza para disputar la agenda de 

transición. Los propios medios encontraron también pocos contra-

pesos en el nuevo sistema abierto y plural cuando se relajaron los 

controles sobre ellos.

La industria mediática audiovisual se originó en la promisión del 

Estado de dicha industria a través de un régimen de concesiones 

gubernamentales para el uso de las frecuencias de radio y televi-
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sión, que administraba la Presidencia de la República con criterios 

políticos discrecionales. Se desarrolló con unas reglas de juego que 

generaban incertidumbre jurídica a los propietarios, a los que fácil-

mente se podía revocar la concesión si desafiaban a la autoridad. El 

marco jurídico de los medios audiovisuales aseguró al Estado meca-

nismos de control, que se mantuvieron vigentes más de una década 

después de que el Pri perdiera el poder en 2000. La oposición con-

servadora que ganó la alternancia ese año, tampoco estuvo dema-

siado interesada en buscar una mejor armonización de ambos dere-

chos en una reforma al marco legal. La Ley de Radio y Televisión 

permaneció casi intacta más de medio siglo hasta 2013, mientras 

que la Ley de Imprenta se remonta prácticamente a la que promulgó 

Venustiano Carranza en el Constituyente de 1917.

Conservar mecanismos jurídicos para intervenir en los medios 

y la incapacidad para armonizar derechos en pugna tras la alternan-

cia, son dos factores que favorecieron prácticas y establecieron di-

námicas en la relación entre el Estado y los medios. También inci-

dieron en la interacción de estos últimos con los partidos políticos y 

la ciudadanía, aunque la radio se abrió antes que la televisión a la 

pluralidad, y en algunos casos, tuvo un rol de agente de cambio a 

partir de los sismos de 1985, que dejaron miles de damnificados en 

la capital del país y se convirtieron en símbolo de la emergencia de la 

sociedad civil.

En la transición democrática, particularmente la televisión fue a 

la zaga de las reivindicaciones, en particular de la libertad de expre-

sión, por adecuarse al ritmo de la apertura que marcaban los refor-

madores del régimen. Es famosa la declaración de Emilio Azcárraga 

(Televisa) autodenominándose “soldado del Pri” para ilustrar la co-

lusión de la principal televisora del país con el poder, pero también 
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para dar testimonio del temor al régimen, por su capacidad de san-

ción a través del retiro de concesiones.

En el contexto de esas implicaciones en la relación con el régi-

men, la oposición llegó a señalar en varios momentos a los medios 

como obstáculos de la democratización, hasta que acabaron abriendo 

sus espacios a ella y a los críticos, lo cual afectó la construcción de 

vínculos entre los medios y los nuevos actores que emergieron en 

la democratización: los partidos y la ciudadanía. Aunque sólo para 

abrir un periodo de reconocimiento y de aprendizaje mutuo que los 

acercaría a medida que se aproximaban al poder.

La democratización llevó el péndulo del poder al terreno de los 

medios, aunque sus aportaciones a la libertad de expresión y de 

información fueron intermitentes y ambiguas. No obstante, el acceso 

de los partidos y de la pluralidad política a los medios en la década de 

los noventa resultó decisivo para el avance final de la transición pací-

fica en la presidencia en 2000.

Además, en esa década se intensificó la tendencia a la concen-

tración en la industria de medios. Como producto de la transforma-

ción tecnológica en una industria de uso intensivo de capital, algu-

nos de los antiguos y nuevos medios audiovisuales se convirtieron 

en grandes empresas multimedia. La mayoría de los principales 

accionistas de la industria mediática lograron conservar sus empre-

sas en el cambio. En el proceso surgieron también nuevos empresa-

rios, pero son pocos los que han tenido una historia de defensa de 

las libertades. La ciudadanía vio emerger de la transición a estas 

empresas como nuevos poderes que estaban fuera de su alcance, 

pero que tenían influencia en su vida y en los acontecimientos del país.

Los medios están entre los actores que más ganaron con la tran-

sición y menores costos pagaron en el cambio. Pero el enorme poder 

de influencia que les dio la diversidad política, los ubicó también en 
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el centro de la confrontación por el poder público. Tras la alternancia 

en 2000, la clase política les reclamaba su creciente capacidad de 

desafiar al mundo de la política y jugar con sus trayectorias públicas, 

al punto de pensar que de profundizarse su capacidad de influencia 

como poderes de facto sobre el sistema político, podían convertirse en 

un obstáculo para la consolidación democrática.

Los medios son imprescindibles para el funcionamiento de un 

sistema basado en la competencia y el consenso en el mundo po-

lítico, pero llegaron a considerar que su poder había crecido tanto 

que podrían llegar a ocupar la variable independiente para explicar 

las características del sistema.

Más allá de las polémicas teóricas sobre la transición, el avance 

de la pluralidad es irrefutable. Sin embargo, la transición se hizo sin 

que el debate público incluyera agendas y temas diferentes a las 

prioridades de los partidos, que desde abajo presionaron en muchos 

casos por la apertura del régimen, pero concentraron sus preocu-

paciones en construir reglas para distribuir el poder y una autoridad 

electoral independiente como condición para derrocar al Pri. El cam-

bio se realizó con el acompañamiento de una opinión pública poco 

robusta, lo que representó una de las mayores limitaciones para 

tener visiones compartidas, expectativas y consenso político res-

pecto a las características del nuevo régimen, más allá de la reivindi-

cación de elecciones libres y equitativas. La reducción de temas y la 

concentración de la agenda en la competencia electoral limitaron 

la discusión colectiva, las definiciones políticas del rumbo y objetivos 

de la transición. La negociación cupular y los pactos entre las élites 

políticas y económicas pusieron en evidencia la debilidad del espa-

cio público para racionalizar al poder, más allá de asegurar la trans-

misión pacífica entre los partidos, dejando sin cambios viejas estruc-

turas corporativas-clientelares del antiguo régimen, y sobre todo sin 
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colocar en la agenda la construcción de un Estado de Derecho 

democrático que acotara el ejercicio del poder en todos los niveles 

de gobierno, del funcionamiento del federalismo o del aparato de 

justicia.

Los acuerdos se redujeron básicamente a los partidos, y sus 

agendas se restringieron en torno al respeto al voto. Este universo 

de “pocos” y este consenso de “mínimos” si bien garantizó la com-

petencia, resultó limitado a la hora de establecer otras definiciones 

como las reformas al Estado para dar viabilidad a la democracia, 

un compromiso por la justicia o la legalidad, y para desmontar el 

pacto corporativo que se mantuvo vigente tras la alternancia en la 

presidencia. Estos temas apenas fueron visibles en la agenda pú-

blica de la transición. En la democratización faltó mayor contra-

peso de la opinión pública para incluir en la discusión a otros ac-

tores y proyectar temas que contribuyeran a elevar la legitimidad 

al cambio.

Desde la sociedad civil, algunos sectores y los empresarios, por 

ejemplo los agrupados en la Coparmex, se sumaron a la deslegiti-

mación del régimen autoritario y otros, particularmente entre la iP, 

promovieron la alternancia porque el viejo régimen había dejado de 

ser garantía y declinaba el viejo modelo del “desarrollo estabiliza-

dor”. Pero fueron muy escasos los cuestionamientos desde este 

sector, que sobre todo coincidía con el régimen en impulsar la aper-

tura política como correlato del nuevo paradigma del modelo expor-

tador, estabilización macroeconómica, reducción del aparato estatal 

y retiro de la actividad económica de las empresas públicas.

Por su parte, los medios de comunicación carecían de la sufi-

ciente autonomía y su lejanía con los ciudadanos se convirtió en 

otro obstáculo para la discusión pública y la crítica sobre la forma 

de ejercer el poder político. Las reformas democratizadoras desde 
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arriba, y sin el contrapeso de una opinión pública fuerte, limitaron 

la agenda del cambio al interés cupular, lo que redujo los alcances 

de las transformaciones.

Los reformadores del régimen compartieron la preocupación, 

dedicaron esfuerzos y recursos a la formación de un sistema de 

partidos, que empezaba a surgir cuando inició la apertura contro-

lada del sistema. Con la reforma política de 1978 se impulsaron 

cambios constitucionales para abrir el financiamiento público a los 

partidos y el acceso a los medios de comunicación, como parte de 

la obligación del Estado de garantizar el derecho a la información y, 

sobre todo, de responder a la exigencia de equidad o emparejar el 

piso en la contienda política. Si bien este derecho incluyó la apertura 

de espacios en radio y tv a los partidos, que paulatinamente fueron 

ocupando, no se acompañó de la revisión de las relaciones entre el 

Estado y los medios, ni se produjeron reformas al marco legal para 

asegurar su autonomía para el correcto funcionamiento de la liber-

tad de expresión, y la construcción de un espacio público desvincu-

lado del poder gubernamental.

Durante la democratización, el control político y la incertidumbre 

jurídica del régimen de concesiones de medios recortaron el ejer-

cicio de la libertad de expresión en la prensa y sobre todo en los 

audiovisuales. Ello repercutió en el debate público y la construcción 

de consensos sobre el rumbo de los cambios, así como en la valo-

ración de las normas y la confianza por parte de la ciudadana. En el 

espacio público estuvieron ausentes los argumentos, que legitima-

ran la acción del gobierno, más allá de los acuerdos electorales con 

la oposición.

En el viejo sistema autoritario, los medios radioeléctricos conti-

nuaron operando entre la protección de la propiedad privada y el ejer-

cicio de la libertad de expresión, dentro de un esquema de control 



90 • José Buendía Hegewisch

mutuamente ventajoso entre ellos y el gobierno de turno. Esta limi-

tación llevó a formas de relación con el poder que les impidió fun-

cionar como agentes de cambio, y desempeñar un nuevo papel en 

democracia. El autoritarismo y su cercanía con el pacto corpora-

tivo del viejo régimen también generaron prácticas que perduran 

hasta ahora y dificultan cumplir con la función esencial de contra-

peso y supervisión de los actos del gobierno.

El resultado de esa herencia fue que la agenda de la transición 

se concentró en las prioridades de los partidos, fundamentalmente 

interesados en abrir la representación y competir por el poder en 

condiciones de mayor equidad. Las fuerzas políticas establecieron la 

agenda y los medios abrieron sus espacios a medida que se relajó 

la amenaza de sanción y de que descubrieron que la pluralidad po-

lítica podía ser rentable. Como otros poderes económicos, entendie-

ron que la apertura democrática era necesaria para recuperar la 

estabilidad y la confianza que el régimen ya no podía garantizar en 

un país complejo y plural. Se sumaron a una apertura controlada, 

aunque luego resultaron decisivos para la alternancia en 2000, mucho 

más allá de lo que los reformadores del régimen hubieran previsto. 

El acceso a los medios permitió a los partidos construir una voz para 

decir a la opinión pública qué debía pensar para lograr el cambio, y 

en su momento, impulsarlos como la respuesta a todos los proble-

mas del país. Los medios terminaron por proyectar esas expectati-

vas, pero sin colocar otros temas ni fortalecer suficientemente el 

debate público, más allá de las prioridades de los actores y fuerzas 

políticas.

Una de las consecuencias de la debilidad de la opinión pública 

fue que la expectativa del cambio se concentró en la salida del Pri de 

Los Pinos y se sobredimensionó su poder curativo de todos los 
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males. También que la legitimidad del cambio se construyó alrede-

dor de ese mito.

La precariedad de la discusión pública facilitó a los partidos sim-

plificar el discurso y la narrativa del cambio. Sobre todo, hizo que la 

alternancia se produjera en un marco de bajo nivel de crítica y exi-

gencia de la ciudadanía, que en general permaneció al margen del 

debate público. Su principal demanda, desde el levantamiento zapa-

tista y el asesinato de Colosio (1994), había sido la paz y un cambio 

sin violencia. Esos son los dos asuntos que le preocupaban y que el 

gobierno y los partidos pusieron atención de cuidar. Incluso el te-

mor a la violencia sirvió para contener las tendencias rupturistas e 

involucionistas del propio régimen.

Los partidos no fueron los únicos actores que buscaron adap-

tarse al nuevo contexto democrático. Los medios terminaron por 

participar en los acuerdos cupulares de los partidos y de las élites 

económica y política a favor de la alternancia, pero su falta de histo-

ria en el ejercicio de las libertades les impidió contribuir a definir el 

rumbo para la modernización del país, como ocurrió en otras ex-

periencias de transición; tampoco lograron construir el debate pú-

blico para ampliar temas y consensos, lo que ocurrió también con 

los actores de la negociación.

Con el gobierno de Vicente Fox, los medios comenzaron a ejer-

cer la libertad de expresión sin mayores cortapisas. La salida del Pri 

de Los Pinos había implicado una fragmentación del poder entre los 

partidos y los gobiernos de los estados. Al mismo tiempo, el nuevo 

gobierno impulsó la transformación del ejercicio poder político con 

apoyo de una mayor publicidad de los actos de la autoridad y de 

leyes de transparencia y acceso a la información pública. En ese 

contexto, emergió con mayor fuerza la opinión pública como actor 

relevante para la construcción de consensos y aprobación pública a 
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las políticas y acciones del gobierno. La expansión del debate público 

se tradujo en mayor deslegitimación de las prácticas autoritarias 

sobre la forma de ejercer el poder que prevalecieron tras la alternan-

cia, y de mayor exigencia de rendición de cuentas y transparencia 

de la autoridad. Los medios comenzaron a funcionar como contra-

peso del poder público, aunque muchos de ellos se centraron en 

intereses y negocios lejanos al acceso a la información pública y la 

responsabilidad social con la ciudadanía.

El relajamiento de los controles sobre los medios y la mayor li-

bertad de expresión en el gobierno de Vicente Fox, hicieron emerger 

la vieja separación de la industria mediática con la sociedad. Al 

mismo tiempo, la alternancia profundizó la diferenciación entre la 

sociedad civil y el Estado, al tiempo que se fortaleció el régimen de 

partidos. Surgió entonces un espacio público más moderno, con 

mayor cuestionamiento al Estado y una crítica moral o ética a la 

política. La crítica de la naciente sociedad civil impugnaba el autori-

tarismo, y el principio absolutista como el poder se identificó con lo 

público y la hegemonía que había mantenido sobre el interés gene-

ral de la sociedad. El avance de la pluralidad y el reclamo de acceso 

a las decisiones colectivas y la rendición de cuentas, creó las condi-

ciones para potenciar el debate público.

Pero los medios se vieron atrapados también en la vieja tensión 

entre privilegiar su naturaleza de servicio público y, de nueva cuenta, 

la vinculación con los centros de poder para asegurar su sobrevi-

vencia a través de la publicidad oficial y política. Tampoco el régimen 

de concesiones había sido modificado y persistían mecanismos de 

control sobre sus intereses patrimoniales, pero sobre todo la demo-

cratización había creado un nuevo mercado político de anunciantes 

y de propaganda política, ahora distribuido entre un mayor número 

de partidos políticos. La competencia política los llevó a utilizar la 
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nueva fuerza de la opinión pública para influir en los acontecimien-

tos y expandir sus rentas, incluso se aceleró la conformación de 

grandes conglomerados multimedia con intereses en otras ramas 

económicas. Esta transformación se convirtió en un obstáculo para 

el debate público y una esfera pública abierta a la sociedad para que 

pudiera participar en el cambio político, que seguía monopolizada 

por el Estado y los partidos.

Una experiencia importante para el desarrollo del debate público 

fue el proceso de desafuero de López Obrador y la campaña presi-

dencial de 2006, tanto la publicada como la pública que polarizó a la 

sociedad y a la opinión. El contraste de posturas a favor y en contra 

de López Obrador resultó en un auténtico ejercicio de formación de 

la opinión pública. Pero el cuestionamiento del Estado y de la política 

terminaron en un enfrentamiento con la legalidad y la primera gran 

crisis de la democracia en el proceso electoral de 2006. Paradójica-

mente, los medios no impulsaron esa crítica, sino que formaron 

parte del creciente rechazo a la concentración de poder en ellos y en 

los partidos. López Obrador los señaló, dentro de la coalición de 

intereses que le habría hecho fraude, como parte de un complot en 

su contra. Si bien el discurso moral es un recurso de los excluidos 

de las decisiones públicas, cuando este lenguaje se convierte en 

política de comunicación pública suele dejar de reconocer las dife-

rencias, o arrasa con ellas. El debate en el espacio público fue recor-

tado por la polarización política y la crítica en “clave moral” confinó el 

juicio a la hipocresía o a la impotencia. Los medios quedaron atrapa-

dos en esa dinámica y concentraron los reclamos por la crisis político-

electoral, aunque también desde cuestionamientos morales que los 

señalaron como parte del complot para evitar el triunfo de López 

Obrador en las urnas. En cualquier caso, la formación de la opinión 

pública en una sociedad en la que el grado de información política es 
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baja, como señala Jorge Buendía (Los grandes problemas de México. 

Instituciones y procesos políticos, El Colegio de México, p. 303), tiene 

como principal referente la identidad partidista y la evaluación del 

desempeño del gobierno.

Otra crítica más ilustrada reclamó a los medios falta de contribu-

ción al debate público y su responsabilidad en la inequidad electoral 

que se denunció en la impugnación de la elección. A esta altura, el 

poder político veía a la prensa, no como contrapeso de sus acciones, 

sino como nuevos poderes de facto que desafiaban al Estado, aun-

que en buena medida vivían de él. Las campañas políticas se libra-

ban en los medios de comunicación, sin que ello se tradujera en 

mejor y mayor calidad del debate. El nuevo papel de la opinión pú-

blica y el dinero de los partidos fortalecieron el papel de los medios 

en las elecciones, sin que hubiera un compromiso explícito con el 

servicio público, los ciudadanos y la discusión de temas de la socie-

dad. Los partidos empujaron una nueva reforma electoral para des-

pojar a las campañas del poder “corruptor” del dinero en la forma-

ción de la opinión y “voluntad popular”. Sin embargo, las medidas 

administrativas no pudieron garantizar una mayor calidad del de-

bate público y mucho menos que el principio de publicidad se con-

virtiera en la piedra de toque para la validez y legitimidad de las 

normas. En aras del interés público, el poder político trató de recu-

perar el control sobre el acceso a medios y evitar que el dinero re-

sultara determinante en la conformación de la voluntad popular, sin 

afectar realmente la forma de ejercer el poder del Estado ni su rela-

ción con los medios, y menos aún sin fortalecer el acceso a la infor-

mación, visibilidad y trasparencia del espacio público.

A pesar de la importancia que hasta aquí se ha expuesto sobre 

los medios de comunicación para el ejercicio de la libertad de expre-

sión y la democracia, las relaciones mutuamente ventajosas con los 
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gobiernos mantuvieron importantes privilegios tras la alternancia, 

aunque ahora con más opciones que en viejo mundo mono color del 

poder omnímodo del Pri del siglo pasado.

El modElo dE “rEsponsabilidad compartida”

Entre 1997 y 2000, la posibilidad de que la alternancia llegara a la 

Presidencia de la República creó la expectativa de que la salida del 

Pri de Los Pinos sería suficiente para el florecimiento de la democra-

cia en el país. Innumerables voces, líderes de la oposición y el pro-

pio candidato que consumó el cambio de partido en el gobierno 

creyeron que el desplazamiento del Pri dejaría cuasi en automático 

una “presidencia democrática” y un real sistema de equilibrios y 

contrapesos entre poderes, bajo la mirada participativa y crítica de 

la sociedad. Las esperanzas eran enormes. Para el gobierno de Vi-

cente Fox, la democratización ulterior estaba asegurada tan solo por 

la “voluntad política” de la presidencia con el respeto a los derechos 

humanos y las libertades políticas. Ofreció ser un gobierno compro-

metido con la libertad de expresión y modernizar las relaciones 

entre los medios y el poder, con nuevas instituciones y políticas 

públicas para garantizar la transparencia y el acceso a la informa-

ción. También prometió cambiar las “reglas de juego” en la asignación 

de la publicidad oficial para desactivar los resortes de control del 

viejo modelo corporativo y clientelar de la prensa “oficialista”. Pro-

metió construir un “nuevo modelo de responsabilidad compartida” 

en la relación del poder con la prensa y de ésta con la sociedad, así 

como la discusión en el Congreso de una Ley de Medios.

Ya iniciado el sexenio, hubo algunos intentos por regular y trans-

parentar la publicidad a los medios, considerando el desgaste presi-

dencial que había tenido ya por el fin del régimen priista y la alter-
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nancia política y, de hecho, aunque la ley no cambiara, el presidente 

tuvo la convicción democrática de no reproducir prácticas anterio-

res (Aguilar, 2016). En los medios, la alternancia apuntaló varios 

cambios importantes en su relación con el Estado. Desde los años 

noventa, se había resquebrajado el control de la Unión de Voceado-

res sobre la distribución de periódicos e impresos, y se finiquitó la 

Productora e Importadora de Papel, S.A. (PiPsa). A partir de 2002, 

la aprobación de la Ley Federal de Transparencia, la creación del ifai 

y las reformas subsecuentes abrieron el acceso a la información 

pública como nunca antes.

Sobre todo, un nuevo mercado de publicidad política y de anun-

ciantes privados ofreció a los medios mayores opciones financieras 

e independencia respecto al patrocinio y los subsidios guberna-

mentales. Junto a ello, la mayor demanda de información de una 

sociedad más activa, participativa y atenta de los asuntos públicos, 

trajo consigo nuevos modelos de negocio en los medios de comu-

nicación. En 1994 nació el periódico Reforma, hermano menor del 

El Norte de Monterrey, y confrontó al poderoso organismo que prác-

ticamente monopolizaba la distribución callejera de diarios y revis-

tas en la Ciudad de México y su área metropolitana, y logró mante-

nerse gracias a suscriptores y la venta directa a través de sus propios 

canales de distribución.

Los periódicos y los medios radioeléctricos grandes obtuvieron 

una mayor autonomía financiera respecto del gobierno por la am-

pliación del mercado de anunciantes tras la liberalización econó-

mica y el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos de 1994, y 

por el surgimiento de otro jugoso mercado, con la publicidad política 

que aseguró el financiamiento público a los partidos políticos.

La mayor independencia económica o la diversificación de fuen-

tes de financiamiento contribuyeron decididamente a la liberalización 
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de las redacciones en la primera década del siglo, cuando se volvie-

ron de uso común las críticas y cuestionamientos al presidente, y en 

general, a toda la clase política. La fragmentación del poder también 

rompió el monopolio de la publicidad política, aunque el gobierno 

federal y de los estados conservaron las más abultadas partidas para 

la publicidad en medios. La mayor competencia por el poder hizo 

también que año con año se elevaran los presupuestos oficiales para 

publicidad en medios, que cada gobierno distribuye de forma discre-

cional y utiliza como un poderoso mecanismo de influencia.

Desde su campaña, Vicente Fox, ofreció regular y transparentar 

las pautas de la publicidad pública, como uno de los elementos cen-

trales para modernizar a la prensa y quitar condicionamientos al 

ejercicio de la libertad de expresión. Fox entendía el papel de los 

medios masivos en la competencia política y su gobierno propuso 

rápidamente un nuevo modelo de negocios en los medios, que 

potenció la apertura política y comercial. Así lo explicaba Fátima 

Fernández Christlieb, investigadora y entonces titular de la Direc-

ción de Comunicación Social de la Secretaría de Gobernación, al 

presentar su libro La responsabilidad de los medios de comunicación: 

En este inicio de siglo, penetrado por una economía de mercado con 

valores de consumo como marco para las relaciones humanas, el pro-

ceso hacia la responsabilidad no es un asunto de voluntad ni de buenas 

intenciones.

Con ello reclamaba un nuevo modelo de “corresponsabilidad” a 

los medios (La Jornada, 2002).

El gobierno demandaba que los medios estuvieran inmersos en 

una competencia por el mercado que los empujara a vender y bus-

car el rating, muchas veces por encima de consideraciones éticas. 

Los veía como un poder económico que actúa sin reglas del juego, 
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navegando en un mar de libertades irrestrictas. Pero al estar los 

medios en el centro de los nuevos fenómenos políticos y sociales, y 

al ser instrumentos indispensables para la construcción de los es-

pacios públicos del siglo XXi —piénsese tan sólo en la entrada defi-

nitiva de la radio y la televisión en los procesos electorales o en la 

constante presencia de los políticos en los noticieros—, era más 

urgente que nunca una revisión de las reglas y una búsqueda de 

claridad sobre lo que significa ser responsable en esta materia. En 

este sentido, Fátima Fernández señalaba que:

Tampoco se trata de algo que venga unilateralmente de arriba, cual-

quiera que sea ese arriba, ni de un tema a socializar mediante una 

eficiente cruzada en pro de la responsabilidad en todos los ámbitos de 

la vida. No, para nada. O descubrimos naturalmente el sentido y el 

significado que tiene la responsabilidad, aunque sea de manera latente, 

o no lograremos ejercerla para equilibrar las tensiones que generan las 

relaciones humanas. El descubrimiento debe darse a partir de uno 

mismo como individuo y, simultánea e indisolublemente, como colecti-

vidad… La responsabilidad hacia el otro o los otros no es un asunto 

moral, sino de equilibrio (La Jornada, 2002).

Las preocupaciones del gobierno foxista reflejaban, por un lado, 

las tendencias cívicas de la prensa con la transición democrática, y 

por el otro, la confusión de fronteras para el ejercicio de la libertad 

de prensa, tras el relajamiento de los controles autoritarios del mo-

delo corporativo. El presidente y los miembros de su gabinete reci-

bían las mayores críticas a su gobierno, lo que muy pronto se tra-

dujo en caídas de popularidad y erosión del bono democrático de 

la alternancia. Sin embargo, su compromiso democrático le impe-

día recurrir a los viejos mecanismos clientelares de control sobre 

la prensa, que había prometido desterrar de la política mexicana. 
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Mucho menos hacer uso del poder presidencial para imponer desde 

arriba una “frontera” a la crítica y la censura oficial.

Por ello decidió apelar a lo que su gobierno llamó “modelo sobre 

corresponsabilidad consciente” entre la garantía de los medios de 

ejercer la libertad de expresión y el autocontrol de su poder. La res-

ponsabilidad, en su opinión, “no es un asunto moral, sino de equili-

brio”. Estas declaraciones fueron las primeras en décadas que ele-

varon la libertad de expresión a los temas de preocupación de la 

agenda pública y mostraron la pobreza de reflexión sobre este tema.

Desde el gobierno se trató de “estimular el debate” sobre la res-

ponsabilidad de los medios frente a la sociedad, y servir de guía a 

los legisladores para abordar las reformas que modernizaran a los 

medios de comunicación. Algunas de las voces más críticas como 

las de Miguel Ángel Granados Chapa, José Gutiérrez Vivó o Germán 

Dehesa, vieron en el llamado a construir el nuevo modelo también 

como oportunidad para modernizar las relaciones con la prensa.

Nos ofrece algo de enorme utilidad: un modelo empírico sobre la res-

ponsabilidad de, desde y hacia los medios de comunicación masiva en 

un momento clave y de grandes definiciones, en el que se discute un 

nuevo marco legal (para la radio y la televisión), donde los empresarios 

de los medios, los legisladores, el gobierno de la República y los ciuda-

danos requerimos de la mayor claridad posible sobre lo que significa 

ser responsable (La Jornada, 2002).

El gobierno de Fox trató de impulsar ese nuevo modelo y creó 

mesas de diálogo para analizar mecanismos que cambiaran la forma 

discrecional de asignación de la publicidad oficial a los medios de 

comunicación. El análisis desembocó en la publicación de linea-

mientos y criterios de certificación de audiencias y lectores para los 

medios que quisieran recibirla. Pero el avance fue muy limitado y en 
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octubre de 2002 Vicente Fox abolió casi por completo el 12.5 por 

ciento de tiempo oficial en radio y televisión que le correspondía al 

Estado y canceló la posibilidad de contar con una Ley de Medios.

“A partir de ese momento no pude ver la diferencia entre lo que 

hacían los panistas y lo que habían hecho los priistas”, recuerda 

Fernández Christlieb (El Sur de Guerrero, 2015), quien además afirmó 

que tras salir del gobierno en 2004, la revista Proceso le pidió su 

opinión sobre el gasto en medios; sin embargo, no respondió hasta 

septiembre de 2015: “La síntesis era: pese a las reglas escritas, el 

gasto en medios es una arbitrariedad que no cesa. Diez años des-

pués seguimos igual” (El Sur de Guerrero, 2015).

Los primeros años de los gobiernos de la alternancia demostra-

ron que la realidad era más compleja que las promesas, y que la 

gestación de un sistema democrático con rendición de cuentas re-

quiere de un círculo virtuoso entre una oposición política real, un 

periodismo autónomo y vigilante y una sociedad participativa, y aún 

hacían falta cambios para iniciarlo.

La oposición que llegó a la presidencia mediante reglas de acceso 

al poder equitativas, competitivas y abiertas, había carecido de incen-

tivos suficientes para transformar a fondo las viejas reglas del ejer-

cicio del poder cuando llegaban —como ocurrió en todos los cargos 

de elección popular— a ser gobierno. En lugar de consolidar un 

Estado de Derecho y de vigilarse mutuamente, la clase política mul-

tipartidista ha preferido mantener cotos de poder para hacer nego-

cios sin interferencia, y obtener rentas de clientelas que organizan 

y movilizan desde oficinas públicas. No es casual que aprobara a 

rastras y con la mayor lentitud las leyes del Sistema Nacional Anti-

corrupción (Guerrero, 2016).

Esta clase política multipartidista adoptó los viejos modos de 

cercanía con los dueños y editores de medios, aunque ahora depen-
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dían del grupo mediático, del partido y de la región. Asimismo, las 

compensaciones salariales tampoco desaparecieron, sobre todo en 

los estados. Más aún, el gasto público en medios no sólo siguió 

siendo discrecional, sino que se volvió más sofisticado: ya no sólo se 

canaliza a través de la inserción publicitaria, sino que el contenido 

informativo se llega a “comprar” directamente. Como resultado, segui-

mos teniendo boletines e “infomerciales” políticos que se hacen pasar 

por información o, de plano, la súbita aparición de publicaciones 

promoviendo a políticos —a pesar de la ley (Guerrero, 2016).

Pero sería injusto asociar hoy a todos los medios y al periodismo 

en general con estas prácticas. Hay algunos que ofrecen informa-

ción de mayor calidad a lectores y audiencias más exigentes, y hay 

periodistas que, debido a la falta de espacios en medios tradiciona-

les, han decidido sacar mayor provecho de las tecnologías digitales, 

y de la publicación de sus trabajos en libros y otros formatos. No obs-

tante, el contexto político general sigue apostando por mantener 

viejas prácticas, a pesar de que el artículo 134 de la Constitución 

prohíbe su uso como propaganda.

Esta prohibición es resultado de la reforma político-electoral de 

2007-2008, y precisamente uno de los motivos de este cambio fue el 

descontento general por el abuso de publicidad oficial para influir 

sobre la contienda. Sin embargo, la puesta en práctica de esta dispo-

sición ha resultado una cuestión muy compleja.

Tan sólo durante las elecciones presidenciales de 2006, Article 19 

(2015) ha reportado en su informe “Estado de la censura”, que los 

cinco candidatos de entonces emitieron en total 757,572 anuncios en 

radio y televisión, mientras el mismo presidente en ese entonces, ha-

ciendo uso de recursos públicos, emitió aproximadamente anuncios, 

equivalentes a dos terceras partes de los anuncios de los 462 mil 

candidatos, promoviendo su imagen y acciones gubernamentales en 
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torno a programas sociales y lo mismo ocurrió con los gobiernos 

locales, aunque no existen datos oficiales ni disponibles para defi-

nirlo cuantitativamente.

Cabe señalar que la publicidad oficial no es exclusiva de los tér-

minos que la reforma electoral de entonces reguló, pero tampoco 

existen disposiciones más amplias a la normatividad fuera de la 

materia electoral, sobre los contenidos que pueden ser difundidos 

bajo el título de “publicidad oficial”, o sobre sus objetivos publicita-

rios, su asignación y sus destinatarios (Article 19, 2015).

Desde el sexenio de Fox hubo intentos por regular y transparen-

tar la publicidad de los medios, considerando el desgaste que había 

tenido ya por el fin del régimen priista y la alternancia política y, de 

hecho, aunque la ley no cambiara, el presidente tuvo la convicción 

democrática de no reproducir prácticas anteriores (Aguilar, 2016). 

A pesar de ello, los propios miembros del partido lo convencieron 

de no regularizar y mantener ese recurso del poder, previendo las 

críticas a su gobierno. Lo más cercano a regularizar a los medios fue 

que desde la Secretaría de Gobernación se creó un padrón de me-

dios y se pidió a que garantizaran su tiraje, con un mecanismo de fe 

de notarios, sin mucha claridad.

Las organizaciones de la sociedad civil nacionales e internacio-

nales dedicadas a esta materia, han dado seguimiento a las cifras de 

publicidad oficial, obtenidas, no precisamente por medios oficiales, 

sino por una combinación de métodos que les permitan medir el 

panorama.

En relación con las políticas gubernamentales en esta materia, 

Rubén Aguilar (2015), presenta una sistematización de las caracte-

rísticas de la comunicación oficial presidencial de los últimos tres 

sexenios, el de Vicente Fox, de Felipe Calderón y de Enrique Peña, 

clasificados conforme a lo siguiente:
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ConCePCión y teMas:

Vicente Fox Quesada (2000-2006)

• Buscaba tener influencia en la construcción de la agenda mediá-

tica, a través de discursos, entrevistas y declaraciones.

• Intentó posicionar y dar lógica a las políticas del gobierno con la 

comunicación oficial.

• La comunicación tenía carácter estratégico para generar consen-

sos y adhesiones.

Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012)

• No buscaba influir en la agenda mediática, por lo que evitaba 

declaraciones.

• Dio prioridad a posibilidades del marketing en lugar de la comu-

nicación gubernamental.

• Su tema principal de publicidad fue la “guerra” contra los cárte-

les de droga, lo que limitó que otros temas prevalecieran aún con 

la publicidad.

• Los temas no prevalecían más de tres días, su estrategia era no 

reaccionar y dejar que pasaran los temas.

Enrique Peña Nieto (2012-hasta 2015)

• Priorizó los temas de los acuerdos políticos y las reformas.

• Se basa en informar y publicitar los logros obtenidos.

• Se crea una imagen corporativa del presidente y estrategia de 

marketing.

• La comunicación cuida la imagen del presidente, con produccio-

nes y guiones discursivos.

• Los titulares del gabinete se hacen presentes y participan en la 

agenda mediática.
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estrategia:

Vicente Fox Quesada (2000-2006)

• Disputar todos los días la agenda con los medios.

• Los medios daban espacio a los temas del gobierno, pero se 

centraban en las formas y actitudes del presidente.

• Los últimos dos años del sexenio, cambió de estrategia para 

contar con un portavoz presidencial.

Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012)

• No disputar la agenda mediática, dejarla a los medios.

• Evitaba exponer su imagen a los medios, se publicaban acciones 

y resultados.

• Tanto el presidente como titulares de dependencias mantenían 

un perfil bajo.

Enrique Peña Nieto (2012-hasta 2015)

• Mantener al presidente alejado de los medios, sin cabida para las 

críticas.

• Sus discursos son previsibles, no se expone a situaciones difíciles.

• No mantiene un contacto directo con las masas.

• Los temas prioritarios que posiciona no obtienen una aceptación 

por las masas.

instruMentos:

Vicente Fox Quesada (2000-2006)

• Marketing

• Entrevistas

• Portavoz
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Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012)

• Presión a los medios en protesta por notas negativas

• Marketing

• Discursos del presidente

• Nuevas tecnologías, especialmente Twitter

Enrique Peña Nieto (2012-hasta 2015)

• Discursos del presidente

• Nuevas tecnologías, especialmente Twitter

• Marketing

• Presencia en prensa internacional

valoraCión de la CoMuniCaCión PresidenCial:

Vicente Fox Quesada (2000-2006)

• Porcentaje de aceptación al final del periodo: 70%

• Calificación ciudadana: 7.0 (alta)

• Permanencia de su partido político en el siguiente periodo: Sí

Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012)

• Porcentaje de aceptación al final del periodo: 55%

• Calificación ciudadana: 5.7 (baja)

• Permanencia de su partido político en el siguiente periodo: No

Enrique Peña Nieto (2012-hasta 2015)

• Porcentaje de aceptación los primeros 3 años: 50%

• Calificación ciudadana: 5.0 (baja)

• Permanencia de su partido político en el siguiente periodo: N/A
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Las características de la comunicación oficial dirigida desde la 

presidencia del país han sido diversas, con resultados cada vez me-

nos efectivos, pero lo que se ha mantenido casi homogéneo desde 

la alternancia de 2000 es que, a pesar de las promesas, las iniciativas 

y los compromisos, han sido pocos los avances en publicidad ofi-

cial, y menos aún los cambios sustanciales en la política pública.

A pesar de que existen esfuerzos por transformar las relaciones 

entre el gobierno y los medios de comunicación, sobre todo a partir 

de la alternancia política, el control del Estado no ha desaparecido 

por completo, pues la “censura indirecta” se mantiene como un me-

canismo de control muy arraigado sobre los medios de comunica-

ción (wan-ifra, 2014). 

El modElo dE comunicación político-ElEctoral2

En las dos últimas décadas del siglo XX, el debilitamiento del modelo 

clientelar-corporativo, la alternancia política y el ascenso de los me-

dios de comunicación derivaron la mayor preocupación del Estado 

y la sociedad por la libertad de expresión. Aunque en el cambio 

político el tema estuvo lejos de la agenda del debate, y más bien 

confiando en el terreno electoral, en la primera década del siglo XXi, 

el avance del pluralismo y la mayor exigencia de una sociedad más 

informada volvieron a llevarlo al centro de la discusión de la agenda 

pública, aunque una vez más, en el marco de las sucesivas reformas 

electorales.

2Este apartado se basa en la publicación: José Buendía Hegewisch y José Manuel Azpiroz 

Bravo (2011). Medios de comunicación y la reforma electoral 2007-2008: un balance preliminar. 

Temas Selectos de Derecho Electoral No. 26, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación.
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El acceso de los partidos a los medios de comunicación y la li-

bertad de expresión lo trajeron tangencialmente desde la reforma 

política de 1977, considerada la piedra de toque de la democratiza-

ción mexicana. Pero su inclusión en la agenda de la reforma obede-

ció al reclamo por las condiciones de equidad en la competencia 

electoral, frente a la hegemonía de poder del Pri y el control del 

modelo corporativo sobre los medios de comunicación, más que por 

la preocupación por el ejercicio de esta libertad como prerrogativa 

de ciudadanía y condición democrática.

Esa reforma dio lugar a que por primera vez se estableciera en 

la Constitución el derecho de acceso a la información pública por 

parte de los ciudadanos, y la obligación del Estado a garantizar su 

pleno ejercicio. Antes de ello existía —como una prerrogativa di-

fusa— el derecho de petición, que implicaba la posibilidad de los 

ciudadanos a solicitar la información pública y al Estado la decisión 

de darla o no. Era potestativa. Elevarlo a rango legal fue el primer 

paso que dio el Estado para reconocer el derecho a saber como 

prerrogativa de los ciudadanos; pero en la práctica, la autoridad 

mantuvo amplios márgenes de discrecionalidad porque tardaron más 

de dos décadas en reglamentarse, hasta la Ley Federal de Transpa-

rencia y Acceso a la Información Pública de 2002. No obstante, la 

competencia política y la promesa de la democratización desperta-

ron poco a poco el debate sobre el papel de la libertad de expresión 

en la democracia. 

La experiencia democrática en México ha tenido una dinámica 

singular. Llegó a la alternancia en la cúspide del poder, la presiden-

cia, tras un sostenido periodo de democratización del régimen de 

partido casi único. El caso mexicano, a diferencia de otros países 

latinoamericanos, fue sui géneris en cuanto a la mecánica, la secuen-

cia y los plazos que siguió el cambio. 
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Las reformas electorales, que desde 1977 abrieron paulatina-

mente la representación de los poderes del Estado a la oposición, 

propiciaron el desarrollo de un sistema de partidos competitivo que 

dio a las elecciones el sentido real del que habían carecido durante 

casi todo el siglo XX. En la historia del país, las reformas electorales 

han tenido un peso fundamental; han sido más que “una ‘arena’ de 

la contienda política; fueron convertidas en un elemento activo de la 

democratización” (Becerra, Salazar y Woldenberg, 2000: 38, citado 

en Buendía Hegewisch et al., 2011). A lo largo del siglo pasado nunca 

dejó de haber elecciones federales, estatales y locales, aunque la 

falta de competencia y el poder del partido que monopolizaba la vida 

política, hacían de los comicios rituales de autocomplacencia y legi-

timación meras consultas periódicas a la ciudadanía.

Por ello, la liberalización política en el último cuarto del siglo 

pasado encontró en las reformas electorales la “punta de lanza” para 

desmontar las ventajas y prerrogativas de un poder que permitió al 

partido casi único mantener el control de las instituciones del Es-

tado, y la vida electoral y la competencia. Desde la primera gran 

reforma político-electoral de 1977, las negociaciones con disidentes, 

principalmente con la oposición clandestina del Partido Comunista, 

se centraron en impulsar la participación y la representación polí-

tica, a través del registro condicionado de organizaciones, la crea-

ción de diputados de representación proporcional, el financiamiento 

público, etcétera. Las reformas fueron el vehículo para encauzar la 

convivencia política en un país complejo y plural, que desbordaba el 

molde de una sola expresión política, por incluyente que ésta hu-

biese llegado a ser, debido al desarrollo de una sociedad diversa, 

mayoritariamente urbana y con una extensa clase media.
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La reforma electoral de 1996

Ciertamente, las reformas electorales caracterizan la estrategia 

mexicana hacia la democratización política. No sólo como el lugar 

en que se modifican las reglas del juego para la competencia, sino 

como espacio de disputa política y de cambios claves. Uno de los 

momentos más relevantes en este sentido, fue la reforma electoral 

impulsada por el presidente Ernesto Zedillo en 1996. Ésta se convir-

tió en la pieza que faltaba para asegurar el juego competitivo y ga-

rantizar la alternancia en el poder.

El 1º de diciembre de 1994, en su discurso de toma de posesión, 

Ernesto Zedillo convocó a todos los partidos, organizaciones y fuer-

zas políticas a llevar a cabo una reforma electoral “definitiva” que 

disipara sospechas, recriminaciones y suspicacias que “habían em-

pañado” los procesos electorales anteriores. Tras el levantamiento 

del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (ezln) en Chiapas y en 

medio de un derrumbe económico por la devaluación de la moneda, 

Zedillo aseguró que era preciso dejar atrás, y para siempre, las du-

das sobre la legalidad electoral. Su declaración desató un amplio 

proceso de negociaciones entre todos los actores políticos, para re-

cuperar la confianza en las elecciones como medio indiscutible de 

la lucha por el poder político y su transmisión pacífica.

Para lograrlo, ofreció abrir la agenda política y colocar sin reser-

vas todos los temas electorales a la discusión de todos los partidos; 

financiamiento, topes de gastos de campaña, acceso a los medios de 

comunicación, autonomía de los órganos electorales, entre algunos 

otros. Se trataba, en palabras del mandatario, de alcanzar una demo-

cracia a la altura de nuestra historia, que los procesos electorales 

dejaran de ser preocupación central del debate político y causa de 

encono y división. Buscaba convencer a todos los partidos de que 
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se crearían las condiciones de libertad e igualdad en la competencia 

electoral, para asegurar que todos los votos valieran lo mismo y 

que serían contados por igual (Zedillo, 1994, citado en Buendía 

Hegewisch et al., 2011).

Aunque fuera de manera implícita, el acuerdo en torno a estos 

dos objetivos cimentó la democratización de la vida política. Las 

negociaciones multipartidistas cristalizaron el 17 de enero de 1995 

en los “Compromisos para un Acuerdo Político Nacional”, que sirvió 

de base para la reforma electoral, aprobada por unanimidad el 31 de 

julio del año siguiente. Esa reforma legal ofreció una oportunidad 

para rescatar la credibilidad en los comicios y creó las condiciones para 

que en 1997 cambiara la composición de la Cámara de Diputados, y 

el Pri perdiera la mayoría absoluta que había mantenido hasta en-

tonces. Sirvió también para lograr que en la primera elección de su 

historia, la capital del país pasara a manos de la oposición perre-

dista. Estos cambios prepararon la alternancia pacífica en la Presi-

dencia de la República de 2000.

Después del triunfo de Vicente Fox en la elección de 2000, el 

debate político se abrió a otros asuntos. No obstante, el tema electo-

ral se mantuvo en el “foco” de atención y recuperó su lugar priori-

tario tras los comicios de 2006. Este tema regresó al primer plano 

del debate, porque las elecciones presidenciales de ese año proba-

ron que la legalidad electoral había sido insuficiente para mantener 

dentro de sus límites el conflicto político y, por consiguiente, no 

aseguraba la distribución pacífica, ordenada y aceptable para todos, 

del poder. Lo cerrado de la votación y las impugnaciones de fraude 

crearon tensiones que desbordaron el marco electoral, y genera-

ron un clima de tensión y presión social. Pero si bien las impugna-

ciones regresaron el tema electoral a la palestra, hubo enfoques 

particulares. Incluso algunas críticas conectaron lo electoral con 
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problemáticas no resueltas como el equilibrio de fuerzas entre el 

Estado y los medios de comunicación.

La reforma electoral 2007-2008

Hay un consenso amplio de que la reforma electoral de 2007 fue una 

reacción a la crisis político-electoral de 2006, y que respondió a un 

conflicto que se incubó desde la renovación del ife —autoridad elec-

toral— en 2003. En esta renovación, el Partido de la Revolución 

Democrática (Prd) no participó en las negociaciones de su cúpula 

directiva. Aunado a ello, el proceso de desafuero impulsado por el 

gobierno federal, contra el entonces jefe de Gobierno del Distrito 

Federal, Andrés Manuel López Obrador, agudizó el clima previo a la 

contienda. Este contexto culminó con situaciones poco afortunadas, 

como las sospechas de fraude, por las acusaciones reiteradas de 

irregularidades y delitos electorales, por lo que la confrontación polí-

tica y las impugnaciones al proceso electoral llevaron a que el pre-

sidente constitucional electo, Felipe Calderón Hinojosa, rindiera pro-

testa en una tribuna legislativa tomada, en la que parlamentarios de 

uno y otro partido expresaban su apoyo y rechazo a la investidura 

de quien había sido declarado oficialmente vencedor. El perdedor de 

la elección, López Obrador, se autoproclamó presidente “legítimo” y 

esta acción ilustra lo que estos comicios supusieron para el proceso 

democrático.

Pero detrás de la disputa electoral existía otra pugna que se había 

desarrollado en los últimos seis años, con el viaje del péndulo del 

poder de las instituciones del Estado hacia los medios de comunica-

ción. Éstos habían logrado convertirse en factores de decisión sobre 

campañas, candidatos y partidos, por su capacidad de exponer ante 

el gran público a políticos y autoridades.
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De manera particular, la Coalición por el Bien de Todos, cuyo 

candidato perdió la elección por un estrecho margen de 0.56 por 

ciento, llevó a los tribunales más de doscientos juicios de inconfor-

midad. Paralelamente, solicitó la apertura de los paquetes electora-

les y el recuento de la votación “casilla por casilla”. También instaló 

un plantón permanente en una de las principales avenidas de la 

capital del país, para presionar en la calificación de los comicios, en 

lo que sus seguidores llamaron una acción de resistencia civil con-

tra “el fraude”. Crecieron entonces las especulaciones sobre la posi-

bilidad de que la elección pudiera ser anulada. La negativa a reco-

nocer la derrota debilitó la construcción de la joven democracia 

mexicana en sus primeros años de andadura, y abrió la puerta a 

valores como la intolerancia y la exclusión, que dificultan la convi-

vencia democrática en la sociedad plural y diversa que caracteriza 

al país.

Nadie duda que las elecciones de 2006 fueron las más sucias, 

rijosas y polarizadas hasta ahora. En el dictamen y declaración de 

su validez, el tePjf reconoció implícitamente la posibilidad de fraude, 

al admitir que “en algunos casos se trató de situaciones de impor-

tancia o de gravedad” (tePjf, 2006:471, citado en Buendía Hegewisch 

et al., 2011). Sin embargo, concluyó que tales hechos no habían 

afectado de manera importante a la libertad del voto. Bajo el criterio 

del Tribunal, se trató de cuestiones insuficientemente probadas o de 

las que no se podía medir el impacto.

El tePjf rechazó que los actos impugnados hubieran sido ac-

ciones concertadas o deliberadas “con una finalidad común de 

influir en la intención de los votantes” (tePjf, 2006: 472, citado en 

Buendía Hegewisch et al., 2011). Esto impidió que se pudiese 

aplicar la causal abstracta de nulidad electoral en la elección pre-

sidencial, misma que se había creado mediante jurisprudencia 
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del Tribunal para la anulación de los comicios a gobernador en 

Tabasco en 2000.

Con la declaración del tePjf se desechó la idea de un fraude 

maquinado, pero no se acabó con las inconformidades que los par-

tidos expresaron antes y después de las votaciones hacia el árbitro 

del proceso, y hacia terceros, que intervinieron en la contienda a 

través de propaganda política en los medios de comunicación, como 

algunas empresas o el propio jefe del Ejecutivo. Tampoco desapare-

ció el creciente malestar contra los medios de comunicación, a los 

que los partidos —y en particular la Coalición por el Bien de To-

dos—, acusaron de parcialidad y de haber actuado con un determi-

nante sesgo informativo.

El conflicto político fue una de las razones de la reforma electoral 

de 2007-2008, pero no el único. Hubo deficiencias legales que se 

acumularon y una realidad política muy diferente a la que había 

inspirado las reformas una década antes. Dos asuntos resultaron 

centrales. Uno, el crecimiento exponencial del financiamiento pú-

blico, con la aparición de nuevos partidos y su aplicación a las cam-

pañas electorales. El otro, relacionado con el anterior, el papel que 

habían llegado a desempeñar los medios de comunicación en una 

relación cada vez más tensa y conflictiva con la política y el Estado.

Los medios de comunicación, efectivamente, fueron protagonis-

tas en las elecciones de 2006. Ya lo venían siendo en comicios ante-

riores, pero esta vez fueron además tribuna de la propaganda nega-

tiva que los partidos y algunos actores privados difundieron durante 

la contienda. Estas elecciones presidenciales se disputaron en 

medio de una “guerra sucia”, así como de mensajes negativos que 

hicieron del proceso uno de los más ofensivos y ríspidos hasta 

ese momento. Los ataques y descalificaciones marcaron las cam-

pañas, e incluso obligaron a la autoridad electoral a ordenar la salida 



114 • José Buendía Hegewisch

del aire de algunos spots de tv. La “batalla” electoral se dirimió en 

los medios, a los que el marco normativo garantizaba el acceso de los 

partidos políticos. Hasta ese momento, permitía a los partidos usar 

el financiamiento público para la contratación directa de espacios 

radioeléctricos.

A la autoridad electoral se le cuestionó por no haber sancionado 

la intervención indebida de personas morales en el proceso, quie-

nes lo hicieron a través de la difusión de promocionales y spots 

contra el candidato de la Coalición por el Bien de Todos. También se 

cuestionó el que no tuviera facultades para inhibir la intervención 

del presidente de la República a favor del candidato de su partido, me-

diante declaraciones en demérito de los otros aspirantes. Basta re-

cordar la aseveración del expresidente Fox, quien hace un par de años 

reconoció que él había ganado dos veces la presidencia de México, 

la primera con su triunfo electoral en 2000, y la segunda, con el 

triunfo de Felipe Calderón sobre Andrés Manuel López Obrador.

Si bien, el Instituto Federal Electoral recogió muchas de las críti-

cas al proceso, los medios de comunicación —particularmente las 

televisoras—, dejaron irritación y malestar entre la clase política, 

que sintió que el papel central de los medios en las campañas les 

había dado un enorme poder de negociación, incluso por encima de 

ellos, lo que para algunos se tradujo en abusos.

El contexto en el que se produjo la reforma sirvió, de entrada, 

para recuperar un ambiente político viable para la convivencia plu-

ral. Los debates y las negociaciones del siguiente año buscaron, por 

consiguiente, incluir la participación de todos en la construcción de 

la reforma y retomar la vía del consenso de procesos anteriores. La 

revisión del marco electoral se centró en restablecer las condiciones 

de equidad en las contiendas, mediante el reforzamiento de las facul-

tades de la autoridad electoral sobre el acceso a los medios. Se trataba 
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de devolver al Estado el control sobre las campañas en los medios 

radioeléctricos y limitar la intervención de funcionarios públicos, o 

de terceros, en el proceso. Ello dio paso a una reforma electoral con 

claro enfoque regulatorio, fiscalizador y sancionador; pero convirtió 

a la autoridad electoral en una especie de “fiscal” del contenido de 

la comunicación política-electoral y la propaganda, de la transmisión 

de los mensajes en medios radioeléctricos y del manejo de los re-

cursos de campaña.

La reforma electoral 2007-2008 no puede desvincularse del cam-

bio político que generaron las alternancias y el nuevo esquema de re-

parto del poder entre los partidos, así como el nuevo papel de los me-

dios de comunicación en la construcción del espacio público, arena 

privilegiada del debate y actores políticos por su creciente capacidad 

de influencia en la agenda y la promoción de sus intereses económicos 

corporativos. En la democracia mexicana, como en muchas otras, 

los medios de comunicación radioeléctricos han llegado a tener un 

peso tal, que pueden afectar las condiciones de la competencia elec-

toral y distorsionar el piso mínimo de equidad entre candidatos y 

partidos. La radio y la televisión, así como más recientemente las 

redes sociales, son la “piel por donde respiran” las campañas electo-

rales debido a su influencia para la formación de la opinión pública. 

Como fuentes de información básica de la sociedad son un factor 

decisivo para el ejercicio de la libertad de expresión y de la prensa.

El nuevo rol de los medios de comunicación y su relación con el 

Estado, así como su impacto en la libertad de expresión, compren-

den buena parte de las razones que subyacen a la reforma electoral 

2007, y las que posteriormente se plasmarían en un profundo cam-

bio legal del conjunto de las telecomunicaciones.

La reforma electoral se impulsó no sólo para atender problemas 

estrictamente electorales, sino que fue un instrumento del poder 
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público para redefinir sus relaciones con los poderes mediáticos. 

Los motivos del conflicto electoral y sobre todo la centralidad de 

los medios en la discusión de la reforma sacaron a la luz el soterrado 

conflicto con partidos, candidatos e instituciones públicas, que se 

desarrolló en la última década como consecuencia de la fragmenta-

ción del poder, el declive del modelo de control corporativo-clientelar 

y el surgimiento de un mercado fuerte de anunciantes políticos y co-

merciales; además, puso de manifiesto el desequilibrio de poder entre 

las instituciones públicas y los medios, a favor de los segundos.

El pluralismo político que se abrió con las sucesivas reformas 

electorales no correspondía con la fuerte concentración de medios, 

especialmente de radio y tv, en unos pocos grupos. Para una parte 

de los concesionarios, la reforma se presentó como un ataque a la 

libre empresa y, junto con un importante grupo de académicos e 

intelectuales, como una violación a la libertad de expresión.

El debate sobre los límites a la libertad de expresión alcanzó la 

mayor visibilidad que nunca había tenido, no obstante, hubo antes 

importantes pronunciamientos de jurisprudencia de la Corte Su-

prema sobre las reglas de funcionamiento de la radio y tv. Pero más 

allá de ello, los medios electrónicos de comunicación, en buena 

medida por el papel central que desempeñan en los procesos elec-

torales, se consolidaron como un poder capaz de condicionar a la 

clase política, e incluso, a los poderes del Estado, en aras de conse-

guir que las decisiones públicas favorezcan abiertamente a sus in-

tereses (Córdova, 2008, citado en Buendía et al., 2011).

La crisis política de 2006 y el consenso entre los partidos de 

impulsar un nuevo modelo de comunicación política, tras casi una 

década sin haberlo, fue una respuesta de la clase política al poder 

inusitado que habían llegado a tener los medios en el primer gobierno 

de la alternancia, en la presidencia de Vicente Fox. Dos ejemplos de 
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la presión e influencia que llegaron a tener los medios, fueron los 

decretos y reformas legales que el Ejecutivo hizo a su favor enton-

ces, uno de ellos fue el llamado “decretazo”, que se modificó en sep-

tiembre de 2002 el Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televi-

sión, y consistió en reducir casi en 90 por ciento del tiempo aire para 

la propaganda del Estado, como retribución o pago de contribucio-

nes fiscales por el uso de las concesiones que están obligados a 

ceder al Estado. Ese tiempo se recortó de 12.5 por ciento del total 

del tiempo de transmisión a sólo 1.25 por ciento, aunque el gobierno 

defendió que mejoraría el horario de difusión. El segundo, ya en el 

gobierno de Calderón, fue la aprobación fast track en 2005 y sin dis-

cusión en el Congreso de la modificación a la Ley de Radio y Televi-

sión y la Ley Federal de Telecomunicaciones, conocida como “Ley 

Televisa”, nombre de la principal televisora del país y una muestra de 

la dedicatoria de dichos cambios meses antes del proceso electoral, 

cuando el destino de partidos y candidatos pasaba por su pantalla y 

perpetuaba el derecho sobre las concesiones a sus actuales titula-

res. La reforma fue aprobada por mayoría, en una legislatura carac-

terizada por la obstrucción y el bloqueo de las iniciativas del presi-

dente. Luego de ser impugnada, la Corte Suprema resolvió mediante 

sentencia del 7 de junio de 2007 la inconstitucionalidad de la re-

forma y la echó para abajo. Una frase puede resumir las presiones 

de la Corte por parte de concesionarios y cabilderos cuando el mi-

nistro Aguirre Anguiano, autor del proyecto de sentencia, declaró 

a la prensa “no saben de lo que estamos hechos”, para responder a 

los que auguraban que el máximo tribunal sucumbiría ante la 

fuerza de las empresas de comunicación como había sucedido con 

el Congreso.

A pesar de lo anterior, quedó pendiente la definición de nuevas 

reglas entre el poder público y los medios, que paradójicamente se 
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regían por una ley vetusta de medio siglo atrás. Las instituciones del 

Estado y los partidos lanzaron un nuevo modelo de comunicación 

política en el Código Electoral, en virtud de que ya ninguno estaba 

dispuesto a poner en manos de los medios las carreras políticas y 

la lucha por el poder público. Aunque la Reforma a la Ley de Radio, 

Televisión y a la de Telecomunicaciones habría de esperar al si-

guiente sexenio.

El nuevo modelo de comunicación política

La gran novedad de la reforma de 2007-2008, y su aspecto más rele-

vante tiene que ver con el acceso de partidos y candidatos a los me-

dios electrónicos, así como la supervisión del ife en la materia. El 

acceso a medios se convirtió en un punto focal de la reforma y ge-

neró los mayores debates, impulsados en gran medida por el rechazo 

de los propios medios a la reforma. La relación entre los medios y 

los partidos se había convertido en un asunto que paulatinamente 

cobraba una enorme dimensión del proceso electoral. En este tema, 

la autoridad electoral tenía poca capacidad de control y mucho me-

nos de sanción, por lo que la reforma se propuso solucionar los 

problemas de equidad relacionados con el acceso a los medios.

Al dictaminarse en las comisiones unidas de Puntos Constitucio-

nales, de Gobernación, Radio y Televisión y Estudios Legislativos, el 

senador Pedro Joaquín Codwell explicó la necesidad de la reforma de 

2007 para armonizar las relaciones entre política y medios de comu-

nicación, y subrayó que esta tercera generación de cambios al marco 

electoral se debía a dos grandes problemas de la democracia mexi-

cana: el dinero y el abuso de los medios de comunicación (Senado 

de la República, 2007, citado en Buendía Hegewisch, 2011).
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Una parte central de la reforma fue establecer nuevas reglas 

para el acceso de los partidos a los medios de comunicación y otorgó 

a la autoridad electoral el control del tiempo que éstos contrataban en 

radio y televisión. Se prohibió a los partidos políticos la compra di-

recta de espacios por sí o a través de terceros. También quedó prohi-

bida la contratación de espacios al aire a cualquier persona física o 

moral para propaganda política y una serie de medidas para acotar 

las campañas “negras” o de “contraste” de las campañas electorales. 

En el artículo 41 del Código Electoral se estableció que los partidos 

deberán abstenerse en la propaganda política de expresiones que 

“denigren a las instituciones y a los propios partidos, o que calum-

nien a las personas”.

Las reacciones y los ataques contra las nuevas limitaciones pre-

supusieron conceptos sobre la libertad de expresión, de otros de-

rechos como el de los particulares a la libre empresa. Por primera 

vez, se debatió en la opinión pública las condiciones y casos, en los 

que puede ser “legítimo” recortar la libertad de expresión y cuándo 

una restricción se convierte en violación de ese derecho.

La discusión pública se nutrió de la protesta de partidos, asociacio-

nes empresariales, académicos e “intelectuales” que defendieron que 

tales restricciones violan los artículos 6º y 7º de la Constitución, 

que consagran la libertad de expresión y de prensa. Entre ellos sa-

lieron movimientos que llevaron el asunto a la Corte con Juicios de 

Amparo contra la reforma. Entre las principales críticas, se sostenía 

que la reforma afectaba los valores en que se apoya el régimen de-

mocrático deliberativo, pues limitó el ejercicio del derecho a la liber-

tad de expresión, desde que se impone a los quejosos la obligación 

inmediata de abstenerse de contratar espacios en radio y televisión.

Esta discusión remonta al cuestionamiento de si la disposición 

constitucional y las leyes secundarias son suficientemente claras 
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sobre los “ataques a la moral”, “perturbar el orden público”, “atacar 

derechos de terceros”. La jurisprudencia tampoco ofrece criterios 

uniformes al respecto y los conflictos o quejas suelen quedar a la 

interpretación de juez. La vaguedad de los límites, como han reco-

nocido los ministros de la Corte, no impide considerar que:

La libertad de expresión protege al individuo no solamente de la mani-

festación de ideas que comparte con la gran mayoría de sus conciuda-

danos, sino también de ideas impopulares, provocativas o, incluso 

aquellas que ciertos sectores de la ciudadanía consideran ofensivas. La 

libertad de expresión es, en muchos sentidos, un derecho al disenso 

(Cossio Díaz, José Ramón y Silva Meza, Juan, voto de minoría en el a.r. 

2676/2003 en el caso Sergio Hernán Wits, fallado por la Primera Sala 

de la sCjn de octubre de 2005, citado en Buendía Hegewisch, 2011).

Los ataques contra la reforma pusieron en la discusión un pro-

blema que afecta a toda democracia: cuándo delimitar la libertad de 

expresión, aunque la Corte rechazó los argumentos de los quejosos 

y desechó el recurso.

La libertad positiva o política, medio para alcanzar la democracia 

ideal (según Norberto Bobbio), no se pierde al restringir la contrata-

ción de espacios en medios de comunicación. Por el contrario, obe-

dece a la necesidad de que todos tengan la misma libertad, bajo 

condiciones similares, para expresarse y actuar, colocando una res-

tricción concreta, que no favorezca a unos por encima de otros. 

Esta prohibición se consideró necesaria para equilibrar las reglas 

de competencia, reglas por demás, claras e iguales para todos: la re-

forma dice que nadie puede contratar tiempos oficiales, si la opción 

quedara abierta, se estaría privilegiando a los pocos que tienen los 

recursos materiales para hacerlo. En una carta pública en 2008 de 

la Asociación Mexicana por el Derecho a la Información (aMedi) a 
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los ministros de la sCjn, la organización separa claramente la liber-

tad de expresión con la equidad en la contienda electoral diciendo:

La aMedi, convencida defensora de la libertad de expresión, sabe que 

no existe ninguna libertad absoluta y que todas ellas, para ser produc-

tivas, deben conjugarse con otros valores positivos, en este caso el de 

la equidad en la contienda electoral que tanto ha costado construir en 

nuestro país. Si hoy en día existen riesgos para la libertad de expresión 

en México, no se deben a la reforma constitucional sino, entre varios 

factores, a la violencia que afecta a los periodistas en diferentes sitios 

del país y, por otra parte, a la concentración que al dejar muchos me-

dios de comunicación en pocas manos se ha constituido en una de las 

principales limitaciones para la diversidad en los espacios de comuni-

cación mexicanos (aMedi, 2008).

Otras voces, como la de Fernando Escalante, sostuvieron que la 

reforma electoral no prohíbe emitir opiniones, sino que restringe 

contratar o comprar tiempos de radio y televisión para propaganda 

política. Argumenta lo siguiente:

“Amparo de los Intelectuales” lo que buscan defender “no es la libertad 

de expresión, sino una forma de la libertad comercial; no el derecho de 

opinar, sino el derecho de comprar tiempo en radio y televisión […] no 

se trata de la igualdad ni la equidad ni nada parecido, porque el “dere-

cho a comprar” depende estrictamente de la capacidad para comprar” 

(Escalante, 2011, citado en Buendía Hegewisch, 2011).

El nuEvo contExto dE violEncia

En la relación entre el Estado y los medios habría factores inespera-

dos que condicionaron la libertad de expresión y de prensa, más allá 

de las reformas político-electorales. La violencia fue uno de ellos 
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y ha puesto en jaque la capacidad del Estado para asegurar éste y 

otros derechos, comenzando por el de la vida de los periodistas y la 

integridad de los medios, especialmente en los gobiernos locales.

Casi el 40 por ciento de los homicidios violentos de todo el mundo 

se concentra en América Latina y la mayor parte en sólo siete países. 

México es uno de ellos. Las agresiones y crímenes contra periodis-

tas están entre los que mayor impacto y visibilidad tienen dentro de 

la crisis de inseguridad, violencia y violaciones a los derechos huma-

nos sin precedentes en su etapa moderna.

Con frecuencia, los periodistas están atrapados entre las amena-

zas del crimen y las de la autoridad, en contextos en que la delin-

cuencia también está entreverada con las instituciones. El trabajo de 

prensa, particularmente a nivel local, tiene que investigar en las am-

plias gamas de “grises” en que las fronteras se hacen difusas. Las 

malas condiciones laborales, salariales y de prestaciones, la falta de 

profesionalismo y actualización, junto con viejas prácticas de corrup-

ción y connivencia con el poder público, vulneran a los periodistas.

El Mecanismo de Protección de Defensores de Derechos Huma-

nos y Periodistas se instaló en 2012, cuando el país alcanzaba la 

marca del quinto lugar más peligroso para la libertad de prensa, 

incluidas las naciones en guerra. Es la principal respuesta guberna-

mental para la protección de periodistas y defensores de derechos 

humanos que realizan su trabajo en zona de riesgo, junto con algu-

nas instancias institucionales similares en pocas entidades del país. 

Su creación es en sí misma un reconocimiento explicito del 

Estado mexicano de la gravedad de la problemática, que ningún 

esfuerzo ha logrado que remita. Es una experiencia institucional no-

vedosa por la integración de la sociedad civil y el Estado en su Junta 

de Gobierno. Bajo la conducción de la Secretaría de Gobernación, en 

ella participan representantes de organizaciones civiles, del gremio, 
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la CndH, la Pgr y la PfP. Su diseño abre la oportunidad de impulsar 

nuevas formas de trabajo, corresponsabilidad en la toma de deci-

sión y compromiso de interlocución con la política pública.

México es el segundo país en “paz” más peligroso del mundo para 

los reporteros, lo antecede Siria. En nuestro país, donde imperan los 

cárteles del narcotráfico, los periodistas que abordan temas como el 

crimen organizado o la corrupción de los políticos, sufren casi de 

manera sistemática amenazas, agresiones y pueden ser ejecutados a 

sangre fría. El objetivo común de sus detractores: hacerlos callar.3

Lo anterior forma parte del documento intitulado: “balanCe de 

periodistas asesinados, detenidos, secuestrados y desaparecidos en 

el mundo en 2017”, realizado por Reporteros sin Fronteras, una or-

ganización independiente que cuenta con un estatus consultivo ante 

la Organización de las Naciones Unidas, la Unesco y el Consejo de 

Europa. Desde su fundación en 1985 se convirtió en una organiza-

ción líder en el mundo en la defensa de la libertad de información, 

base de toda democracia. Sin embargo, cerca de la mitad de la po-

blación mundial aún no tiene acceso a una información libre.

Ejercer el periodismo en México es una situación de latente mor-

daza y miedo, que tiene de común denominador agresiones y ame-

nazas, que en algunos casos cuestan la vida.

Es en el periodismo donde la información se vincula con quien paga 

o mata por ellas. La información se vuelve un tesoro que hay que 

buscar y que es más accesible para aquéllos con mayor capacidad 

económica.4

3Reporteros Sin Fronteras. “balanCe de periodistas asesinados, detenidos, secuestrados 

y desaparecidos en el mundo en 2017”. Disponible en línea: https://rsf.org/es/periodistas-

asesinados
4Article 19. “Informe. Libertades en Resistencia”. Pág. 15. Disponible en línea: https://

articulo19.org/wp-content/uploads/2017/04/Libertades-en-Resistencia_Informe-2016-A19.pdf
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El problema es mayor sobre todo porque las agresiones no se 

denuncian por falta de confianza en la autoridad y de apoyo de los 

medios, junto con la impunidad de los casos que se investigan. Por 

ello, su mayor reto es construir confianza, una tarea que juega en 

contra de la capacidad de la Fiscalía Especializada de Delitos contra 

los Periodistas (feadle) de la Pgr para atacar la impunidad. ¿Cómo 

enfrentarlo? Los esfuerzos institucionales y civiles son una oportu-

nidad para demostrar el compromiso del Estado con la sociedad, 

especialmente una tan sensible como la protección de periodistas y 

defensores. Es también un reto para la sociedad civil y para demos-

trar su incidencia en las políticas públicas y contribuir a resolver, de 

manera efectiva, las problemáticas que denuncia.

Se han detectado en el mecanismo deficiencias, retrasos y dis-

funcionalidades en la implementación efectiva y eficaz de medidas 

de protección. Las expectativas y demanda de resultados han pro-

vocado un acelerado desgaste a su interior y fuertes críticas entre 

sus usuarios y peticionarios.

Por ejemplo, en su arranque de enero de 2013 a junio de 2014 la 

Junta de Gobierno sesionó en 17 ocasiones, en cada una de ellas se 

aprobaban de tres a seis asuntos, lo que causó importante rezago 

de casos pendientes. Lo anterior generó desconfianza entre los be-

neficiarios al sentirse revictimizados, expuestos al riesgo ante la 

falta de medidas.

Diversas causas incidieron en el retraso para documentar los 

expedientes que deben ser sometidos a la Junta de Gobierno, como 

la falta de funcionarios en el cuadro orgánico, la alta rotación de 

personal y la prolongación excesiva de puestos vacantes, así como 

el retraso en la liberación del Fondo Fiduciario para la operación de 

las medidas de protección.



El proceso político y la prensa • 125

Entre las expectativas cabe señalar también la exigencia de que 

el Mecanismo fuera una herramienta de combate a la impunidad, sin 

competencias. Falta de coordinación entre las instituciones, por 

ejemplo con la Pgr y la PfP, así como los múltiples obstáculos de 

colaboración entre los Estados y las autoridades federales. Su ope-

ración exige una ruta de incidencia con otras dependencias, particu-

larmente fiscalías y policías, que tienen responsabilidad directa en 

la prevención, y sanción de los abusos y crímenes. Ello pasa por 

fortalecer su capacidad institucional con otras instancias del Estado 

y completar su construcción con convenios de colaboración con 

los gobiernos estatales, que es donde se produce el mayor número 

de casos y donde el ejercicio de la libertad de expresión es más 

vulnerable.

Un verdadero reto en el contexto de la baja aplicación de la ley y 

también del problema más general de su poca exigibilidad. Pero fun-

damentalmente en virtud de las limitaciones institucionales del meca-

nismo y, sobre todo, a la preeminencia de la problemática a nivel 

municipal y estatal. Es ahí donde se registra el mayor número de 

casos de abusos y crímenes contra periodistas, como demuestra la 

estadística en Veracruz o en Chihuahua. También en el ámbito donde 

la cifra negra por falta de denuncia es mayor, junto con la impunidad.

Comunicadores asesinados en México por sexenio

Sexenio Asesinatos

2000-2006 (Vicente Fox Quesada) 22

2006-2012 (Felipe Calderón Hinojosa) 48

2012-2017 (Enrique Peña Nieto) 40

Fuente: Elaboración propia con datos de Artículo 19, en http://bit.ly/2HpZ427
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Sobre la relación de la prensa con el poder, los cambios políticos 

y económicos en México y en el mundo en las últimas décadas 

transformaron rápidamente la dinámica de los medios de comuni-

cación, más que en cualquier otra etapa de la historia. En términos 

del análisis de Hughes (2009), el sistema mediático mexicano pasó de 

un modelo autoritario, donde el gobierno centralista concentraba 

todo el poder y controlaba la información, los medios materiales 

(como el papel) y los propios medios de comunicación (la informa-

ción), a otro de corte cívico o de orientación ciudadana, y regido por 

el mercado.

La inseguridad que ha crecido en el país, sobre todo en el sexe-

nio de Felipe Calderón, que se caracterizó por el combate a la delin-

cuencia organizada y se exacerbó la violencia. De acuerdo con 

Freedom House (2014), México sigue siendo uno de los lugares más 

peligrosos del mundo para periodistas y comunicadores, y en el 

contexto latinoamericano es el país que recibió su menor califica-

ción en más de 10 años.

En cuanto a la política de seguridad y “guerra contra el narco”, 

México es hoy un país emblemático al respecto. La inseguridad, el 

crimen organizado, la corrupción de autoridades y la “guerra con-

tra el narco” del gobierno de Felipe Calderón (2006-2012), también 

del Pan. En la última década han sido asesinados más de 80 perio-

distas y 17 han desaparecido. Asimismo, ciertos medios de comu-

nicación frecuentemente son blanco de ataques armados y de 

amenazas, en especial en el norte del país. En junio de 2014, México 

rebasó el centenar de periodistas asesinados desde 2000 hasta 

abril de 2014 y se ubicó en el sitio 102, de acuerdo con datos de la 

Procuraduría General de la República. Este clima de miedo, junto 

con la impunidad, genera autocensura, perjudicial para la libertad 

de expresión.
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La pauta de los crímenes y amenazas ha sido la impunidad, a 

pesar de que se haya creado la Fiscalía Especial para la Atención de 

Delitos Contra la Libertad de Expresión y de que en 2012 el Senado 

de la República aprobara una reforma constitucional que permitía a 

las autoridades federales atraer bajo su jurisdicción los crímenes y 

delitos que atentan contra la libertad de informar o ejerce perio-

dismo, la cual derivó en la creación del Mecanismo para la Protección 

de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

Los altos niveles de violencia y agresión a periodistas y medios de 

comunicación en México, la impunidad de los ataques, y la corrupción 

en los aparatos de seguridad y justicia, son, de acuerdo con diversos 

informes de las organizaciones dedicadas al tema, el motivo más 

grande de preocupación, pues las personas periodistas se vuelven 

un grupo sumamente vulnerable y blanco de ataques tanto por parte 

del crimen organizado como por las autoridades (Acosta, 2015).

Para el periodo 2000 a 2015, las fuentes oficiales como la Fiscalía 

Especial para la Atención de Delitos contra la Libertad de Expresión 

(feadle) de la Procuraduría General de la República reportaron 103 

asesinatos y 25 periodistas desaparecidos, donde los periodistas de 

medios locales son los más vulnerables, basta con el caso de Veracruz, 

en donde tan sólo en el gobierno de Javier Duarte se registraron 15 

asesinatos violentos de periodistas. Asimismo, la CidH ha recono-

cido que las personas periodistas que cubren situaciones de conflicto 

armado o de emergencia —como cuando en su campo de activida-

des visitan comunidades afectadas por situaciones de orden público 

o conflicto armado, o documentan sus condiciones de vida, recogen 

testimonios y denuncias de violaciones de sus derechos humanos 

por las autoridades— reciben cualquier atentado o represalia por 

las autoridades, como consecuencia del ejercicio de estas activida-

des (Acosta, 2015).
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Por esta razón, la misma CidH ha reconocido que, dada la im-

portancia de la labor de información social que cumplen los perio-

distas que cubren situaciones de conflicto armado, la prensa que 

opera en estas circunstancias debe ser objeto de especiales protec-

ciones y facilidades por parte del Estado y les debe otorgar la mayor 

protección posible, y el máximo grado de garantías para que cum-

plan su función de buscar y transmitir información sobre el tema 

(CidH, 2016).

No obstante, esos peligros no se terminan con la muerte de per-

sonas que ejercen la libertad de expresión y de prensa, sino que se 

suman a ello las condiciones de impunidad, que agravan la violencia 

estructural, que a su vez naturaliza la supervivencia social en esas 

condiciones. En este panorama, sin embargo, también participan 

paradójicamente los propios medios de comunicación, en la medida 

en que se reproducen, a distintas escalas dentro de la sociedad, por 

una industria cultural tecno-mediática que se encarga de multiplicar 

las imágenes de la violencia, creando así, una cultura en la que estas 

experiencias agresivas y cruentas se integran al imaginario colec-

tivo, y se rompe con los vínculos sociales, estableciendo con ello 

una política de miedo que entierra toda perspectiva ética (Rochín 

et al., 2012).

Por lo anterior, es imprescindible que al hablar de las condicio-

nes para el ejercicio de la libertad de expresión y de prensa, se 

aborde el ámbito institucional como determinante de estas condicio-

nes, para lo que se requiere conocer los principales cambios insti-

tucionales de los últimos años y los problemas que en ese mismo 

ámbito representan.
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las rEformas institucionalEs  
En pro dE la libErtad dE ExprEsión 

El respeto y la protección de la libertad de expresión son fundamen-

tales para una democracia y la práctica de otros derechos civiles, 

políticos y sociales. Desde un enfoque de derechos humanos y un 

análisis multidimensional, el proyecto contrasta las políticas públi-

cas y cambios institucionales con la percepción de periodistas y 

comunicadores sobre los elementos que benefician y obstaculizan 

la libertad de expresión y de prensa en el avance de la alternancia 

política y pluralismo de la sociedad mexicana. Se busca conocer el 

impacto de las políticas públicas y modelos de comunicación polí-

tica, la concentración de medios, las amenazas y trabas al acceso a 

la información, las reglas no escritas en la relación entre los medios 

y los poderes formales e informales, a partir del punto de vista de 

las personas que ejercen el periodismo y de las condiciones labo-

rales y nivel de protección que reciben del Estado. De determinar 

el papel de los procesos políticos, como la persistencia de viejas 

formas del poder autoritario en un Estado de Derecho débil, sobre 

las condiciones reales para el ejercicio de la libertad de prensa y el 

respeto al derecho a la expresión libre de información e ideas, así 

como la valoración de los propios informadores de su rol en la 

democracia.

En la transición democrática de México, las alternancias políticas 

y otros factores internos y externos dieron paso a reformas estruc-

turales favorables para el ejercicio de la libertad de expresión, que 

incluyeron la creación de instituciones y mecanismos, principal-

mente en tres ámbitos: transparencia y acceso a la información; 

telecomunicaciones, y derechos humanos. Estos cambios institucio-

nales son resumidos en el siguiente cuadro:
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Cuadro 1
Resumen de los cambios institucionales en México

Materia Leyes y reformas Instituciones

Transparencia y Ac-
ceso a la Informa-
ción Pública

Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental (2002)

Instituto Federal de Acceso a 
la Información y Protección de 
Datos (ifai) (2003)

Telecomunicaciones Reforma de Telecomunicacio-
nes y de Radio y de Televisión 
(2013)

Instituto Federal de Telecomu-
nicaciones (ift) (2012)

Derechos Humanos 
y Libertad de Expre-
sión

Reforma en Derechos Huma-
nos (2011)
Garantía vigente desde la Cons-
titución de 1917
Despenalización de delitos de 
prensa (2007)
Ley para la protección de per-
sonas defensoras de derechos 
humanos y periodistas (2012)

Nuevas facultades para la Co-
misión Nacional de Derechos 
Humanos (CndH)
Fiscalía Especial para la Aten-
ción de Delitos cometidos en 
contra de la Libertad de Expre-
sión (feadle) (2010)
Mecanismo para la protección 
de personas defensoras de de-
rechos humanos y periodistas 
(2012)

Fuente: Elaboración propia, con base en la normativa correspondiente.

Transparencia y acceso a la información pública

La Reforma Política de 1977 trajo consigo un nuevo diseño institu-

cional y político para abrir el régimen a otros actores políticos, e in-

trodujo en el artículo 6º constitucional el apartado siguiente: “el de-

recho a la información será garantizado por el Estado”.

Sin embargo, esta adición constitucional no cambió las relacio-

nes de poder y las pautas autoritarias para los medios y el ejercicio 

de las libertades de expresión, prensa e información, y hasta los 

tiempos actuales se han consolidado bases e instituciones que per-

miten potencializar la transparencia y el acceso a la información 

pública.

El derecho de la información, en su sentido amplio, es la garantía 

fundamental que toda persona posee para atraer información, a infor-

mar y ser informada. Este derecho abarca un conjunto de elementos 
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que rebasan la idea de acceso a la información pública, cuando se 

refiere a la prerrogativa de la persona para acceder a datos, registros 

y todo tipo de información en poder de entidades públicas y empre-

sas privadas que ejercen gasto público o cumplen funciones de 

autoridad, con las excepciones que establezca la ley en una sociedad 

democrática.

De esta manera, informar significa poner hechos y datos útiles 

para el ejercicio pleno de la ciudadanía en un sentido sociológico de 

la expresión, es decir, se trata de un principio común en un Estado 

democrático de derecho. En complemento del derecho a la informa-

ción, el de acceso a la información pública debe entenderse como la 

prerrogativa de toda persona para acceder y examinar datos y regis-

tros públicos en poder de los sujetos obligados, como regla general, 

e igualmente salvo las excepciones legítimas mínimas establecidas 

en la ley (Villanueva, 2004). 

Con la llegada de Vicente Fox a la Presidencia de la República en 

2000, los dos cambios institucionales y de política pública más im-

portantes fueron la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-

formación Pública (2002) y la creación del Instituto Federal e Acceso 

a la Información Pública (ifai), que evolucionaría ya en la adminis-

tración de Enrique Peña Nieto en 2012.

Sin embargo, la institucionalización del derecho a la información 

no surgió exclusivamente como resultado de la alternancia política, 

sino del contexto en el que los grupos de opinión pública reclama-

ron y ejercieron ese derecho. Es decir, no se basó exclusivamente 

en la voluntad política del Poder Ejecutivo, sino en la presión de la 

opinión pública, académicos, y demás grupos que habían trabajado 

este derecho.

Así, en 2001 surgió el denominado “Grupo Oaxaca”, un fenó-

meno inédito de movilización de opinión pública que tuvo su punto 
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de inflexión con el Seminario Nacional “Derecho a la Información y 

Reforma Democrática”, convocado por la Universidad Iberoameri-

cana, la Fundación Información y Democracia, la Fundación Konrad 

Adenauer, el periódico El Universal, la Asociación de Editores de los 

Estados, la Asociación Mexicana de Editores y la Fraternidad de 

Reporteros de México, el 23 y 24 de mayo de 2001 en Oaxaca, Oaxaca, 

y fue la periodista Ginger Thompson, corresponsal del New York 

Times, quien por primera vez denominó la movilización emergente 

como Grupo Oaxaca (iij-unaM, 2003).

Este grupo logró desplegar una estrategia en favor del derecho 

al acceso a la información pública en México, la promulgación en 

2002 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, y la creación del órgano que vigila su cumplimiento.

La Ley Federal fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 11 de junio de 2002, la cual tenía como finalidad garantizar el ac-

ceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes 

de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autono-

mía legal, y cualquier otra entidad federal.

Por su parte, el Instituto Federal de Acceso a la Información y 

Protección de Datos (ifai) se creó en 2003 como un organismo au-

tónomo, con fundamente en la Ley Federal. Posteriormente, el 20 

de julio de 2007, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo con siete frac-

ciones al artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos, con el que se estableció el derecho a la informa-

ción pública como un derecho fundamental y en el artículo 

transitorio segundo dispuso que la federación, los estados y el 

Distrito Federal, en sus respectivos ámbitos de competencia, debían 

expedir las leyes en materia de acceso a la información pública y 

transparencia o, en su caso, realizar las modificaciones necesarias, 
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a más tardar un año después de la entrada en vigor de ese Decreto, 

todo lo cual extendió la protección y promoción del derecho a la 

información.

El 4 de mayo de 2015 se publicó en el Diario Oficial de la Federa-

ción la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, que tuvo como finalidad establecer los principios, bases 

generales y procedimientos para garantizar el derecho de acceso a 

la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano 

y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos 

autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así 

como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza 

recursos públicos o realice actos de autoridad de la federación, las 

entidades federativas y los municipios.

Esta reforma fortaleció el derecho a la información, al ampliar 

los principios, bases y demás criterios para su ejercicio.

En consecuencia, las nuevas disposiciones de la ahora Ley Ge-

neral derivaron en la transformación del ifai en el Instituto Nacional 

de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales (inai), como un organismo autónomo especializado, inde-

pendiente, imparcial y colegiado, con personalidad jurídica y patri-

monio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad 

para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su 

organización interna. La principal función del nuevo Instituto es ga-

rantizar a nivel nacional el ejercicio de los derechos de acceso a la 

información y la protección de datos personales, conforme a los 

principios y bases establecidos por el artículo 6º de la Constitución, 

la Ley General, así como por lo previsto en la ley y demás disposi-

ciones aplicables.

Con estos cambios institucionales, actualmente se cuenta en 

México con los marcos normativos y mecanismos institucionales 
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para el acceso a la información, basado en principios básicos y cues-

tiones operativas que cada vez más lo hacen posible. El modelo in-

cluye el principio de máxima publicidad de la información que per-

mite a la ciudadanía someter las políticas públicas al escrutinio, así 

como el principio de gratuidad, favorecido por la puesta a disposición 

de información en medio electrónicos como internet, requisitos para 

solicitar información, procedimientos para la atención de solicitudes, 

creación de un órgano de acceso a la información pública especiali-

zado y autónomo, criterios y normatividad para la clasificación de 

archivos o documentos, sanciones para los sujetos obligados, obliga-

ción de publicar la información sin mediar solicitudes de particulares, 

plazos definidos, medios de impugnación y protección de datos per-

sonales y rendición de cuentas.

De esta forma, el acceso a la información pública es una herra-

mienta para alterar la relación entre gobernantes y gobernados, y con-

trolar el poder a través del empoderamiento de la ciudadanía, pero 

sin por ello estar exenta de amenazas a pesar de haber avanzado de 

manera significativa.

Al respecto, los medios de comunicación, al igual que la ciuda-

danía, tienen un papel fundamental, particularmente los primeros, 

porque el derecho a la información y las leyes de transparencia 

ayudan a obtener información por las vías directas, y ya no es nece-

sario recurrir al intercambios de favores, chantajes y otros tipos de 

relaciones entre funcionarios y medios (Guerrero, 2015).

Telecomunicaciones

Otro cambio en el gobierno de Vicente Fox se tradujo en dos refor-

mas que pretendían modificar las principales formas de operación 

de la radio y la televisión. Como se explicó en el capítulo anterior, la 

primera de ellas, que sí se concretó, fue la modificación de los llama-
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dos “tiempos fiscales” y la aprobación de un nuevo Reglamento de 

la Ley Federal de Radio y Televisión (lfryt); la segunda, anulada por 

la Corte, fue la aprobación de diversas modificaciones a la propia 

lfryt y a la Ley Federal de Telecomunicaciones (lft).

Cabe recordar que las leyes federales de Radio y Televisión y de 

Telecomunicaciones habían permanecido sin reformas por casi me-

dio siglo, y su modificación no fue sino hasta 2006, con un intenso 

apoyo de la industria de la radio y la televisión. A esa modificación 

conocida como “Ley Televisa” le siguió una controversia constitucio-

nal, promovida por senadores de la LIX legislatura, y derivó en la 

improcedencia por inconstitucionalidad de varios artículos modifi-

cados. La desactivación de la reforma dejó un vacío en materia de 

refrendos de concesiones de radio y televisión, así como una agenda 

de pendientes —combos, digitalización de la radio, nuevas licitacio-

nes, etcétera— que, paradójicamente, obstaculizaban el avance de 

la convergencia, la competencia y la cobertura en los medios y las 

telecomunicaciones.

Sin embargo, los otros ordenamientos que tienen que ver con el 

ejercicio de la libertad de expresión y de prensa, como la Ley de Te-

lecomunicaciones y de Radio y Televisión, tuvieron que esperar hasta 

la segunda alternancia en la presidencia en 2012 para ser reformados, 

así como otros sobre la regulación de la publicidad oficial que se man-

tuvo como promesa incumplida desde la campaña de Vicente Fox.

Posteriormente, una de las reformas más importantes tuvo lugar 

en el segundo año de la administración de Enrique Peña Nieto, el 

Pacto por México entre los tres principales partidos políticos del 

país, que contenía las principales directrices del nuevo gobierno y 

la agenda consensuada con los principales partidos de la oposición.

El objetivo de la reforma fue abrir la competencia en este sector 

y el acceso a más participantes, con la finalidad de mejorar los ser-
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vicios en calidad y con precios más bajos. También buscó que la 

mayor oferta en los servicios de radio y televisión removiera el obs-

táculo de la concentración excesiva que caracterizaba a este sector, 

y que diversos organismos internacionales latinoamericanos veían 

como una restricción indirecta a la libertad de expresión.

Asimismo, esto implicaba realizar diversos cambios impulsados 

por los poderes Ejecutivo y Legislativo para establecer los funda-

mentos constitucionales y legales para crear una nueva arquitectura 

jurídica, institucional, regulatoria y de competencia en el sector de 

las telecomunicaciones y la radiodifusión. Fundamentos basados en 

principios de efectividad, certidumbre jurídica, promoción de la 

competencia, regulación eficiente, inclusión social digital, indepen-

dencia, transparencia y rendición de cuentas.

Otro componente de la reforma fue la creación del Instituto Fe-

deral de Telecomunicaciones (ift), en sustitución de la Comisión 

Federal de Telecomunicaciones. Éste se creó como un organismo 

autónomo y algunas de sus facultades fueron regular, promover y 

supervisar el uso, aprovechamiento y explotación del espectro ra-

dioeléctrico, las redes y la prestación de los servicios de radiodifu-

sión y telecomunicaciones, así como del acceso a infraestructura 

activa, pasiva y otros insumos esenciales; otorgar y revocar conce-

siones en materia de radiodifusión y telecomunicaciones; vigilar y 

proteger la libre competencia en los mercados de telecomunicacio-

nes; regular en forma asimétrica a los participantes en los mercados 

de radiodifusión y telecomunicaciones con objeto de eliminar eficaz-

mente las barreras a la competencia y la libre concurrencia, entre 

otros.

La aprobación del dictamen de reforma en materia de telecomu-

nicaciones y radiodifusión permitió cambiar los artículos 6º, 7º, 27, 

28, 73, 78 y 94 de la Constitución para cumplir los objetivos señala-
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dos. La iniciativa fue presentada al Congreso con la firma del presi-

dente de la República y los coordinadores de los diputados del Pan, 

Pri, Prd y Verde Ecologista, en el marco del Pacto por México. La 

reforma atendía nueve compromisos del acuerdo entre partidos y 

permitiría el fortalecimiento de los derechos vinculados con la liber-

tad de expresión e información y el establecimiento del derecho al 

acceso a las tecnologías de la información y la comunicación, y a los 

servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluida la banda 

ancha.

El 14 de julio de 2014, el presidente Peña Nieto promulgó la le-

gislación secundaria de las reformas en materia de telecomunicacio-

nes y radiotransmisión.

La reforma de telecomunicaciones es buen ejemplo del poder del 

consenso político para destrabar problemas. La ausencia de acuer-

dos básicos en un sistema plural es una debilidad para el poder 

público, y causa de rezago en sectores a la vanguardia como los 

medios radioeléctricos, los digitales o la telefonía. El gobierno no 

habría podido lograr la apertura del sector sin el apoyo de los prin-

cipales partidos, aunque la falta de regulación dejara constantes 

pérdidas a todos por falta de acceso, calidad y altos precios de los 

servicios.

El consenso fue clave para abrir a la competencia una industria 

mucho tiempo concentrada e inmune a cambios en el marco legal 

más de medio siglo. Su apertura era hasta hace poco impensable, 

aunque su control por muy pocos actores dejó fuera a la ciudadanía. 

El impasse de cambios en esta materia desde el fracaso de la “Ley 

Televisa” alejó al país de las plataformas de telecomunicaciones que 

exige el desarrollo y garantizan derechos como el acceso a la infor-

mación en la banda ancha para todos. Por ello, el apoyo a la iniciativa 

del Pacto representó cierta recuperación del poder rector del Estado 
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para regular a la industria, pero también la disposición de ésta a hacer 

concesiones ante el riesgo de terminar con la fuente de riqueza, por 

el deterioro de las nuevas perspectivas de negocio.

Los últimos años antes de la reforma de 2013, ese impasse y alta 

litigiosidad entre las grandes empresas radioeléctricas y de teleco-

municaciones significó pérdidas acumuladas por los rezagos, que se 

han estimado en 1.8 puntos del Pib según la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (oCde). Quizá eso explica 

el porqué la reforma fue bien recibida aun por los actores más afec-

tados, incluyendo las grandes empresas de televisión y telefonía fija 

en México (Telmex).

Al día siguiente de promulgar la reforma, el 15 de julio de 2014, 

el presidente Peña Nieto resaltó que ésta fortalecía la libertad de los 

mexicanos, al asegurar el derecho a expresarnos, informarnos e 

interactuar en los medios electrónicos y las redes sociales; también 

promovía un México de mayores oportunidades al asegurar la inclu-

sión digital, la integración de nuestras regiones, y el acceso de las 

personas con discapacidad a las telecomunicaciones; e impulsaría 

la prosperidad del país, porque brindaría mayor competitividad a 

negocios y empresas, atraería grandes inversiones al sector, y lo 

más importante, apoyaría a la economía de las familias mexicanas. 

Sin embargo, diversos medios y actores públicos se pronunciaron 

en contra de la reforma, al afirmar que se imponen altas multas a las 

estaciones de radio no autorizadas, frecuentemente radios comunita-

rias, lo que se traduce en una forma de censura de facto para estos 

medios, que presentan un servicio invaluable en las comunidades 

indígenas y las más alejadas en el país (Acosta, 2015).

La reforma en telecomunicaciones cerró una larga discusión so-

bre las limitaciones a la libertad de expresión por la concentración 

de medios, aunque sólo para abrir nuevos debates. En efecto, la re-
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forma pretende abrir el sector de la radio, televisión y telecomunica-

ciones, en donde los principales actores funcionaban casi en mono-

polio. Además, la reforma, permite hasta el 100 por ciento de inversión 

extranjera y sanciones que incluyen el retiro de las concesiones a las 

empresas dominantes si transgreden sus normas.

Derechos humanos y despenalización  
de los delitos de prensa

Un cambio institucional que fortaleció la protección, promoción y 

garantía de los derechos humanos en México, considerado como un 

avance histórico, fue la reforma constitucional de 2011, que instauró 

desde el capítulo primero de la Constitución el reconocimiento de la 

progresividad de los derechos humanos y el principio pro persona, 

como rector de interpretación y aplicación de las normas jurídicas 

para que prevalezcan aquellas que favorezcan y brinden mayor pro-

tección a las personas.5

Con esta reforma constitucional se institucionalizó una perspec-

tiva de los derechos humanos, que se aplicaba anteriormente a cri-

terio de jueces y magistrados, pero que no generaba una obligato-

riedad para la administración y procuración de justicia, al incluir 

entre las modificaciones constitucionales que “las personas gozarán 

de los derechos humanos reconocidos por esta Constitución y los 

tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 

Estado mexicano” (artículo 1º), por lo que se deben retomar los 

principios básicos que establecen tratados internacionales.

Otros cambios fundamentales de la reforma de derechos huma-

nos en México establecen que el Estado deberá prevenir, investigar 

5Suprema Corte de Justicia de la Nación (2012). “Reformas Constitucionales en materia 

de Amparo y Derechos Humanos publicadas en junio de 2011”, en http://www2.scjn.gob.mx/

red/constitucion/inicio.html, consultado el 5 de mayo de 2015.
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y sancionar las violaciones a los derechos en los términos que es-

tablezca la ley, pero también reparar los daños derivados de las 

mismas. Para ello, se regula la facultad de investigación sobre viola-

ciones graves de derechos humanos a través de la Comisión Nacio-

nal de los Derechos Humanos —anteriormente establecida para la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación—, y a dicha Comisión tam-

bién se le faculta para conocer quejas y emitir recomendaciones en 

materia de violaciones de derechos humanos laborales, sobre los 

que antes no se podía investigar.

En relación con la libertad de expresión, los cambios institucio-

nales favorables fueron la despenalización de los delitos de prensa 

y la creación de instituciones y mecanismos para la protección a 

personas que ejercen el periodismo.

Sobre lo primero, el 11 de enero de 2012 se derogaron dos artícu-

los de la Ley sobre Delitos de Imprenta, que anteriormente señala-

ban los supuestos que representaban ataques a la vida privada, así 

como los castigos impuestos. Cabe señalar que esta ley fue promul-

gada en 1917, y desde entonces no había tenido ninguna modifica-

ción, por lo que entre los delitos derogados estaban la difamación, 

la calumnia y la injuria que se castigaban con cárcel, y quedaron 

ahora como infracciones civiles.

Posteriormente, el 11 de junio de 2013 se reformó el artículo 7º de 

la Constitución para establecer en su segundo párrafo lo siguiente:

Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar 

la libertad de difusión, que no tiene más límites que los previstos en el 

primer párrafo del artículo 6º de esta Constitución. En ningún caso 

podrán secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de informa-

ción, opiniones e ideas, como instrumento del delito.
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Con este marco constitucional legal, concretado durante la admi-

nistración del presidente panista Felipe Calderón, se pudo eliminar 

la restricción indirecta a la libertad de expresión y de autocensura 

en el ejercicio periodístico.

Lo anterior responde a una tendencia mundial. Diversos orga-

nismos internacionales —como la onu, la oea y el Tribunal Europeo 

de Derechos Humanos, entre otros—, plantean que los delitos con-

tra el honor de las personas cometidos por periodistas no deben 

sancionarse con la cárcel sino resolverse en la instancia civil, pues 

pueden establecer autocensura. Además, la amenaza de sanción 

penal es desmedida e inhibitoria, contraria a la libertad de expre-

sión, ya que proteger la vida privada, el honor y la propia imagen 

sólo a través de leyes penales lleva implícitamente a reprimir, limitar 

e inhibir las libertades de expresión e información por parte de figu-

ras públicas, cuyo quehacer está más expuesto al escrutinio público 

por sus funciones de autoridad. Así, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos considera que los delitos contra el honor limi-

tan el libre flujo de la información, y por tanto las sanciones penales 

inhiben la libertad de expresión.

Con estas modificaciones legales, México se convirtió en el sép-

timo país del continente americano en despenalizar los delitos de 

prensa, después de Honduras, Costa Rica, Perú, Argentina, Para-

guay y Guatemala. En el ámbito estatal, el 30 de septiembre de 2014 

el Congreso de Tabasco aprobó también la reforma a su Código 

Penal y se sumó a otros 24 estados que ya han eliminado los delitos 

de difamación y calumnia como delitos de prensa, aunque el daño 

moral de conductas de este tipo quedan resguardadas en los códi-

gos civiles.

Por otra parte, con el gobierno de Vicente Fox, se creó en 2006 la 

Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos cometidos contra 



142 • José Buendía Hegewisch

Periodistas (feadP), perteneciente a la Procuraduría General de la 

República. Esta instancia se transformó en 2010 a la Fiscalía Espe-

cial para la Atención de Delitos cometidos en contra de la Libertad de 

Expresión (feadle), y es la autoridad encargada de dirigir, coordinar 

y supervisar las investigaciones y, en su caso, perseguir los delitos 

cometidos en contra de quienes ejercen la actividad periodística o 

se cometan en razón del ejercicio de derecho a la información o de 

libertad de prensa y expresión. 

Desgraciadamente, en la última década se han incrementado de 

forma preocupante en México las agresiones, desapariciones y ase-

sinatos de personas que ejercen el periodismo y defensoras de de-

rechos humanos, lo que ha sido documentado por organizaciones 

de la sociedad civil e internacionales, que han llamado la atención 

para que el Estado mexicano implemente acciones institucionales para 

su protección efectiva, ya que parte de este problema es también en 

la impunidad que existe para la investigación y sanción de estas 

situaciones.

Por ello, el 25 de junio de 2012 se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación la Ley para la Protección de Personas Defensoras de De-

rechos Humanos y Periodistas, y su reglamento fue emitido el 30 

de noviembre de 2012. Este marco legal tiene como propósito esta-

blecer el Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas, cuyo funcionamiento, coordinación, 

organización y procedimientos se realizan por diversos organismos, 

dependencias y la Procuraduría General de la República. Asimismo, 

prevé que este mecanismo sea replicado en las entidades federativas, 

de tal forma que exista una red institucional que colabore entre sí.

Con la creación de instituciones y mecanismos como los aquí 

descritos, México ha fortalecido en la vía formal los medios que 

permitan proteger, promover y garantizar la libertad de expresión y 



de prensa, conforme lo establece toda la normatividad nacional e 

internacional. Esto en sí mismo representa un avance muy impor-

tante, pero no termina ahí, pues su sola existencia es apenas el co-

mienzo del cumplimiento de las responsabilidades del Estado mexi-

cano; es necesario ver su efectividad en la implementación, prevista 

desde su diseño legal e institucional.

Considerando que el trabajo periodístico en México se enmarca 

en una serie de características sociales, políticas, económicas y cul-

turales, sobre las que se han implementado distintas medidas de 

orden jurídico-legislativo para que se respete su derecho a la li-

bertad de expresión, la realidad histórica mexicana no siempre ha 

sido la mejor plataforma para ejecutar estas disposiciones, sino 

que todo se ve rebasado por cuestiones que van más allá de orden 

legal (Rochín et al., 2012). Es momento de identificar los problemas 

que persisten o que se hacen presentes al momento de ejercer 

estas libertades en medio de la situación social que atraviesa el país 

y reforzada por las prácticas de corrupción e ineficiencia menciona-

das, que se extienden a la protección y acceso a la justicia.
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la publicidad oficial y El modElo  
dE nEgocio dE los mEdios

La publicidad oficial es uno de los gastos millonarios que está dentro 

de la “caja negra” de los presupuestos públicos de los gobiernos fede-

ral y estatales. Se caracteriza por la inconsistencia entre los montos 

ejercidos y el presupuesto aprobado en el Legislativo. Año con año, 

los congresos aprueban partidas para la comunicación social y las 

campañas gubernamentales, que al final alcanzan cifras muy distintas 

a las originales al concluir el ejercicio. Ningún presidente, desde la 

alternancia en 2000, ha trasparentado su operación y sobrevive como 

uno de los viejos instrumentos de control del antiguo autoritarismo, 

aunque la relación con los medios haya cambiado con el avance del 

pluralismo y la democracia. Determinar normas y reglas para su uso 

ha sido una de las promesas incumplidas de la democratización, aun-

que en 2018 el Congreso federal aprobó una ley general muy cuestio-

nada. El modelo de negocio conserva formas de operación del antiguo 

régimen a través de prebendas del pacto corporativo. Para la demo-

cracia, es una de las limitantes a la libertad de expresión que señalan 

periodistas y medios en la Encuesta Nacional, aunque nadie parece 

dispuesto a cambiar mientras lo necesite para sobrevivir.
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¿Cuál es la calidad de este gasto? Su uso discrecional implica el 

riesgo de ser empleado con criterios políticos y, sobre todo, distor-

sionar temas y la agenda del debate público. El mundo de la política 

lo justifica con la misma lógica que ampara la distribución de rentas 

a los estados a través de mecanismos opacos: la gobernabilidad, 

como recientemente confesara un ex secretario de Hacienda para 

este libro. Así como las transferencias poco transparentes a los me-

dios sirven para premiar o castigar líneas editoriales, de modo simi-

lar opera la bolsa de dinero del Ramo 23 de partidas presupuestales 

a gobiernos locales en apoyo a la estabilidad del Ejecutivo federal.

Pero lejos de fortalecer la gobernabilidad democrática, estas 

prácticas muestran la debilidad del Estado para construir una nueva 

autoridad sobre otras bases que el esquema de reparto de rentas. 

Esta flaqueza es una expresión de la fragmentación del poder y se 

impone en los procesos de decisión entre las dependencias, niveles 

de gobierno y la coordinación interinstitucional. También en los 

vínculos de los poderes estatales con la sociedad y los medios de 

comunicación. Ambos ven a las reformas y leyes caminar por una 

vía distinta a los arreglos “informales” con las autoridades, a pesar 

de que se han creado nuevas agencias para cumplir funciones esta-

tales como la transparencia o el acceso a la información pública. La 

distancia entre ambas crea desconfianza y la percepción de simula-

ción en el funcionamiento del aparato gubernamental y sus represen-

tantes, como se desprende de los resultados de la Encuesta Nacional.

A pesar de los cambios institucionales y políticas públicas a fa-

vor de la libertad de expresión y de prensa de las últimas dos déca-

das, el problema de la publicidad oficial sigue sin encontrar una solu-

ción en la relación entre el poder y los medios frente a una prensa 

vulnerable a las presiones por la dificultad de mantener sus finanzas 

a flote sin el gasto en publicidad oficial.
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El problema viene de lejos. Su manejo discrecional es herencia 

de viejas prácticas en el quehacer político como recuerda el escri-

tor mexicano Vicente Leñero en su libro Los periodistas. El enton-

ces director del Excélsior, Julio Scherer, acudió en 1972 con el ex 

presidente Luis Echeverría para denunciar un boicot de anuncian-

tes por el apoyo del diario a una reforma fiscal con el argumento 

de que la maniobra atentaba contra la libertad de expresión. El 

mandatario, entonces, ordenó cubrir el déficit con publicidad ofi-

cial sin que el periódico reparara en que el rescate pudiera coartar 

su autonomía.

No hay deuda que pagar. No se ha firmado pacto alguno entre el perió-

dico y las autoridades. Nadie ha vendido la autonomía de Excélsior. Si 

Echeverría lo entiende de otro modo es problema suyo. O nuestro, 

porque si Echeverría se irrita y dice “basta”, entonces a temblar, justifi-

caba Scherer según la novela.

Pocos años después vendría el “golpe” contra Excélsior en 1976. 

Scherer no supo leer los signos sobre su confianza en Echeverría y 

la factura que había endosado. El problema de esa clase de inter-

cambios con el poder es que no son circunstanciales e irrelevantes. 

El manejo de la publicidad oficial por parte de los gobiernos es uno 

de los principales mecanismos de censura indirecta en México y 

América Latina. Corresponde a una interferencia con intenciones 

políticas que ejercen los gobiernos sobre la libertad de expresión 

y la independencia editorial de medios y periodistas.

De acuerdo con diversos estudios, no se trata de un caso aislado 

sino de una tendencia, que no es nueva en el país y en la región, pero 

que en las actuales democracias se extiende como un recurso sutil 

de control. Es tenue, agudo, ingenioso por diferenciarse de otras 

violaciones obvias y palmarias, como actos de violencia o intimida-
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ción a periodistas y medios, ya ni decir de “ataques” empresaria-

les o sindicales patrocinados por el gobierno, como el que sufriera 

Excélsior cuatro años después de aquel episodio.

Sobre todo, vale recordar que estas situaciones contravienen lo 

que establece la Constitución respecto de las obligaciones del Es-

tado y el respeto a las libertades fundamentales, así como el que-

branto de instrumentos del espacio público, como la prensa, las 

asociaciones y el ejercicio de la opinión pública, tanto en su expresión 

política social a través del sufragio como del principio de máxima 

publicidad para los actos del gobierno y las instituciones.

El problema es que el mando de la publicidad oficial es práctica-

mente invisible para el gran público, lo que la vuelve compleja, inac-

cesible y una gran sombra sobre la libertad de expresión. Es por ello 

que en casi todos los países estudiados de América Latina por organi-

zaciones como Open Society, Article 19 o Freedom House, entre otros, 

identifican que el abuso de la publicidad oficial o su falta de regula-

ción es un patrón recurrente para orientar coberturas periodísticas 

favorables y desalentar enfoques críticos.

La manipulación de este recurso del Estado por parte de políti-

cos y funcionarios es un desafío oculto de las condiciones y normas 

que protegen la libertad de expresión en el derecho internacional e 

interamericano. El artículo 13.3 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos se refiere específicamente a estos mecanismos 

indirectos que: 

Tienden a impedir la comunicación y circulación de idea y opiniones a 

través del poder del Estado y recursos de la hacienda pública; la concesión 

de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de 

publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias 

de radio y televisión, entre otros.
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Por ello, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la 

CidH desde su Informe anual 2003 dedica atención a este fenómeno 

por actuar como un fuerte disuasivo de la libertad de expresión.

En ese marco, los medios de comunicación desempeñan un pa-

pel importante como contraparte involucrada en el intercambio y les 

obliga a negociar con su autonomía e independencia para informar. 

De ahí su capacidad de distorsionar la opinión pública en una socie-

dad compleja y plural. Su rol es fundamental para que la ciudadanía 

pueda ejercer sus derechos, en el sentido en que N. Luhman define 

a la opinión pública:

Como una contingencia política sustantiva a la que se le confiere la es-

tructuración y la capacidad de elegir entre una multiplicidad de infor-

maciones subjetivas de lo político y jurídicamente posible. 

De ahí la importancia de la transparencia y la regulación ade-

cuada de la publicidad oficial para evitar que su uso incida en la 

agenda y los temas de debate público. Pero el manejo de la publici-

dad oficial es difícil de monitorear por corresponder a un modo de 

hacer del proceso político alejado de la rendición de cuentas, pese a 

que da lugar a violaciones de las libertades públicas. Como se ad-

vierte en la Encuesta Nacional, la publicidad política tiene importan-

tes consecuencias para la democracia, entre otras, su impacto en la 

confianza sobre las instituciones y las políticas públicas.

En un Estado garantista, el supuesto básico para la construcción 

del edificio legal descansa en la aceptación de instituciones y leyes de 

una sociedad diferenciada del Estado. En política, lo público recoge 

necesidades e intereses de la ciudadanía frente al Estado, pero sobre 

todo ofrece un lugar de discusión para legitimar a los poderes repre-

sentativos. El debate es la “piedra de toque” del racionamiento pú-

blico y garantía frente a los abusos del poder, que en otras épocas 
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descansaba en principios como el monárquico del Arcana Imperii o la 

“razón de Estado” moderno, que servían para tomar decisiones sin 

explicación alguna a los súbditos. La información sobre los actos del 

gobierno es condición para que los ciudadanos ejerzan sus derechos, 

pero paradójicamente la práctica de orientar o silenciar el debate a 

través de recursos del Estado es una vía para coartar las libertades.

En las democracias modernas, la publicidad de los actos de la au-

toridad es un elemento fundamental para el control ciudadano y la 

rendición de cuentas que no podría llevarse a cabo sin visibilidad y 

acceso a la información de los asuntos de interés público. En este sen-

tido, la obligación de publicitar los actos y acciones de los gobiernos es 

imprescindible para diferenciar a una democracia respecto a otras 

formas de ejercer el poder con atribuciones ocultas, opacas e incluso 

invisibles, que caracterizan a regímenes autoritarios o despóticos. En 

buena medida, la información establece el sentido de lo público porque 

sólo a través de ella se construye lo común y general en democracia. 

En el plano normativo, lo “público” es el de la discusión y argumenta-

ción. Su operación es condición para proteger los derechos de la acción 

de los poderes y de la participación de la ciudadanía en la formula-

ción y la defensa de las leyes. Ahí la justificación de la comunicación 

social, pero nada más alejado de esto que el uso del dinero público 

como gasto político para promover la figura de servidores públicos, 

ecualizar o adocenar las críticas a los gobiernos o sus programas, o 

rehuir la rendición de cuentas con el silenciamiento de la información.

El establecimiento de estándares para encontrar equilibrios es 

un reto no sólo de la democracia mexicana, sino también de otras 

consolidadas como las europeas, y de sus medios y opiniones públi-

cas nacionales. Por ejemplo, la Encuesta Nacional de Parametría et al. 

(2016) señala que la percepción de periodistas y comunicadores 

sobre su papel en la democracia está dividida, ya que consideran 
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que su rol consiste en proporcionar información confiable, informar 

para formar una opinión pública, investigar y revelar la verdad, y ser 

el enlace entre la población y el gobierno; y por otro lado, creen que 

hay segmentos en su gremio que colaboran con el poder “a espaldas 

de la sociedad y la ciudadanía”, lo que desvirtúa el sentido de su 

trabajo y termina por erosionar la democracia.

En el caso mexicano, la persistencia de esa práctica se debe en 

buena medida a la falta de principios y reglas claras en el manejo de 

la publicidad gubernamental, aun cuando los vacíos de regulación 

no sólo se explican por omisiones legislativas, o a la confusión de 

límites legales en la relación entre poderes y medios. Es más bien el 

resultado de la voluntad política de la autoridad, de todos los parti-

dos por igual, por conservar el control en su actuación, ante la es-

casa presión social que obligue a ordenar y trasparentar este re-

curso público.

La publicidad oficial tras la alternancia política

La primera regulación tardó casi dos décadas tras la alternancia en 

el 2000, y nació con el rechazo de organizaciones civiles nacionales 

y críticas de organismos e internacionales. En una carta enviada al 

presidente Peña Nieto, 40 de ellas, especializadas en la materia, le 

pedían no publicar la Ley General de Comunicación Social, apro-

bada en el Congreso en mayo de 2018, por tratarse de una ley que:

Fomenta y legaliza malas prácticas y no cumple con los estándares 

mínimos necesarios para cambiar el uso inapropiado de la publicidad 

oficial en México como herramienta para ejercer la censura sutil.

A pesar de los cambios institucionales y políticas públicas a favor 

de la libertad de expresión y de mayor transparencia, la publicidad 

oficial sigue sin encontrar una solución que resuelva el problema de 
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una prensa con la libertad vulnerable por las dificultades para man-

tener sus finanzas a flote sin el gasto público en publicidad oficial.

Se trata de un viejo conflicto heredado que incluso incidió en la 

construcción de la agenda de la transición y en el nuevo arreglo 

político tras la alternancia. Un ejemplo es el papel que desempeñó 

la prensa para filtrar temas para la liberalización controlada y las 

reformas desde el poder que abrieron el sistema político. El control 

del gobierno, a través del régimen de concesiones, el monopolio del 

papel o la publicidad oficial limitaron el ejercicio de la libertad de 

expresión en la gradual apertura hacia el pluripartidismo. Pero so-

bre todo permitió a los reformadores del régimen tener márgenes 

para el manejo de la agenda de discusión pública. Esta dinámica se 

tradujo en formas de relacionarse con el poder que recortaron el rol 

de los medios como agente de cambio, aunque la apertura terminó por 

tener consecuencias no planeadas y situarlos como pieza clave del 

futuro sistema.

No obstante, el autoritarismo y la cercanía de la prensa con el 

pacto corporativo del viejo régimen también dejaron prácticas que 

perduraron hasta la actualidad y que dificultan cumplir con la fun-

ción esencial en una democracia de contrapeso del poder y super-

visión de los actos del gobierno. A pesar de que el modelo de la 

“prensa oficialista” se fue debilitando paulatinamente desde la elec-

ción de 1988, muchas de sus prácticas estuvieron presentes en el 

último gobierno priista antes de la alternancia y aun después. La 

presidencia de Zedillo (1994-2000) mantuvo vigentes viejas prácticas 

de soborno a los medios con directorios de periodistas “consentidos” 

del viejo régimen. También se sostenía, operando desde Los Pinos, un 

sistema de supuesto monitoreo, supervisión y control de medios para 

realmente promover información ad hoc o disuadir de no publicar de-

terminada nota.
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De acuerdo con el ex vocero de Fox, Rubén Aguilar, en entre-

vista, esto cambió en la relación con los medios tras el año 2000. El 

primer mandatario de la alternancia, asegura, no utilizó los instru-

mentos de poder y control, aunque no cambiaran en la ley respecto 

a su predecesor, por convicción democrática, y sobre todo porque 

el poder presidencial ya no era el mismo, se había desgastado.

La pérdida por primera vez de la mayoría en el Congreso en 1997 

fue la antesala de la salida del Pri del poder en 2000. El cambio de 

“condiciones objetivas del presidencialismo” como ese, se profundizó 

tras la alternancia en los estados y la nueva oposición priista desde 

sus feudos en los gobiernos estatales.

Las diferentes situaciones entre los dos mandatarios están mar-

cadas por ambos factores: el debilitamiento de la figura presidencial 

y un nuevo contexto político, junto con la voluntad política de Fox. 

“Las condiciones objetivas del poder presidencial se modificaron 

(entre Ernesto Zedillo y Vicente Fox), junto con la voluntad de cam-

bio de Fox”, subraya Rubén Aguilar (2015).

No obstante, los nuevos gobiernos de todos los colores políticos 

adoptaron las formas del viejo pacto corporativo para ejercer el 

poder, especialmente los ejecutivos estatales, que tras el año 2000 

comenzaron a actuar como “virreyes” locales ante el debilitamiento 

de la presidencia nacional. A pesar de ello, Fox, así como su sucesor, 

el también conservador, Felipe Calderón, mantuvieron muchas de 

las formas de gobernanza del viejo régimen, sobre todo en las rela-

ciones clientelares con sindicatos o grandes empresas de telecomu-

nicaciones y las dos grandes cadenas de televisión y, por supuesto, 

en la publicidad oficial.

La nueva época del “poder compartido” tuvo también impactos 

en la relación con los medios, derivados del surgimiento de un nuevo 

mercado de propaganda, así como de anunciantes privados. Para 
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Rubén Aguilar, el cambio más importante en la relación entre el po-

der y los medios es que antes del 2000 el gobierno compraba espa-

cios en los medios y, después de la alternancia, fueron los medios 

los que le vendían los espacios. La consecuencia de ello es que se 

produjo un aumento de su poder y de mayor autonomía respecto 

del poder político.

La alternancia política en 2000 llegó de la mano de la promesa 

de construir nuevas reglas para promover y proteger la libertad de 

expresión. El gobierno del Pan propuso establecer una relación dis-

tinta de la de sus antecesores con los medios, basada en el respeto 

irrestricto a la libertad de expresión y de prensa, y en una comuni-

cación gubernamental más abierta, menos convencional que en su 

momento despertó todo tipo de reacciones en la sociedad y entre 

quienes generaban la opinión publica (Aguilar, 2015).

Desde su toma de posesión, Fox pasó revista a los principios 

que prometía impulsar durante su gobierno, entre los que destaca-

ban: la búsqueda de un consenso político para concretar con éxito el 

proceso de transición, bajo la idea de que, más que nunca, gobernar 

es dialogar, para respetar la libertad de expresión y de recuperar la 

credibilidad social del gobierno disminuida por la percepción de 

corrupción. En la práctica, Fox entendió, tanto como sobredimen-

sionó, el lugar de los medios como el nuevo espacio donde se cons-

truyen los consensos políticos más allá del Congreso y los acuerdos 

con los partidos. Fue uno de sus aciertos, pero también del origen de 

la parálisis política que dominó a su administración en la relación con 

la oposición en el Congreso. 

Ese nuevo papel de la opinión pública como fuente de poder creó 

condiciones para llevar a los medios hasta un lugar central de la 

operación del sistema: como arena privilegiada del debate, espacio 

para el consenso y escenario de la competencia por el poder político. 
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La democratización del régimen abrió el camino para cambiar la 

relación de subordinación que mantenían con el Estado a cambio de 

protección, beneficios y prebendas. Pero experimentaron este pro-

ceso de mayor autonomía con una constante tensión interna y ex-

terna por la pugna de derechos entre el negocio y su responsabili-

dad social. En particular, los medios audiovisuales estuvieron sujetos 

a un conflicto permanente entre la defensa de sus legítimos dere-

chos patrimoniales y el compromiso con la libertad de expresión. 

Dicha colisión de derechos se agudizó a medida que aumentó el 

reclamo de acceso a la información y espacios de los nuevos actores 

políticos y de la ciudadanía como parte del proceso de democratiza-

ción y de mayor fortalecimiento de la sociedad civil.

A pesar de su mayor preponderancia en la vida política, los me-

dios están entre los poderes que más ganaron con la transición y 

menos contrapesos encontraron en el cambio. Sobre los primeros 

años del foxismo, Héctor Aguilar Camín aludió a una “borrachera 

democrática” para calificar la mayor libertad de la prensa para ha-

blar de todo y criticar a cualquiera, comenzando por el presidente 

Fox, en ocasiones con acusaciones o denuncias poco fundadas y 

hasta irresponsables. Fueron años de curva de aprendizaje tras dé-

cadas de control gubernamental sobre los periodistas.

Pero el poder de influencia que les dio el avance de la diversidad 

política los ubicó también en el centro de litigio y la confrontación 

por el poder público. Tras la alternancia en 2000, la clase política 

reclamaba su creciente capacidad de desafiar a las instituciones y 

jugar con sus trayectorias públicas, al punto de señalarlos como un 

obstáculo para la consolidación democrática, por su capacidad de 

influencia sobre el sistema político.

Varios años después, en el programa Fox Populi, a través de Mi-

lenio, el ex presidente Fox diría sobre su mandato que:
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En el sexenio 2000-2006, dimos amplia manga ancha a todo el mundo 

para expresarse, inclusive contra el presidente de la República, había 

que desmitificar esa figura presidencial que durante 70 años fue prác-

ticamente intocable.

En efecto, una de las mayores promesas de la alternancia fue 

remover los mecanismos de control que en manos del Ejecutivo 

hacían de la prensa un vehículo de transmisión de los mensajes 

de la Presidencia, a pesar de que siempre existió la crítica tolerada, 

principalmente en los medios impresos. Entre las reformas en pro 

de la libertad de expresión destacó la Ley de Transparencia y Ac-

ceso a la Información Pública, que dio lugar a la creación del ifai, 

como una de sus principales acciones para obligar a la autoridad a 

abrir los archivos oficiales, algo que hasta ese momento era sólo 

potestativo. También impulsó una reforma para la regulación de los 

tiempos oficiales en radio y televisión, en la que ciertamente no 

hubo mayor diferencia con los medios, salvo el acuerdo que redujo 

los porcentajes a cambio de mejores espacios.

“Nunca se entendió ese acuerdo —afirma Rubén Aguilar, ex vo-

cero de Fox en entrevista para este libro—, pero restó discreciona-

lidad a los medios para la colocación de los tiempos oficiales”. La 

reforma al reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión, vigente 

desde 1973, ofrecía actualizar la relación entre el Estado y los con-

cesionarios y permisionarios de medios radioeléctricos para ajus-

tarla a la actual realidad política y social de nuestro país, donde el 

papel de los medios de comunicación era esencial para consolidar 

una democracia moderna, aunque sin cambiar el régimen de conce-

siones. Dicha norma, de acuerdo con el texto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 10 de octubre de 2002, debía responder a 

“los principios de libertad de expresión, certeza jurídica y de respon-
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sabilidad social, para lograr un sano desarrollo de la industria de 

radio y televisión de nuestro país, tan importante para todos los 

mexicanos”. Sin embargo, su impacto fue prácticamente irrelevante.

En cambio, sobre la publicidad oficial, Aguilar recuerda que fue 

un tema que dividió al gabinete de Fox al interior:

La política de publicidad fue un tema de tensión en Los Pinos y al inte-

rior del gabinete. Alfonso Durazo (ex secretario particular de Fox) ma-

nifestaba su frustración por no concentrar el dinero de la publicidad en 

Los Pinos; pero no hubo marcha atrás porque Fox lo había concedido 

desde el inicio del sexenio.

El nuevo esquema de descentralización de la publicidad en las 

dependencias, sin embargo, no estuvo acompañado de una reforma 

para regularla de manera abierta y transparente. Además de las 

voces que dentro de su gobierno lo trataban de convencer para 

mantener ese mecanismo bajo su dominio, legisladores del Pan tam-

bién lo persuadieron de no ceder un instrumento al que ningún 

gobernante renuncia voluntariamente sin una presión política y 

social que lo obligue a soltarlo.

Hacia mitad del sexenio, el propio mandatario había sufrido en 

carne propia las críticas de los medios a su gobierno tras la liberali-

zación de los controles. Tanto los cuestionamientos como la pérdida 

de popularidad para sacar adelante sus reformas lo convencieron de 

no avanzar por esa línea, sobre todo porque en las elecciones inter-

medias no había conseguido la mayoría en el Congreso para “quitar 

el freno al cambio” y luego vendría la valoración de su administra-

ción en las urnas en 2006.

Así, el gobierno del “cambio” se restringió a modificar el acceso 

a los gastos de las campañas oficiales al interior de la administración 

y abrirlo a los secretarios. Los integrantes de su gabinete tuvieron 
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autonomía para decidir su gasto en publicidad, que en el último go-

bierno priista fue destinado básicamente a cuatro instituciones pú-

blicas: 80 por ciento a Pemex, Cfe, iMss y sHCP, mientras el otro 20 

por ciento al resto. 

Aunque Aguilar defiende que el gasto en comunicación se “de-

mocratizó”, el nuevo “modelo de comunicación” del foxismo consis-

tió básicamente en un asunto de cambios de estilo en la comunica-

ción, y en todo caso de autocontención del poder respecto al uso de 

mecanismos de presión de los anteriores gobiernos priistas. Así, se 

redujeron prácticas como las “llamadas a los directivos de los me-

dios” y buscó un acercamiento con los periodistas “como los emba-

jadores de los medios” a través de proveer información, recuerda 

Aguilar.

Pero las palancas de control político permanecieron casi intactas, 

aunque en efecto en un nuevo contexto de pluralismo político y di-

visión del poder presidencial a favor de los gobernadores de los 

estados. ¿Qué convenció entonces a los medios de abrir sus espa-

cios a la pluralidad? La competencia política y la alternancia en los 

gobiernos municipales y estatales, desde la década de los ochenta, 

fueron determinantes para que le dieran cabida a la oposición en sus 

espacios y respondieran a su compromiso con el derecho de acceso 

a la información pública. El avance de la pluralidad tuvo implicacio-

nes trascendentales, planeadas o no, sobre la conducta de los me-

dios y su relación con la oposición.

En las campañas presidenciales de 1988, el entonces Frente De-

mocrático (coalición de grupos que luego formarían el Prd) recibió 

solamente el 3.94 por ciento del espacio de los principales noticieros 

de televisión. Su mismo candidato, en 1994, obtuvo una cobertura 

total del 19.3 por ciento y para el 2000 el tiempo también creció al 

22.89 por ciento en la tercera campaña que Cuauhtémoc Cárdenas 
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corrió por ese partido. Esta tendencia se mantuvo constante para 

toda la oposición y, por ejemplo, para 2006, la cobertura para el Prd 

alcanzó el 33.38 por ciento del tiempo en radio y tv, lo que indica 

una distribución tripartita del total entre las tres fuerzas mayorita-

rias en esa contienda.6

¿Qué permitió ese cambio? Hubo diversos factores y sobre todo 

un contexto de legitimidad y confianza en la promesa del cambio 

democrático que llevó a Fox a la presidencia.

En primer lugar, los medios decidieron interactuar con los parti-

dos y aprovechar el nuevo mercado de anunciantes que abrió la 

competencia y la propaganda política. Entendieron que el plura-

lismo no era una amenaza, sino una oportunidad para vender a 

varios actores y dejar de depender de un solo cliente. El avance de 

la democracia y el pluralismo modificaron el modelo de negocio, 

puesto que ahora cualquier político echaba mano de los medios para 

construir su carrera. La vieja máxima del presidencialismo “impe-

rial” de que “político que se mueve no sale en la foto” cayó en des-

uso, y dio paso a un activismo que lanzó a los políticos de todos los 

partidos a buscar los reflectores para cobrar visibilidad. La llegada 

de la oposición a gobiernos municipales y estatales en la década de 

los noventa implicó el diálogo con interlocutores distintos al Pri para 

hacer negocios. Esta experiencia les enseñó que la pluralidad podría 

servir para sacudirse la tutela de un solo partido, cuyo poder men-

guaba en la geografía electoral.

Segundo, la perspectiva de que la oposición llegara finalmente a 

la presidencia avivó el temor por las concesiones. Los medios no 

tenían seguridad sobre las decisiones que tomaría la oposición de 

llegar al poder y la forma de cómo los afectaría. Durante décadas 

6 Raúl Delarbre (2001), Mediocracia sin Mediaciones, México, Cal y Arena.
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tuvieron la imagen de aliados del pacto corporativo; además, fueron 

blancos de ataques de los reclamos sobre la libertad de expresión. 

Ahora el temor por sus derechos de propiedad venía de los agentes 

del cambio; algunos de ellos los consideraban incluso un obstáculo 

para la democratización.

Tercero, la alternancia coincidió también con importantes reaco-

modos dentro de la industria mediática, con la entrada de nuevos 

perfiles de empresarios y con el relevo generacional en la televisora 

más grande del país. Respecto de los primeros, se trataba de lideraz-

gos que impulsó el “ala” modernizadora durante el gobierno de Car-

los Salinas de Gortari (1989-1994), para crear un nuevo empresariado 

capaz de enfrentar la apertura comercial y competir en mercados 

abiertos, tras el ingreso de México a la oMC y al Tratado de Libre 

Comercio (tlC). Pertenecían a generaciones alejadas de las formas 

del viejo autoritarismo y hablaban un lenguaje parecido a la tecno-

cracia, que se instaló en la presidencia desde principios de los 

ochentas; tenían una visión internacional y perspectiva sobre los 

cambios en el modelo de negocio, con las transformaciones tecno-

lógicas de internet y la convergencia digital, y no temían a la compe-

tencia ni a la libertad de expresión, especialmente si podían tener 

mejores oportunidades de negocio dentro y fuera del país.

Los nuevos “capitanes” de la industria vislumbraron que una 

sociedad abierta y el reparto del poder, basado en el consenso, los 

podría conducir a una zona privilegiada en el futuro. Aunque existía 

el peligro de que no fueran ellos los beneficiarios del cambio, en 

caso de que las fuerzas democratizadoras decidieran ajustar cuen-

tas por su apoyo al régimen y, sobre todo, por desoír en momentos 

importantes el reclamo de apertura y de libertad de expresión, como 

ocurrió en la matanza de 1968, o en la guerra sucia de los setenta. 

También en la escasa cobertura, principalmente de los medios ra-
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dioeléctricos en la elección de 1988 que aceleró la alternancia tras 

la primera gubernatura de oposición en Baja California con Ernesto 

Ruffo.

En la siguiente década sus dudas se fueron despejando a medida 

que comprobaron su lugar reservado en la democracia. La apertura 

de los medios fue trascendental para la llegada de Fox; éste, hacia el 

final de su sexenio, llegó a comentar entre su círculo cercano que 

no podían pedirle una reforma hacia los medios porque no podía 

arriesgar su sucesión en la elección de 2006, ni dar ventaja a los 

gobernadores. También reconoció que sólo podía haber abierto el 

entonces duopolio televisivo en el primer año de su gobierno, y des-

pués sería imposible, sobre todo porque vendría la madre de todas 

sus batallas: la reforma fiscal. Así se mantuvieron algunas de las 

principales formas de afectación ilegítima a la libertad de expresión, 

a pesar de su voluntad de modificar las pautas de la relación.

En el siguiente gobierno panista de Felipe Calderón, tampoco 

hubo una revisión del tema, y dejó de ocupar un lugar en la agenda 

de pendientes democráticos del nuevo gobierno. Con Calderón 

se regresó al esquema de concentración de la publicidad en la 

presidencia.

El Congreso también se mantuvo ausente de la discusión sobre 

publicidad oficial, a pesar del creciente poder compartido en su com-

posición. La mayor presencia de la oposición en el Congreso tam-

poco impulsó este tema, entre otras razones porque no contaba con 

el apoyo de los gobernadores interesados en dejar de manejar 

dichos recursos en las entidades con las mismas facultades dis-

crecionales que en el ámbito federal.

Otra promesa por regular la publicidad oficial tuvo lugar en la 

campaña presidencial de Enrique Peña Nieto, quien ofreció enca-

bezar un gobierno comprometido con garantizar la libertad de 
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expresión. En el Manifiesto por una presidencia democrática ex-

presó que:

Las críticas al presidente, en todos sus estilos y formatos, serán escucha-

das, respetadas y tomadas en cuenta, considerando que en una presi-

dencia democrática no caben ni la violencia en contra de periodistas ni 

la censura.

En el mismo documento se comprometió a crear una instancia 

ciudadana y autónoma para supervisar que la contratación de pu-

blicidad de todos los niveles de gobierno cumpliera con los princi-

pios de utilidad pública, transparencia, respeto a la libertad perio-

dística y fomento del acceso ciudadano a la información. Tal 

compromiso fue ratificado en el Pacto por México y en la reforma 

de Telecomunicaciones.

Entre las primeras iniciativas que prometió llevar al Congreso 

como presidente estaba una para regular y trasparentar las pautas 

de publicidad oficial. Una vez que inició su administración, el Pacto 

por México fue el primer acuerdo político nacional, en más de una dé-

cada, para impulsar reformas estructurales que no habían prospe-

rado con los gobiernos divididos desde la alternancia en la presiden-

cia, con lo cual comprometía a las tres principales fuerzas políticas 

partidistas a diversas políticas públicas y reformas legislativas, orienta-

das a cinco objetivos fundamentales: gobernabilidad democrática; 

crecimiento económico, empleo y competitividad; ejercicio pleno de 

derechos sociales y libertades; seguridad y justicia, así como trans-

parencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción. 

En su administración, el presidente Peña Nieto cumplió con la 

reforma constitucional de transparencia y acceso a la información 

pública, y a rastras con las leyes anticorrupción. Sin embargo, in-

cumplió con su compromiso de crear un órgano ciudadano que 
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supervisara la contratación de publicidad oficial que había ofrecido 

en campaña.

Como presidente de la República impulsaré una reforma constitucional 

para crear una instancia ciudadana y autónoma que supervise que la 

contratación de publicidad de todos los niveles de gobierno en medios 

de comunicación se lleve a cabo bajo los principios de utilidad pública, 

transparencia, respeto a la libertad periodística y fomento del acceso 

ciudadano a la información (Peña Nieto, 2012a).

El 16 de julio, Peña Nieto publicó un artículo en el diario Reforma 

llamado “El comienzo del cambio”, en el que reiteraba su compro-

miso de crear una instancia ciudadana y autónoma para supervisar 

la contratación de medios de comunicación con fines publicitarios en 

todos los niveles de gobierno (Peña Nieto, 2012b). Para mediados de 

su administración, y en respuesta al movimiento que habían impul-

sado jóvenes bajo el lema “YoSoy132”, surgió la nueva Ley de Trans-

parencia y el Sistema Nacional Anticorrupción, mientras que la de 

publicidad oficial quedó varada en el compromiso 95 del Pacto por 

México.

El camino inconcluso hacia la regulación  
de la publicidad oficial

Cuando Peña Nieto ofreció en campaña regular la publicidad ofi-

cial, ya había un mandato legal de cinco años previos. En 2007, 

durante el gobierno de Felipe Calderón, una Reforma Constitucio-

nal en materia electoral adicionó tres párrafos finales al artículo 

134, con el propósito de diseñar un nuevo modelo de comunica-

ción entre la sociedad y los partidos que prohibía la promoción 

personal de autoridades y la contratación directa de los partidos de 

propaganda política. El artículo tercero, transitorio de dicho decreto, 
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mandataba al Congreso de la Unión realizar las adecuaciones que 

corresponden en las leyes federales para reglamentar las restric-

ciones a la publicidad oficial, particularmente el gasto político, en 

beneficio de carreras personales de funcionarios públicos. Dicho 

artículo estableció que:

La propaganda deberá tener carácter institucional y fines informativos 

educativos y de orientación social. En ningún caso esta propaganda 

incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promo-

ción personalizada de cualquier servidor público.

Dos años después, otra reforma político-electoral de 2014 obli-

gaba nuevamente al Congreso a expedir la ley que reglamentara el 

artículo 134 constitucional, para establecer las normas a las que de-

berían sujetarse los poderes públicos, los órganos autónomos, las 

dependencias y entidades de la administración pública y de cual-

quier otro ente de los tres órdenes de gobierno, que garantizara que 

el gasto en comunicación social cumpliera con los criterios de eficien-

cia, eficacia, economía, transparencia y honradez, y que respetara los 

topes de los respectivos presupuestos de egresos.

Ante el incumplimiento del Congreso, la organización no guber-

namental Artículo 19 (con presencia internacional que defiende la 

libertad de expresión) promovió un amparo en contra de la omisión 

del Congreso. Un juez de distrito sobreseyó el caso, y la organiza-

ción interpuso recurso de revisión, el cual fue atraído por la Primera 

Sala de la sCjn.

La Corte reconoció que el Poder Legislativo había incumplido 

con dicha obligación y, en consecuencia, había incurrido en una 

omisión legislativa, debido a que la Constitución ordenaba al Con-

greso expedir una ley que reglamentara el párrafo octavo del artículo 

134 Constitucional antes del 30 de abril de 2014, por lo que el 15 de 
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noviembre de 2017 la Corte resolvió el amparo y ordenó al Congreso 

expedir una ley que regulara el gasto en publicidad oficial antes del 

30 de abril de 2018.

Con la resolución de la Corte, una coalición de organizaciones 

civiles, incluida Article 19, presentó al Congreso en diciembre de 2017 

una propuesta del plan de trabajo y principios de Parlamento Abierto 

para discutir la regulación del artículo 134 Constitucional. En ese 

marco, 85 organizaciones civiles, académicas y empresariales, así 

como expertos, medios de comunicación y periodistas suscribieron 

el documento Bases Mínimas para la regulación de la Publicidad Oficial, 

donde exhortaron al Congreso a cumplir con el mandato de la sen-

tencia de la Corte. Dichas bases recogían principios sobre regulación 

de la Publicidad Oficial y Libertad de Expresión de la oea y la CidH, 

para evitar su uso como censura indirecta. Por ejemplo, definir crite-

rios para asignar el gasto en publicidad, en función de la idoneidad 

del medio, incluir el principio de máxima publicidad para distribuir las 

partidas de comunicación social, transparencia y regulación de la 

medición de audiencia, circulación, visitas y rating, así como mecanis-

mos de control para el uso racional de recursos públicos.

La democracia requiere de un marco normativo que garantice 

que la comunicación de la autoridad con la ciudadanía sea de fácil 

acceso, transparente, de carácter informativo y bienestar social. Su 

ausencia deriva en la persistencia de malas prácticas como autocen-

sura, y ello abona a la desconfianza hacia las instituciones y au-

mento de los riesgos para la seguridad de los periodistas. 

Situación actual de la publicidad oficial

En el sexenio de Peña Nieto el gasto se acumuló cada año; hasta 

diciembre de 2016, el gobierno federal reportó un ejercicio preliminar 
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de más de 9,026 mdp7 y un gasto acumulado de 34,109 mdp8 en los 

cuatro primeros años de la administración. También ha consolidado 

la tendencia de ejercer mucho más de los recursos aprobados por 

el Congreso para ese rubro. Hasta 2016, los recursos destinados en 

ello resultaron 71 por ciento superiores a los presupuestados.

Si vinculamos las restricciones a la libertad de expresión con el 

desarrollo institucional, se puede observar que la pausada liberación 

del control gubernamental demoró la construcción de contrapesos al 

poder público, por ejemplo, en el acceso a la información de los gastos 

y receptores de la publicidad oficial. Hacia la segunda mitad de la ad-

ministración de Peña Nieto, la percepción de los periodistas —como 

refleja la Encuesta Nacional— y de los indicadores internacionales 

sobre las condiciones para el ejercicio de la libertad de expresión y las 

políticas públicas en su favor, arrojaban resultados y calificaciones 

decepcionantes.

Hay también resultados de algunos estudios que hablan de la 

problemática a nivel estatal, como el “Índice de acceso al gasto en 

publicidad oficial en las entidades federativas 2013” de Article 19 y 

Fundar. Después de tres años consecutivos de realizar el índice, se 

reporta una mejora en las condiciones de acceso a la información 

sobre el gasto en publicidad oficial, pero no lo suficiente para lograr 

revertir la opacidad en algunos estados. Asimismo, identifica que la 

presentación de recursos de revisión sobre peticiones de informa-

ción de los presupuestos de publicidad mejoran los resultados de 

transparencia en siete de las 10 entidades que los recibieron; sin 

embargo, aún hay una indebida clasificación de la información como 

7Secretaría de la Función Pública (2016). Gastos en comunicación social. Transparencia 

focalizada. Recuperado el 30 de marzo en: http://www.gob.mx/sfp/documentos/gastos-de-

comunicacion-social
8Suma de montos 2013 a enero-octubre 2016 en términos reales (pesos 2017). Idem.
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reservada, así como una ausencia de responsables claros, en tanto 

que es común la declaración de no competencia de las dependen-

cias, o bien las negativas de acceso por información en fiscalización.

Otra limitante para el acceso a la información radica en que está 

descentralizada en distintas entidades, por lo que los datos sobre el 

gasto en publicidad oficial no están en poder de una sola dependen-

cia. De algunas entidades incluso no se conoce con precisión el 

presupuesto aprobado para publicidad oficial por incluirlo en diver-

sas áreas denominadas de Comunicación Social. La información 

concerniente a los contratos es inaccesible.

El control de los sobre ejercicios es fundamental porque de ahí 

se infiere la ausencia de planeación en el presupuesto. La condición 

para que esta práctica se repita anualmente, muestra la poca volun-

tad para considerar un sistema de ejercicio presupuestario basado en 

resultados y el débil contrapeso de los congresos estatales, respon-

sables de aprobar el presupuesto y vigilar su ejercicio.

La mayoría de las entidades carecen de padrón de medios para 

la asignación de la publicidad oficial lo que asegura que ésta sea un 

nicho de opacidad importante.

accEso a la información dE publicidad oficial

En general, en el país hay consenso en torno a mantener el gasto de 

comunicación social, a la vez que una fuerte crítica a los presupues-

tos excesivos y el uso de la publicidad oficial para la promoción 

personal de políticos. Informar es una obligación de la autoridad, 

pero es necesario distinguir esa función del gasto político y generar 

controles para su asignación. El acceso a la información en este 

ámbito es fundamental, pero desdeñado por todos los niveles de 

gobierno. 
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Por ejemplo, el inai junto con Fundar crearon una plataforma para 

acceder a la información y ejercer el derecho a saber el monto y des-

tino del presupuesto en este rubro tanto a nivel federal como estatal. 

Se trata de una herramienta para trasparentar el gasto indebido y 

también para que los propios medios tengan claridad sobre el reparto 

de los recursos. Pero desde su lanzamiento a principios de 2017, 

apenas tres estados han subido su información a la plataforma (Chi-

huahua, Quintana Roo y Jalisco), mientras que el resto mantiene esos 

datos lejos del escrutinio público sin que la institución tenga faculta-

des para impedirlo.

A pesar de que la información pública crea un vínculo importante 

entre el gobierno y la ciudadanía, el desbalance de poder sobre esta 

exigencia sigue en favor de la autoridad a pesar de las reformas y 

leyes para revertirlo.

En la presentación de la plataforma, el comisionado del inai, Joel 

Salas, explicó el sentido del instrumento para el manejo de la publici-

dad oficial que “…Este tipo de herramienta lo que va a permitir es 

saber con precisión, cuánto se le paga a quién, por qué, y hasta 

dónde, y eso tiene que abrir un debate público sobre si hay coheren-

cia entre lo que se está pagando y lo que está publicando”, enfatizó. 

La explicación es un reconocimiento tácito de la limitante de la falta 

de acceso a la información en este punto para el ejercicio de la liber-

tad de expresión.

La idea fue subrayada por el gobernador de Chihuahua, Javier 

Corral, el primer estado en sumarse a la plataforma, en virtud de que 

—dijo— el uso de la publicidad para “premiar o castigar a los medios 

con la idea de la zanahoria o el garrote debe ser superada porque se 

vive otra época, una era de democracia, que merece y exige prensa 

libre”, en una postura similar al diagnóstico de diversas organizacio-

nes sobre la opacidad en el manejo de ella.



Los problemas de la libertad de expresión en México • 171

Consistente con lo anterior es el informe “Estado de la censura”, 

de 2012, donde Article 19 señala que alrededor de 26 entidades ejer-

cieron 5,377 millones de pesos en publicidad oficial, de los cuales sólo 

se mostró el destino del 47 por ciento de esos recursos, dejando en-

trever que no existe ningún control para este tipo de gasto. Simple-

mente de 2005 a 2012 se incrementó en un 85 por ciento.

Durante 2013, la administración pública federal ejerció 48 por 

ciento más del presupuesto aprobado para ese año, lo que resultó 

en 4,785 mdp, es decir, 2,333 mdp adicionales; mientras que para 

2014, el gasto fue de 830 millones de pesos más.

A la fecha, no existen datos sobre otro presidente como Enrique 

Peña Nieto que haya gastado tal cantidad en sus primeros años, pero 

se ha identificado que los sobre ejercicios se han tornado una cons-

tante, lo que reafirma la ausencia de planeación, deficiencia en el 

control del gasto y nula fiscalización. Si el gasto total en publicidad 

oficial en 2013 se compara con el primer año de los sexenios de 

Vicente Fox (2001) y Felipe Calderón (2007), la inversión de Peña 

Nieto es de 35 y 104 por ciento superior, respectivamente. Por ello, 

la transparencia por sí misma no es suficiente, sino que debe acom-

pañarse de contrapesos, control y fiscalización funcionales, así 

como de instituciones capaces de sancionar prácticas abusivas.

De igual manera, los periodistas, en la Encuesta Nacional de 

Parametría et al. (2016), identificaron a la publicidad oficial como la 

tercera limitante para ejercer la libertad de prensa (87 por ciento), 

sólo después de la violencia de parte de poderes locales y poderes 

de facto, como el crimen organizado.

Los columnistas, directores y dueños de medios de comunica-

ción, así como quienes laboran en radio y televisión tienen una 

mayor percepción de que la publicidad oficial y el financiamiento de 

los medios son variables que afectan su labor, ya que existen temas 
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que prefieren evitarse cuando “golpean” a los organismos o a los 

servidores públicos que contratan los espacios, sobre todo si los me-

dios viven prácticamente de la publicidad de instituciones públicas.

Limitantes de la libertad de prensa

Fuente: Parametría et al. (2016).

Concentración de medios

La concentración de medios de comunicación es un fenómeno glo-

bal, pero especialmente marcado en América Latina. En varios paí-

ses de la región casi el 50 por ciento de los servicios y productos de 

comunicación provienen de una sola empresa, por ejemplo, O’globo 

en Brasil o Clarín en Argentina. Sus manifestaciones están en la 

agenda de temas de organizaciones internacionales como la unesCo, 

por el impacto sobre el pluralismo, la diversidad y la difusión de la 

cultura. Principalmente por constituir una limitante a la libertad de 

expresión, al posibilitar el recorte de voces de la discusión en el es-

pacio público. “El pluralismo se ha visto históricamente limitado en 

la región debido a factores tales como el predominio del sector co-

mercial y la concentración de la propiedad de los medios en pocas 
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manos, lo cual a menudo ha sido la principal causa de la uniformidad 

en los contenidos y las agendas de información” (unesCo, 2014: 12).

Esta característica incluso ha llegado a convertirse en un pro-

blema para la democracia en la región, debido a que históricamente 

grandes empresas de comunicación sirvieron para apuntalar gobier-

nos autoritarios y hasta dictaduras en el Cono Sur (Sosa Plata, Ga-

briel, Concentración de medios de comunicación, poder y nuevas 

legislaciones en América Latina).9 La preocupación por la concentra-

ción ha dado lugar en los últimos años a legislaciones en la región 

para abrir el mercado, como, por ejemplo, en México con la reforma 

de Telecomunicaciones que entró en vigor en junio de 2013. El cam-

bio constitucional, como se ha explicado, tiene el objetivo de transfor-

mar un sector con dos décadas liderado por el cuasimonopolio de 

América Móvil, la empresa dominante desde que ganó la licitación 

por la privatización de Teléfonos de México (Telmex) en 1990. Tam-

bién se propuso promover la apertura del sector de radio y televisión, 

igualmente controlado por un duopolio de más de veinte años. Con 

la reforma se pretende responder a la necesidad de mejorar el ac-

ceso a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, especial-

mente a internet de banda ancha; fomentar la competencia, e incre-

mentar la infraestructura para que su uso sea más eficiente y se 

reduzcan los precios de los servicios. 

El nuevo marco normativo ha tenido efectos positivos, como la 

adjudicación de una tercera cadena de televisión nacional o la llegada 

al país de nuevas firmas como la estadounidense AT&T, una de las 

más grandes del mundo en este sector. Sin embargo, problemas 

como la distribución discrecional de la publicidad oficial introducen 

sesgos que limitan en la práctica las oportunidades de mercado de las 

9El Cotidiano [en línea] 2016, (Enero-Febrero): [Fecha de consulta: 28 de junio de 2018] 

Disponible en:<http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=32543454003> ISSN 0186-1840)
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empresas. La ley representa sin duda un avance para atacar prácticas 

monopólicas, pero tres años después de entrar en vigor se mantienen 

rigideces para el objetivo de modificar el porcentaje de mercado de 

las empresas. En el mejor de los casos puede decirse que en los mer-

cados de telecomunicaciones (fijo, móvil y de tv de paga), los benefi-

cios para su operación y consecuente oferta de servicios se encuen-

tran demorados. Uno de los factores que causa distorsión en el ámbito 

de la radio y televisión es otra vez la publicidad oficial.

Los tres años siguientes a la aprobación de la ley, en el periodo 

2013-2016, tanto Televisa como TV Azteca fueron los medios más 

beneficiados por las campañas de comunicación social de la adminis-

tración de Enrique Peña Nieto. De acuerdo con datos del Portal de 

Obligaciones de Transparencia del inai, los proveedores que más 

dinero público recibieron para difundir publicidad oficial fueron 

Grupo Televisa, con el 17 por ciento total del presupuesto gastado 

en ese periodo que asciende a 37,725 millones, mientras que a TV 

Azteca le tocó el 9.8 por ciento. Es decir, entre las dos televisoras que 

controlan el sector sumaron cerca del 25 por ciento de la asignación 

de contratos por publicidad oficial en ese periodo, si bien es cierto que 

aún no había entrado al aire la tercera cadena.

En los últimos cuatro años, sólo seis proveedores recibieron el 

38.8 por ciento (14,073 millones de pesos) del gasto total en publici-

dad oficial. La preferencia puede verse por año: en 2013, ambas 

televisoras concentraron el 25.2 por ciento del presupuesto; en 

2014, el 24.1 por ciento; en 2015, el 27.7 por ciento y en 2016, el 29.4 

por ciento.

En general, el gobierno ha invertido más en televisión que en 

cualquier otro medio; en 2013 se ejerció el 35.5 por ciento del gasto 

en televisión y en 2016, el 37.8 por ciento. En radio, para cada uno de 

los cuatro primeros años de esta administración se destinó alrededor 
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del 20 por ciento de la publicidad y los medios impresos alcanzaron 

el 17 por ciento para cada año.

La preocupación por la concentración de medios figura entre los 

obstáculos a la libertad de expresión en la Encuesta Nacional. Para el 

82 por ciento de los encuestados es la cuarta limitante a la libertad 

de prensa.

En el marco de la Reforma de telecomunicaciones, las opiniones 

sobre la pluralidad de los medios para difundir la información perio-

dística está dividida, ya que un 48 por ciento cree que no existe sufi-

ciente pluralidad y un 49 por ciento considera que sí la hay, sólo un 

3 por ciento decidió no contestar a la pregunta.

Sobre las prácticas monopólicas y anticompetitivas, un 76 por 

ciento considera que existen en el sector y en la región donde tra-

bajan. Sólo dos de cada 10 personas opinó negativamente y un 4 por 

ciento prefirió no contestar.

La concentración de medios que vive de la publicidad oficial es 

un problema para la democracia en el país. De acuerdo con diversos 

informes de organizaciones civiles, de enero de 2013 a diciembre de 

2017, el 55.96 por ciento del gasto en este rubro fue destinado úni-

camente a 20 medios de comunicación y el 44.04 por ciento restante 

se repartió entre más de 3 mil empresas. 

Más allá de la distribución discrecional, las cifras permiten ver 

que muchos de los medios, incluso los menos favorecidos, depen-

den de la publicidad oficial para su subsistencia. Con el enorme peso 

del dinero público, el gobierno federal y los estados pueden dirigir 

u orientar la agenda de discusión y el debate público.

“Por supuesto, el uso del dinero público limita la libertad de ex-

presión, pero sin ese dinero público no habría medios en México”, 
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dijo Marco Levario, director de la revista Etcétera al New York Times. 

“Todos somos cómplices en eso”.10

Además de las repercusiones del modelo de negocio en el ejer-

cicio de la libertad de prensa, hay otros factores que también des-

piertan viejas prácticas como la censura y autocensura. De acuerdo 

con las respuestas de la encuesta, los periodistas revelan que en 

México es difícil ejercer la libertad de prensa, aunque reconocen 

avances en el marco jurídico que protege estos derechos. Al res-

pecto, los columnistas entrevistados aseguran que en el país hay 

libertad de expresión, pero que se deben asumir los riesgos de los 

temas por cubrir, mientras que los reporteros tienen una postura 

más crítica porque opinan que existe una maquinaria política y em-

presarial que condiciona su trabajo. Por su parte, los directivos y 

dueños de los medios de comunicación saben que los temas y el tipo 

de empresa informativa influyen en la libertad para publicar o no, 

porque pueden llegar a involucrar personas o intereses, y por ello 

aparece la autocensura o la censura, dependiendo de con quién se 

involucren.

De sus opiniones se entiende que en la mayoría de los casos la 

interferencia gubernamental directa es innecesaria. Ello porque el 

temor a sufrir amenazas o las condicionantes del mercado de anun-

ciantes son suficientes disuasivos para tomar previsiones.

En ese sentido, el modelo de comunicación ha traído consigo 

tres consecuencias adversas para el ejercicio de la libertad de expre-

sión y de prensa: a) interfiere en la agenda pública con intereses 

políticos o de otra índole, b) reproduce viejas prácticas corporativas 

y clientelares, y c) limita el papel de los medios como contrapeso del 

10https://www.nytimes.com/es/2017/12/25/con-su-enorme-presupuesto-de-publicidad-el-

gobierno-mexicano-controla-los-medios-de-comunicacion-pri-pena-nieto/
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poder y vigilante de los abusos en el manejo de los recursos públi-

cos, la corrupción, el tráfico de influencias o los conflictos de interés.

pEndiEntEs dE la publicidad oficial

El Congreso de la Unión aprobó en la madrugada del 26 de abril de 

2018 la primera Ley General de Comunicación Social para regular 

la publicidad gubernamental, en cumplimiento de la sentencia de la 

sCjn que ordenaba subsanar la antigua omisión legislativa. Con una 

mayoría formada por el Pri y sus partidos aliados, el Senado dio 

finalmente su aval a una minuta de la Cámara de Diputados, cues-

tionada por organizaciones civiles y las relatorías de libertad de ex-

presión de la onu y la CidH, por conservar el esquema de discrecio-

nalidad en la contratación de la propaganda gubernamental. Ambas 

relatorías expresaron preocupación porque la ley preservaba crite-

rios arbitrarios en la asignación y el uso de la publicidad oficial en 

todos los órdenes de gobierno.

La ley fue aprobada en votación dividida en la Cámara Alta con 

60 votos a favor, 46 en contra y una abstención, aunque su diseño 

y reglas de operación, en opinión de sus críticos, mantienen elemen-

tos del statu quo anterior sin resolver.

Si bien el objetivo de la ley es reglamentar el modelo de propa-

ganda gubernamental y garantizar que el gasto destinado a esta 

materia cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia, economía, 

transparencia y honradez, el problema observado por las críticas es 

que la ley no cumple con la sentencia de la Corte de eliminar condi-

cionantes o restricciones a la libertad de expresión, ni cuenta con 

criterios claros para decidir cómo entregar los recursos de comuni-

cación social, para evitar el manejo arbitrario y el gasto excesivo, y 

tampoco es contundente en prohibir el uso de publicidad oficial para 
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fines electorales, aunque el artículo 134 constitucional y las leyes en 

esa materia sancionan el uso de dinero público por parte de funcio-

narios para la promoción personal con objetivos políticos.

La nueva ley nació cuestionada, precisamente, porque no modi-

fica el proceso de toma de decisiones en manos del Ejecutivo y las 

reglas de operación para la asignación de publicidad oficial a través 

de sus dependencias. No logró desmarcarse del proceso político y 

sacar del control del poder un recurso que ninguna autoridad qui-

siera ceder sólo por convicción democrática. 

Todo indica que el debate continuará, y habrá que diseñar no 

sólo una buena ley, sino una verdadera política de publicidad oficial 

y comunicación social, alejada del esquema de repartición de rentas 

estatales, que garantice los principios y mecanismos para verificar 

lo anterior.

Mariana Campos, integrante de México Evalúa (una organiza-

ción civil especializada en el análisis del manejo transparente del 

presupuesto público), en entrevista para este libro, aseguró que una 

buena ley de publicidad tendría que comenzar por definir sus reglas 

de operación y la forma de cómo se administrarían los recursos 

públicos, en tres ámbitos fundamentales:

1. Definir lo que se considera publicidad gubernamental para 

diferenciarla del gasto político en comunicación social. Podría tener 

incluso un listado del tipo de informaciones, según el interés pú-

blico y la obligación del Estado de pagar algunas informaciones o 

campañas.

La pregunta con que debería comenzar la definición de la ley es: 

¿qué debe pagar el Estado para cumplir con su obligación de infor-

mar, en función de mensajes de interés público y qué información 

de asignación presupuestal estaría excluida por tratarse de gasto 

político? Precisar los límites entre uno y otro rubro es el primer paso 
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para regularla e impedir su uso como gasto político. Enseguida sería 

necesario establecer quién administrará la ley, el órgano o la depen-

dencia que decidirá sobre las asignaciones que la actual norma, 

aprobada de Comunicación Social, dejó en manos del Ejecutivo vía 

la Secretaría de Gobernación. Es decir, hay que precisar el alcance 

de la ley.

Article 19 solicitó marcar la diferencia entre la publicidad oficial 

y las campañas electorales, pues aun cuando se vinculan directa-

mente con el derecho a la información, no tienen los mismos objeti-

vos. Las campañas electorales deben sujetarse a las reglas previs-

tas en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

y demás normatividad, emitida por las autoridades electorales, en 

tanto promueven a candidatas y candidatos en los procesos electora-

les, pero contrario a eso, la publicidad oficial debe tener carácter 

institucional y fines informativos, educativos o de orientación social 

en tanto no se pueda promocionar a las personas servidoras públi-

cas. Esta precisión debe formar parte del alcance de la ley y de su 

impacto regulatorio en otras leyes.

2. Definir las reglas de operación y la instancia que administrará 

la ley, su naturaleza y alcances.

Uno de los mayores problemas del actual manejo de la publici-

dad oficial es el incremento incontrolado de las partidas, muy por 

encima de los presupuestos aprobados por el Congreso para esa 

materia. Hasta ahora ha correspondido a la sHCP autorizar los incre-

mentos en el gasto y ampliaciones presupuestarias para comunica-

ción social. La sHCP hace las reglas de aportaciones presupuestarias 

y al mismo tiempo decide los montos de comunicación social, sin 

que el Congreso intervenga en ello.

Este crecimiento desordenado confirma las deficiencias del con-

trol presupuestal; la regulación de la publicidad oficial no depende 
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sólo de contar con una ley, sino de la toma de decisión y los contra-

pesos para evitar el uso político de la comunicación social, donde 

exista participación de la ciudadanía y medios. Algo que ya figuraba 

en la promesa de campaña de Peña Nieto, pero que finalmente fue 

relegado en la ley aprobada por el Congreso.

Si el objetivo es evitar que la publicidad oficial se use para premiar 

o castigar líneas editoriales, la regulación debe poner el acento en la 

forma en que se toman las decisiones y en quiénes las toman. De no 

ser así, se abre la puerta a una ley que no tendrá capacidad para re-

mover este obstáculo a la libertad de expresión, y nuevamente fun-

cionará como simulación institucional y de política pública.

La regulación de este rubro se inscribe en un cambio de mayor 

calada, que es modificar atribuciones del secretario de Hacienda para 

cambiar el presupuesto con amplios márgenes de discrecionalidad.

Las instancias para decidir sobre la publicidad oficial tendrían 

que caracterizarse por la pluralidad de sus integrantes y contrape-

sos que transparenten y equilibren el reparto y la asignación.

La simulación institucional es, como muestran las respuestas de 

los periodistas en la Encuesta Nacional, uno de los puntos que ex-

plican su desconfianza en las instituciones, incluso de aquellas au-

tónomas que se crearon para revertir ese déficit del Estado mexi-

cano y recuperar su legitimidad. Por ello, el diseño legal e 

institucional resulta de los aspectos fundamentales en la regulación 

de la publicidad oficial.

3. El sistema de contratación pública.

El diseño de una ley debe asegurar reglas de operación adecua-

das y generar contrapesos reales —vigilancia—, de lo contrario se 

prestará a la simulación. La clave para desactivar el uso del gasto 

político para premiar o castigar líneas editoriales es el control real 

en la toma de decisiones, y la justificación de las contrataciones.



Los problemas de la libertad de expresión en México • 181

El tercer punto central que debería contener la ley es pues, la 

definición y operación de la contratación pública. En general, los 

sistemas de contratación de la administración pública han fraca-

sado, como ha ocurrido en los contratos de obra pública y en garan-

tizar la trasparencia en los contratos con los medios.

Los contratos no suelen ser información de carácter pública en 

el caso de los medios. El régimen legal de transparencia y anticorrup-

ción, como en otras partes del mundo, es poco claro respecto a las 

obligaciones de los privados, aunque hay disposiciones para inves-

tigar las tramas entre las autoridades y las empresas. Pero si se 

atiende al principio constitucional de máxima publicidad en el ori-

gen y destino del dinero público, cualquier particular tendría que 

estar obligado a trasparentar el dinero público que recibe para la 

difusión de información pública. Es por ello que la regulación de 

la comunicación social tendría que incluir mecanismos de control 

sobre los receptores del gasto.

Además de estos puntos, la regulación de la publicidad oficial, 

según Article 19, debía incluir una “Agenda Mínima en materia de 

Libertad de Expresión e Información” conforme al informe Democra-

cia simulada: nada que aplaudir. Esta agenda contiene objetivos, accio-

nes y responsables de implementarlas, para garantizar los derechos 

a la libertad de expresión y de prensa, así como de transparencia y 

acceso a la información pública, articulado en principios que aclaran 

que la publicidad oficial no debe desaparecer, pero su ejercicio debe 

regularse en torno a los medios de comunicación, la protección y 

acceso a la justicia de periodistas, los derechos digitales, la transpa-

rencia y la rendición de cuentas y garantizar un espacio cívico para 

el ejercicio de la libertad de expresión y de prensa.

En resumen, lo más importante de una buena ley de publicidad 

oficial depende de que el diseño institucional sea capaz de superar 
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los problemas heredados y los arreglos políticos que han debilitado 

el funcionamiento de otras leyes, o de los órganos autónomos res-

ponsables de vigilar su cumplimiento.

las condicionEs laboralEs dEl pEriodismo

Es difícil evaluar el funcionamiento de las reglas de la competencia 

por el poder o las reformas democratizadoras sin conocer la situa-

ción de los periodistas y los procesos políticos en que ejercen su 

trabajo. Establecer la forma de relación entre los medios y el Estado 

es indispensable para analizar la eficacia de las reformas institucio-

nales, y de las leyes de las últimas dos décadas a favor de la libertad 

de expresión y de prensa.

En la relación entre la prensa y la democracia de cualquier país 

del mundo, hay aspectos pendientes para su buen funcionamiento, 

como la capacidad de los Estados para garantizar y promover las 

libertades. En México, las maneras como se articula esta relación 

dependen en buena medida de las características del proceso polí-

tico, en el que persisten prácticas en la toma de decisiones que limi-

tan su rol como guardián de los actos de los servidores públicos y 

el contrapeso del poder. A pesar de haber dejado atrás el “modelo 

de prensa oficialista”, aún existen condicionamientos del viejo auto-

ritarismo que recortan su alcance y afectan el desempeño de las 

instituciones, como la ineficacia del combate a la corrupción pública, 

la transparencia y la obligación de las autoridades a rendir cuentas.

Por ello es fundamental tratar de conocer, como propone este 

libro, junto con las respuestas de las instituciones, las nuevas deman-

das sociales, las percepciones, los comportamientos y las estrategias 

de actores centrales de la vida democrática como los medios y los 
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periodistas, aunque hasta ahora son los que menos han hablado, y 

sus percepciones directas son poco conocidas en público.

Uno de los principales hallazgos de la Encuesta Nacional de Li-

bertad de Expresión y Ejercicio del Periodismo en México es que, a 

pesar de las reformas, los periodistas en el país enfrentan condicio-

nantes en el manejo de la información y prevalece la autocensura 

por diversos factores.

La mayoría de las personas encuestadas opina que la censura es 

una práctica presente, tanto desde el interior de los medios de comu-

nicación (93 por ciento), como por elementos externos a los mismos 

(92 por ciento), y sólo un 10 por ciento la considera una práctica in-

dividual (autocensura).

De estos datos destaca, por perfil de los encuestados, que los 

productores son quienes más consideran que la censura proviene 

de agentes externos al medio de comunicación y desde el interior, 

mientras que los editores o jefes de sección piensan que la censura 

es una práctica individual (autocensura). 

Las personas de radio aseguran por unanimidad que la censura 

más frecuente proviene de elementos externos a los medios de co-

municación; en cambio, los medios digitales son quienes más la 

asocian con la práctica interior, y quienes trabajan en televisión 

opinan que es una práctica individual.

Tal como lo señaló Eduardo Bohorquez (2016) en la presentación 

de los resultados de la Encuesta, las percepciones de periodistas y 

comunicadores sobre la censura y la autocensura tienen un efecto 

de control sobre la prensa, pues en ocasiones son los propios direc-

tores editoriales quienes las propician, o los responsables de conte-

nidos que se autocensuran como una medida de protección “para 

no meterse en mayores complicaciones”.
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Para identificar el grado de autonomía laboral, se consultó a los 

participantes de dicha Encuesta sobre qué tan de acuerdo o en des-

acuerdo estaban con las siguientes afirmaciones:

Fuente: Parametría et al. (2016).

La mayoría de los periodistas encuestados manifestaron que hay 

libertad de elección de sus temas (83 por ciento), autonomía (78 por 

ciento) y cobertura de los temas de su interés (77 por ciento), y que 

cuentan con políticas editoriales y códigos de ética. Sin embargo, 

más de la mitad señaló que no siempre se tiene conocimiento del 

código de ética ni del respeto de valores éticos por los propios me-

dios, y que el 80 por ciento desconfía de las instituciones y procedi-

mientos gubernamentales que protegen la labor periodística.

En contraste con lo anterior, en la Encuesta se identificó que en 

los lugares de trabajo de los periodistas existen, con frecuencia, las 

siguientes situaciones:

83%

78%

77%

75%

66%

60%

56%

55%

17%

17%

21%

22%

23%

32%

38%

42%

43%

80%

En mi lugar de trabajo poseo la libertad
para elegir los temas para reportear o investigar

Poseo la autonomía para determinar los aspectos
que quiero destacar de un tema o noticia

Cuando encuentro que un tema es interesante para reportear o investigar,
siempre logro que sea cubierto en el medio en que trabajo

Las condiciones de tu trabajo te permiten respetar la ética profesional

En el medio donde trabajo existe una política editorial bien definida

Los documentos que redacto para reportear o investigar
no suelen ser editado por mis superiores o colegas

Algunas veces los valores (límites) éticos no son respetados
en el medio en que trabajo, debido a presiones comerciales por

acuerdos con actores privados/empresariales

El medio en el que ejerzo cuenta con un código de ética claro
y conocido por todos los profesionales que trabajan ahí

Existe confianza en las instituciones y los procedimientos
 gubernamentales que protegen el trabajo periodístico

Muy de acuerdo/ De acuerdoEn desacuerdo/Muy en desacuerdo
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Los dueños intervienen
activamente en las decisiones editoriales

El medio a veces no publica, o suaviza
información que puede perjudicar a ciertos grupos

El área de publicidad o administración participa
en las decisiones editoriales

En el medio lo han amenazado con perder el
empleo si revela información

71%

66%

42%

9%

26%

33%

53%

89%

Siempre/A vecesOcasionalmente/Nunca

Fuente: Parametría et al. (2016).

Un problema de autonomía se refleja en que el 71 por ciento de 

los entrevistados cree que los propietarios del medio de comunica-

ción intervienen en las decisiones editoriales, esta percepción se 

fortalece en los productores de radio y televisión.

El 66 por ciento de los redactores y editores percibe que cons-

tantemente no se publica o se suaviza la información por miedo a 

perjudicar a ciertos grupos; la radio es el tipo de medio en donde 

más ocurren estas situaciones.

Amenazas como perder el empleo si se revela cierta información 

ocurren con más frecuencia en la prensa escrita. La televisión es el 

medio que presenta la participación más elevada de las áreas de 

publicidad o administración en las decisiones editoriales. 

En la Encuesta también se consultó a los participantes sobre la 

ética y la autonomía laboral en su lugar de trabajo. Con respecto a 

la autonomía, 8 de cada 10 personas aseguró que sí tiene libertad 

para elegir los temas que va a reportear o investigar (83 por ciento), 

dice poseer la autonomía para determinar los aspectos por destacar 

en un tema o noticia (78 por ciento), o considera que siempre logra 
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cubrir un tema interesante para reportear o investigar (77 por 

ciento); mientras que 6 de cada 10 personas afirmaron que los do-

cumentos que redacta no son editados por sus superiores o colegas.

Los productores de radio y televisión tienen mayor libertad para 

elegir sus temas, y los documentos que redactan no suelen ser edi-

tados por otros colegas, mientras que los directores y subdirectores 

son el grupo que más logra que un tema interesante sea reporteado 

o investigado en su medio.

En relación con la ética, los porcentajes disminuyen ya que el 75 

por ciento de los participantes está de acuerdo con que las condicio-

nes de su trabajo permiten respetar la ética profesional; 66 por ciento 

afirma que en su medio hay una política editorial bien definida, y más 

de la mitad (55 por ciento) asegura que el código de ética es claro y 

conocido por todos. No obstante, un 56 por ciento cree que algunas 

veces los límites éticos no son respetados debido a presiones comer-

ciales y empresariales.

Los productores de radio y televisión son quienes mayormente 

consideran que existe un código de ética claro y conocido por todos. 

Quienes ocupan puestos directivos perciben, en su mayoría, que las 

condiciones de su trabajo permiten respetar la ética profesional, 

mientras que las personas pertenecientes a medios digitales o redes 

sociales son los que menos están de acuerdo.

violEncia y cEnsura

El objetivo central de la estrategia contra el narco desde el día 1 y a 

lo largo de la última década fue debilitar al crimen organizado con el 

ejército en la calle en tareas de seguridad pública, mientras que la 

espiral de violencia se asumió como un costo asociado y poco calcu-
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lado. Una conjetura que ha representado más de 200 mil muertes 

en una década. Como escribí en Excélsior (Número Cero 17/5/17), 

una concreción de esta mala cuenta es el asesinato de periodistas, 

que en la ecuación se salda como daño colateral, aunque no hay 

democracia que resista que se desprecie la libertad de expresión.

Como el fenómeno no cabe en la operación matemática para 

disminuir el vigor o el poder del crimen, a lo sumo a su fragmenta-

ción, entonces la amenaza contra la libertad de expresión se expulsa 

como un cólico nefrítico o hepático. En el combate contra los cárte-

les, los crímenes contra los periodistas, como subproducto inde-

seado del proceso, se convierten en cálculos, pero de otro tipo. De 

los que se forman en la vejiga de la orina, en los riñones o, para el 

caso, en las glándulas salivales. El “mal de piedra” se descarga en 

el señalamiento de enemigos globales e inimputables como la gene-

ralización del crimen organizado. ¿Quién es el responsable de la 

ejecución del periodista sinaloense Javier Valdez y el cierre de su 

columna “Malayerba”? ¡Funteovejuna! la excusa de la autoridad para 

lavarse las manos como si el delito fuera sólo una calamidad, una 

dolencia o una derivada del proceso fuera de control.

El narcotráfico está porque no hay gobierno… el principal pro-

blema que tenemos para el ejercicio periodístico es la autoridad, 

advertía Valdez, que acabó por ser víctima de su “lengua larga” como 

dijera como epitafio para Miroslava Breach también asesinada días 

antes en Chihuahua y una larga lista que, nombre tras nombre, su-

maban ya en 2017, cuando él fue ejecutado, 30 homicidios de perio-

distas en el sexenio.

Valdez fue el sexto asesinado en 2017, pero la lista siguió cre-

ciendo al año siguiente hasta sumar 44 en julio de 2018 desde que 

comenzó el sexenio de Peña Nieto. Al igual que con otros, se es-

pecula si el móvil fue político o un mensaje del crimen. “Riodoce”, 
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la publicación que fundó, ha sido muy crítica con los últimos 4 go-

bernadores del estado de Sinaloa, independientemente del color 

partidista. Ni que agregar de su trabajo periodístico como uno de los 

mejores reporteros del narco, cuya información ayudó a explicar y 

entender. Fue un periodista prudente, que varias veces tuvo que 

salir de su estado por amenazas, pero acabó engullido por la violen-

cia que, como denunció muchas veces en “Malayerba”, volvió a 

elevarse en Sinaloa desde la extradición del líder del cártel de Sina-

loa, Joaquín Guzmán Loera alias el “Chapo”. Su ejecución confirmó 

que no se puede reducir el delito sin bajar la violencia, ese estado 

de indefensión que invita a sicarios a matar, tanto como a poderes 

formales y caciques políticos. Así es como perciben los periodistas 

la violencia y la amenaza como limitante de la libertad de presa tanto 

del crimen (71 por ciento) como de poderes locales (67 por ciento), 

de acuerdo con la Encuesta Nacional.

Los crímenes de alto impacto como los de los periodistas debían 

haber contribuido hace mucho a poner en el centro de la estrategia 

contra el delito una reducción de la violencia como criterio central. 

Por lo pronto, la suma de atentados contra la libertad de expresión 

ha acabado por conmover a un gremio dividido, y su ejecución en 

2017 cruzó la raya roja de permisividad de un sector desmovilizado. 

El crimen obliga a revisar el fracaso de mecanismos de protección 

y fiscalías especiales. La impunidad ha sido devastadora con 2 con-

signados en 17 años en donde se registra la muerte de más de 105 

periodistas, ataques a medios y retenciones como sucedió a 7 perio-

distas en Guerrero poco antes del asesinato de Valdez en 2017.

Se necesitan tribunales que sirvan, pero no se activarán sin re-

clamo social y mientras la libertad de expresión sea un daño colate-

ral de la violencia. ¿Qué tanto conmovió a una ciudadanía que des-

confía de sus periodistas? La indignación y el reclamo de ella es 
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imprescindible para superar socialmente esa consideración de los 

informadores como “mala piedra” de las consecuencias no deseadas 

del combate al narco.

En efecto, la falta de respaldo de los medios con los periodistas, 

así como de la solidaridad entre el gremio es otro factor que expone 

el ejercicio de la prensa a la violencia y autocensura como medida 

de protección para conservar la vida. No obstante, el asesinato de 

Javier Valdez logró algo difícil hasta ese momento: convocar a pe-

riodistas, representantes de organizaciones nacionales e internacio-

nales, ciudadanos, estudiantes y lectores de todo el mundo. Tras su 

ejecución, organizaciones de noticias se unieron para denunciar la 

violencia contra la prensa en México, donde los asesinatos de perio-

distas alcanzaron un récord este año. Un total de 39 grupos de me-

dios firmaron un comunicado y propusieron una serie de medidas 

de protección para rescatar a la libertad de expresión de esta ame-

naza para la democracia.

“Los medios y organizaciones convocantes creemos que el ase-

sinato de Javier Valdez no sólo no puede quedar impune, también 

debe reforzar la solidaridad del gremio y echar andar nuestra capa-

cidad para trabajar juntos”. La toma de postura reflejó el creciente 

consenso dentro del medio sobre algunos de los elementos que fa-

vorecen el uso de la violencia para imponer el silencio, de acuerdo 

con su propio diagnóstico:

• Corrupción e ineficiencia de instancias locales de procuración y 

administración de justicia.

• Inoperancia de mecanismos nacionales de seguridad para perio-

distas.
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• Publicidad oficial excesiva y opaca. En contraste, la falta de re-

cursos económicos, operativos y de seguridad de organizaciones 

sociales de protección a periodistas.

• Autocensura de medios locales como reacción a la violencia.

• Informalidad y desprotección laboral de periodistas.

• Falta de involucramiento de dueños y cuerpos directivos de me-

dios de comunicación.

Su evaluación de la problemática es consistente con los datos de 

la Encuesta. En ella se observa que ante situación de peligro, los 

periodistas obtienen diversas reacciones de sus jefes en los me-

dios de comunicación, que van desde el apoyo hasta la indiferencia.

Ante esta pregunta, el 90 por ciento de los encuestados decidió 

abstenerse de contestar. Enseguida, la indiferencia de los jefes fue la 

reacción que tuvo más menciones con un 17 por ciento, después de 

un ofrecimiento de apoyo legal por parte del medio, con un 13 por 

ciento, al igual que el de ayuda en protección. El menor porcentaje se 

registró en formas de apoyo económico y psicológico, con un 3 por 

ciento cada uno.

Entre las reacciones negativas hacia los periodistas agredidos 

está el rechazo o escepticismo por parte de los superiores (5 por 

ciento), el despido del medio en que trabajaba (3 por ciento) y la 

marginación y desprestigio del periodista agredido (1 por ciento).

Los comentaristas de radio o televisión fue el grupo que recibió 

más apoyo legal, y mayor ayuda en protección de sus jefes. En con-

traste, los redactores o editores recibieron una reacción de indife-

rencia y los productores de radio o televisión tuvieron mayores 

menciones de rechazo o escepticismo.
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Violencia y apoyo de los medios 
“En relación con su trabajo, ¿cuál fue la reacción de su jefe  

al enterarse del peligro al que usted era sujeto?”

Fuente: Parametría et al. (2016).

Por tipo de medio, todas las personas encuestadas que laboran 

en radio y televisión señalaron que nunca recibieron apoyo econó-

mico y quienes laboran en televisión recibieron las mayores reac-

ciones de indiferencia.

Las cifras señaladas describen por sí solas las condiciones labo-

rales poco favorables para ejercer la libertad de expresión y de 

prensa en México; sin embargo, éstas no son las únicas condiciones 

que limitan estos derechos humanos, por lo que en el siguiente 

apartado se presentarán otros factores que también ponen en riesgo 

el respeto, protección, promoción y garantía de las libertades.

Indiferencia

Ofreció apoyo legal

Ayuda en protección

Rechazo/escepticismo

Ofreció apoyo económico

Despido

Apoyo psicológico

Marginación o desprestigio

No contesta

17%

13%

13%

5%

3%

3%

3%

1%

5%

83%

87%

87%

95%

97%

97%

97%

99%

95%

Sí mencionóNo mencionó
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la violEncia por EjErcEr la libErtad dE prEnsa

Las agresiones, amenazas y crímenes contra periodistas tienen un 

mensaje de advertencia de lo que les puede ocurrir a todos los que 

se involucren en la investigación de hechos de corrupción o crímenes 

que comprometan a poderes formales e informales. En México y en 

el mundo, la violencia sirve para silenciar lo que supone uno de los 

mayores impedimentos a su función de sacar a la luz casos de corrup-

ción que con frecuencia implican autoridades y criminales.

Evidentemente, la violencia contra la prensa no es privativa de 

México, pero su impacto es mayor cuando casi la totalidad de las 

investigaciones quedan sin responsables en la impunidad. De 

acuerdo con estadísticas oficiales y no oficiales, así como con estu-

dios e informes, la violencia social en México ha crecido exponen-

cialmente y se ha diversificado en sus manifestaciones hasta alcan-

zar una normalización en la vida pública y privada. No obstante, el 

problema trasciende fronteras y se extiende por países con democra-

cias consolidadas como un verdadero reto para sus instituciones.

A nivel global, el informe de Freedom House, Freedom of the 

Press: Harsh Laws and Violence Drive Global Decline, publicado en 

2015,11 sostiene que tan sólo en 2014 las condiciones para el trabajo 

de los medios de comunicación se deterioraron de forma generali-

zada, debido a que los periodistas de todo el mundo se enfrentaron 

cada vez a mayores restricciones y presiones por parte de los go-

biernos, grupos violentos y criminales, y dueños de medios de co-

municación. A ese año, la libertad de prensa a nivel mundial había 

disminuido en un periodo de 10 años a su punto más bajo: sólo el 

32 por ciento de los países estudiados se consideraron como libres, 

11Disponible en: https://freedomhouse.org/report/freedom-press/freedom-press-2015#.

VaZxC6R_NHw 
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y el 68 por ciento, parcialmente libres o no libres. Sin embargo, dos 

años después, en su informe 2017 Freedom of the Press 2017: Press 

Freedom’s Dark Horizon12 reportaba que en 2016 se había alcanzado 

un punto aún más bajo, pues los países considerados libres re-

presentaban el 31 por ciento, y los parcialmente libres o no libres 

alcanzaban el 69 por ciento, debido principalmente al incremento 

de amenazas a periodistas y medios de comunicación en las prin-

cipales democracias, a mayores represiones contra medios inde-

pendientes en entornos autoritarios y a movimientos de los regí-

menes ruso y chino para aumentar su influencia más allá de sus 

fronteras.

El informe 2015 precisa que la categorización de ese 32 por ciento 

de países “libres” en 2014 era equivalente solamente a una pobla-

ción del 14 por ciento a nivel global, y que el 56 por ciento restante 

era la población que habitaba en los países señalados como “parcial-

mente libres” (42 por ciento) o “no libres” (44 por ciento). Para 2016, 

el informe respectivo señaló que esa población había disminuido, 

pues ahora el 13 por ciento de la población global vivía en el 31 por 

ciento de países “libres”, y el 87 por ciento habitaba en los países 

“parcialmente libres” (42 por ciento) o “no libres” (45 por ciento).

El panorama global de la libertad de prensa es preocupante, en 

la medida en que sólo una pequeña proporción de la población mun-

dial cuenta con las mejores condiciones para ejercer ese derecho, a 

pesar de que su proporción, medida por número de países sea ma-

yor. La medición sobre todo da cuenta de otro fenómeno inquietante 

como el fortalecimiento de poderes fuertes en los gobiernos que  

cada vez parecen menos comprometidos con la protección y de-

fensa de esa libertad.

12Disponible en: https://freedomhouse.org/sites/default/files/FOTP_2017_booklet_FI-

NAL_April28.pdf
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Gráfica 1
Disminución del puntaje global promedio

Fuente: Freedm House (2017).

En ésa, México se encuentra en la categoría de “no libre”; desde 

2014 ocupa el lugar 139 de 199 países a nivel mundial, y el número 

31 de 39 países latinoamericanos, lo que lo convierte en uno de los 

lugares más peligrosos del mundo para los periodistas y comunica-

dores. En el contexto latinoamericano, es el país que ha empeorado 

su calificación en los últimos 13 años, tiempo durante el cual se 

aprobaron e implementaron las primeras reformas pro-libertad de 

expresión y se promulgaron nuevas leyes orientadas a proteger este 

derecho como relata el libro. La gráfica 2 muestra la involución que 

ha tenido México en los últimos años.

Los avances formales respecto de los derechos de la libertad de 

expresión y de prensa demuestran que hay una gran brecha en re-

lación con la realidad. Diversas organizaciones han documentado 

que desde 2000 las amenazas a la libertad de expresión en México 

45.0

45.5

46.0

46.5

47.0

47.5

48.0

48.5

49.0

49.5
2004 2005 2006 2007 2008

A
ve

ra
ge

 s
co

re

2009 2010 2011 2012 2013 2014

49.40

2015 2016



Los problemas de la libertad de expresión en México • 195

han aumentado contra comunicadores por la violencia criminal. 

Esta es la peor amenaza contra el periodismo en el país y particu-

larmente en el ámbito local.

Las agresiones a periodistas y medios de comunicación se tripli-

caron de 2001 a 2013 respecto al periodo 1991-2000, pues en 

conjunto en esos 13 años se registraron 85 asesinatos de periodis-

tas, 20 desapariciones y 40 atentados a medios de comunicación. 

Estas situaciones ocurrieron en el contexto de la alternancia política 

que liberalizaría los controles e institucionalizaría los derechos hu-

manos. Las cifras son contundentes en mostrar que los cambios 

favorables no fueron suficientes para garantizar la libertad de expre-

sión, de prensa, ni la vida de periodistas.

Gráfica 2
Puntaje total de México en libertad de prensa

Fuente: Freedom House (2015, 2017). Para el año 2016, se registraron 64 puntos.

Cabe señalar que el incremento de amenazas, desapariciones y 

asesinatos de periodistas se enmarcan en una espiral de violencia 

prácticamente generalizada en el país. En la última década los regis-

tros oficiales contabilizaron alrededor de 13 mil desapariciones 

forzadas (más de 34 mil desapariciones hasta 2018, según datos 
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oficiales) y de 120 mil homicidios violentos durante la presidencia 

de Felipe Calderón, de los cuales el mayor número fue en 2011. Igual 

cantidad en la de Peña Nieto. 

El panorama de la violencia contra la prensa ha estado presente 

en el país y traspasa los cambios de partidos en el poder, tanto a 

nivel nacional como estatal; así lo demuestra el siguiente mapa con 

registros de los gobiernos de Calderón y Peña Nieto. La violencia 

se distribuyó por entidad federativa hasta tener mayor presencia en 

la Ciudad de México, Veracruz, Chihuahua y Oaxaca, aunque con un 

alcance extendido en más de la mitad del país.

Mapa 1
Violencia contra la prensa en México de 2007 a 2014

Fuente: Article 19 (2015).

Para 2016, las plazas con mayores agresiones contra la prensa 

por entidad federativa continuaron ubicándose en la Ciudad de 

México, Oaxaca y Veracruz, pero se sumaron Puebla y Guerrero por 
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encima de Chihuahua, que figuraba en años anteriores, como se 

muestra en el mapa 2.

Mapa 2
Violencia contra la prensa en México en 2016

Fuente: Article 19 (2017).

Esta dinámica de agresiones y violencias continuó para la si-

guiente administración pública. En los primeros dos años del go-

bierno de Enrique Peña Nieto se registró un aumento de un 80 por 

ciento en las agresiones a la libertad de expresión. 

La gráfica 3 muestra los tipos de agresiones más comunes en 2014.

Las agresiones documentadas de 2006 a 2015 resultaron en 53 

ataques a los medios de comunicación con explosivos o armas de 

fuego. El año de 2010 fue el que registró mayor número de ataques 

(15) a las instalaciones de medios.

Núm. 1 Ciudad de México 71

Núm. 2 Oaxaca 60

Núm. 3 Veracruz 58

Núm. 4 Puebla 28

Núm. 5 Guerrero 26
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Gráfica 3
Tipos de agresiones contra periodistas en 2014

*La cifra de asesinatos durante 2014, incluye el homicidio de Juan Diego Benítez, hijo del pe-
riodista Indalecio Benítez, quien falleció durante el ataque a las instalaciones de Radio Calentana, 
en el Estado de México, ocurrido el 1 de agosto de 2014.

Fuente: Article 19 (2015).

Para los siguientes años, el panorama de violencia contra perio-

distas y medios de comunicación continuó en aumento, como lo 

muestran las siguientes cifras:

• 933 casos de agresiones, con un promedio de 466 ataques al año 

(426 en 2016 y 507 en 2017), es decir, 1.5 agresiones diarias.

• 23 asesinatos en dos años (11 en 2016 y 12 en 2017).

• 227 mujeres agredidas (97 en 2016 y 130 en 2017). 
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• 1 periodista desaparecido en 2017.

• 164 periodistas agredidos físicamente.

• 195 periodistas amenazados.

• 221 periodistas intimidados.

• 96 periodistas privados de la libertad.

• Estados con más agresiones: Ciudad de México, Veracruz, 

Guerrero, Puebla y Oaxaca.

El balance de las agresiones a periodistas y medios de comuni-

cación es el siguiente:

Violencia contra la prensa por sexenio (de 2000 a 2017)

Fuente: Article 19 (2016).

Al respecto, la Encuesta Nacional de Parametría et al. (2016) con-

firma las condiciones de violencia contra periodistas, pues más de 

la mitad de los entrevistados han sufrido algún tipo de agresión fí-

sica, psicológica, jurídica, digital o de otro tipo, desde robo o destruc-

ción de equipo, amenazas (verbal, telefónica o escrita), ataques 

verbales, campañas de desprestigio, cobertura forzada, presiones al 

medio para su remoción o reemplazo, trabas para hacer su trabajo 

e intimidación, hasta ataques a medios, golpes, agresión hacia uno 

o varios miembros de la familia, agresión sexual, detención arbitra-

ria, secuestro y tortura.

ENRIQUE PEÑA NIETO

Asesinatos: 27

Desaparecidos: 3

Número de agresiones: 1,499*

*Del 1 de diciembre de 2012 al 
31 de diciembre de 2016

Asesinatos: 48

Desaparecidos: 15

Asesinatos: 22

Desaparecidos: 5

Número de agresiones: 1,092**

**Del 1 de diciembre de 2006 al 
30 de noviembre de 2012

FELIPE CALDERÓN HINOJOSA VICENTE FOX QUESADA
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Resulta preocupante que la gran mayoría de los encuestados 

respondió haber sufrido entre uno a cuatro actos violentos; los me-

dios televisivos fueron quienes presentaron más agresiones, como 

ataques, agresión sexual, agresión a miembros de la familia, ataques 

verbales, campañas de desprestigio e intimidación. Por su parte, la 

prensa escrita presenta más agresiones graves como secuestro o 

tortura. Así lo reconocieron también los periodistas participantes en 

los grupos de enfoque.

Es importante tener en cuenta que aunque los medios impresos 

son los mayores receptores de agresiones por el ejercicio de la liber-

tad de prensa en las mediciones, no excluye la violencia que vive el 

resto. Un ejemplo es el creciente papel que han tenido las redes 

sociales en los últimos años como espacio fundamental en el flujo 

de información y contenidos, tanto para la ciudadanía como para 

periodistas en México.

Las nuevas tecnologías informativas han dado pauta para que 

las agresiones y censura no sólo se dirijan a periodistas y medios 

de comunicación tradicionales, sino también a las redes sociales, 

ya que de igual manera los cibernautas han sufrido ataques por 

parte de grupos del poder público, privado o criminal, interesados 

en su silenciamiento.

Entre 2000 y 2012, más de 77 periodistas y blogueros fueron 

asesinados y 17 desaparecieron, mientras que en 2014 los ataques 

por internet y redes sociales a comunicadores que laboran en me-

dios digitales, o utilizan plataformas para difundir información, re-

presentaron 18 por ciento del total (56 agresiones). Para 2017, los 

ataques contra la prensa digital sumaban 100, con una abrumadora 

mayoría en la Ciudad de México con 38 casos, cuando el resto de 

las entidades federativas presentaron en promedio tres casos. Las 

agresiones fueron desde formas explícitas de violencia hasta acoso 
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y hostigamiento, amenazas, ataques a medios de comunicación, in-

tervención de comunicaciones, intimidación, remoción de conteni-

dos y violencia institucional, lo cual es una extensión de las agresio-

nes identificadas en los medios tradicionales.

En la Encuesta Nacional de Parametría et al. (2016) se registró 

que algunos dueños de medios digitales han sufrido principalmente 

hackeos y alteraciones en sus páginas web.

Los datos anteriores demuestran un aumento de la violencia 

contra periodistas desde 2000 y la Encuesta Nacional de Parametría 

et al. (2006), registró que el 88 por ciento de los participantes considera 

que la segunda limitante para el ejercicio de la libertad de prensa en 

México es la violencia y las amenazas desde el crimen organizado.

las altErnancias y la violEncia

El proceso de la alternancia en todos los niveles de gobierno, por sí 

sola, no parece haber sido un factor determinante para promover y 

garantizar la libertad de expresión, aunque algunos de los estados 

más peligrosos para el trabajo de prensa también son los últimos a 

los que llegó ese cambio político. La geografía electoral ha dado ya 

varios giros desde la primera alternancia en la gubernatura de Baja 

California en 1989 hasta 2017, pero eso no se ha reflejado en mejo-

ras de las condiciones de seguridad para los periodistas. La acelera-

ción de ese proceso político desde el cambio en la presidencia en el 

2000, y particularmente en los últimos años, no ha aumentado la 

percepción de mejoría en las condiciones para el ejercicio de la li-

bertad de prensa. Más aún, la mayor dinámica de cambios de par-

tido en el poder en el país, tras la segunda alternancia en la presi-

dencia con el regreso del Pri de Peña Nieto en 2012, coincidió también 

con un recrudecimiento de los crímenes contra periodistas.
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Los estados más peligrosos para el trabajo de la prensa hasta los 

registros de 2016 (Veracruz, Quintana Roo, Guerrero, Oaxaca, Puebla 

y Chihuahua), muestran un comportamiento muy diverso respecto 

a las pautas del cambio político en esas entidades y la protección de 

comunicadores o las garantías para la prensa. Entre ellos, se cuen-

tan dos estados que se establecen como los últimos en experimentar 

la alternancia, Quintana Roo y Veracruz; este último destaca además 

por encabezar la lista de los más peligrosos para la prensa en el 

mundo. Sin embargo, otros lugares donde más agreden y matan 

periodistas han experimentado varios cambios de partido en el po-

der desde hace tiempo, incluso décadas en el caso de Chihuahua. 

Este estado se ubica entre los primeros lugares del índice de agre-

siones contra los comunicadores, al tiempo que fue uno de los pri-

meros en que ocurrió la alternancia en 1991, sólo dos años después 

de que el Pri perdiera por primera vez una gubernatura en Baja 

California en 1989. Los otros estados que figuran entre los más 

mortíferos para la prensa son: Guerrero, que cambió por primera 

vez de partido en el gobierno hace más de una década en 2005 y 

desde entonces ha vivido tres alternancias políticas. Oaxaca, en el 

que el Pri perdió la hegemonía desde 2009 y también ha experimen-

tado tres cambios de partido en el gobierno.

Veracruz es un caso emblemático en cuanto a la inseguridad de 

la prensa. La entidad saltó de consignar cinco asesinatos de perio-

distas en la primera década del siglo XX hasta convertirse en una de 

las plazas más peligrosas en el mundo para la libertad de expresión. 

Durante el último gobierno del Pri en el estado, con Javier Duarte, 

entre 2011 y 2017, se cometieron 17 ejecuciones de comunicadores, 

en un sexenio marcado por la corrupción y el abuso de poder de 

este ex gobernador que acabó su administración en prisión acusado 

de enriquecimiento inexplicable, lavado de dinero y hasta desapari-
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ción forzada de personas. El ex mandatario se convirtió en símbolo 

de la corrupción dentro de la zaga de escándalos de más de una 

decena de gobernadores durante el sexenio de Peña Nieto. Al igual 

que el ex mandatario de Veracruz, el anterior gobernador de Quintana 

Roo, Roberto Borge, concluyó su gobierno en la cárcel por el desvío 

millonario de recursos públicos, mientras que durante su gestión el 

estado se encumbró en las listas de agresiones a periodistas.

Sin embargo, los crímenes contra periodistas en Veracruz no 

remitieron considerablemente tras la salida de Duarte y la llegada 

en 2016 de una coalición de oposición encabezada por Miguel Ángel 

Yunes. Antes de cumplir dos años la nueva administración ya con-

taba con más de dos homicidios de periodistas y permanece en los 

primeros lugares del rankig. Por el contrario, en Quintana Roo se 

produjo un leve descenso de agresiones con la primera alternancia 

en 2016 tras la salida de Borge.

Al mismo tiempo, los cinco estados que no conocen la alternan-

cia, Campeche, Colima, Hidalgo, Coahuila y Estado de México, son 

también sitios que tampoco figuran en las listas de los más insegu-

ros para la prensa. 

Cabe señalar que otro estado que se sumó en los últimos años 

a la lista de los más sangrientos contra la prensa es Puebla, entidad 

que también conoció la alternancia desde 2009, sin que ello se haya 

reflejado en mejores condiciones para la protección de la libertad de 

expresión; o Guerrero, uno de los estados más inseguros del país, 

al que la alternancia llegó en 2005 y ya ha vivido tres cambios en el 

poder desde esa fecha.

Los datos muestran que es difícil establecer una correlación en-

tre la violencia contra la prensa y la alternancia en el poder local, 

que es el ámbito en el que es más agudo el problema de la insegu-

ridad en general, y en particular, los atentados contra la libertad de 
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expresión. Respecto a la Ciudad de México, sede de los poderes fe-

derales, las amenazas son de otra índole relacionadas con un ele-

vado número de denuncias por agresiones y obstrucciones en mar-

chas y plantones, por las que figura como un sitio inseguro para la 

prensa. Ahí la alternancia llegó en 1997 y desde entonces se man-

tuvo un solo partido en el poder, el Prd, casi dos décadas hasta 2018. 

En cualquier caso, el grueso de la problemática es de competencia 

de los estados y sólo de responsabilidad federal cuando los casos 

son atraídos por la Pgr o involucran al crimen organizado.

Del análisis anterior se desprende que otras variables políticas 

como la concentración de poder en los gobiernos estatales podría 

tener mayor incidencia en la violencia contra los periodistas incluso 

que con los cambios de partido. Desde la alternancia en el 2000, los 

gobiernos de los estados ejercen el poder con pocos contrapesos de 

los congresos, el aparato judicial o los órganos autónomos locales. 

Como en el viejo sistema autoritario, las legislaturas y poderes judi-

ciales suelen estar controlados por el Ejecutivo local que opera como 

el antiguo presidencialismo omnímodo del viejo régimen. En ese 

contexto, de los estados más golpeados por la violencia criminal 

contra la prensa en el sexenio de Peña Nieto, al menos tres de ellos 

también destacan por los mayores escándalos de corrupción y abu-

sos de poder de sus gobernantes. La falta de balances de poder y 

controles contra la corrupción han sido especialmente evidentes en 

los casos de Javier Duarte en Veracruz y Roberto Borge en Quintana 

Roo, tanto como en Chihuahua con el anterior gobierno de César 

Duarte. Este último también huyó del país al concluir su sexenio 

acusado de crear una extensa red de corrupción nacional en el Pri, 

dentro de su gobierno, y con empresarios y negocios fantasmas, 

para desviar recursos públicos en beneficio personal y financiar 

campañas electorales de su partido. En este último caso, además, 
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los escándalos de corrupción de Duarte implican también tramas de 

corrupción más amplias que las fronteras del estado y que podrían 

haberse replicado en otras entidades. Por ejemplo, entre los deteni-

dos por esta operación destaca Alejandro Gutiérrez Gutiérrez, ex 

secretario general adjunto del Cen del Pri, quien podría haber sido 

responsable de articular el esquema de financiamiento ilegal en 

Chihuahua y en otras entidades para financiar campañas de su par-

tido con recursos de las arcas estatales, según las acusaciones en 

su contra de la fiscalía local.

Los paralelismos entre los casos de Veracruz, Quintana Roo y 

Chihuahua respecto a la relación entre corrupción en sus adminis-

traciones y ocupar los primeros lugares en delitos contra la prensa, 

apuntan en efecto a considerar otras variables como el funciona-

miento de las instituciones políticas para explicar las amenazas 

contra la libertad de expresión. 

El problema de la corrupción y su correlato de impunidad son 

los temas que más preocupan a la ciudadanía y la opinión pública, 

pero ningún esfuerzo institucional ni de política pública han con-

seguido revertirlo hasta ahora. En la última década, el enriqueci-

miento inexplicable de gobernantes y desviación ilegal de recursos 

públicos a las campañas son dos de los problemas más graves del 

país de acuerdo con las mediciones de percepción de la ciudada-

nía. El combate a la corrupción fue una de las grandes promesas 

de la transición democrática, pero ningún partido ha podido supe-

rarla en las tareas de gobierno. La problemática parece más bien 

que se democratizó entre los tres partidos que se han repartido los 

cargos de elección popular las últimas dos décadas, ya que nin-

guno se encuentra a salvo de casos en su haber y en el de sus 

gobiernos, menos en la utilización ilegal de recursos públicos para 

sus campañas.



206 • José Buendía Hegewisch

En efecto, el problema se mantiene vigente y es cada vez más 

extendido. En las 15 elecciones estatales que ocurrieron entre 2016 

y 2017 —casi en la mitad de los estados del país—, el combate a 

la corrupción fue una de las principales ofertas junto con meter a la 

cárcel a gobernantes corruptos. El resultado se tradujo en el cambio 

de partido en el poder en nueve de ellas, el mayor vuelco político en 

un breve periodo de dos años. Pero el cambio de partido en el Eje-

cutivo local por sí solo ha sido limitado para mejorar el funciona-

miento de la prensa en ausencia de transformaciones institucio-

nales más profundas y en la forma de ejercer el poder. 

Los escándalos de corrupción que caracterizaron el sexenio de 

Peña Nieto tienen un correlato en el mayor debilitamiento que ha 

sufrido el Pri en la geografía electoral del país desde que perdió 

la presidencia en el 2000. Ni la inseguridad en general ni contra la 

prensa, o el bajo crecimiento económico o la crisis de 2008-2009, 

habían tenido tal impacto en las preferencias electorales que el ofre-

cimiento de atacar la corrupción, entre otras razones, porque todas 

esas problemáticas e incluso la violencia se perciben ligadas a la 

forma de ejercer el poder sin controles y contrapesos para acotarlo. 

Tal problemática institucional es particularmente grave entre los 

gobiernos estatales, mucho más que a nivel de la federación. Como 

se ha insistido en capítulos anteriores, el sistema político tuvo un 

cambio muy importante en el 2000 con el paso de un país centrali-

zado en el siglo XX a otro muy descentralizado en los estados. Los 

mayores índices de crímenes contra la prensa se registran en los esta-

dos, independientemente de la variable de la alternancia.

Pero en cambio es posible observar que en los últimos años las 

entidades con mayores escándalos de corrupción gubernamental 

también se corresponden con estar en los primeros sitios de los más 

mortíferos para el trabajo de los comunicadores.
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Otro de los factores que pesan en la violencia contra los medios 

en los estados es la falta de investigación y sanción de los delitos. 

La impunidad es un problema estructural que permite quedar sin 

castigo al 97 por ciento del total de los delitos. La falta de un sis-

tema de justicia imparcial y al que todos puedan acceder con las 

mismas garantías, en el país, y particularmente en los estados, es 

una de las mayores causas de violencia y amenaza para la práctica 

de las libertades. El ejercicio del poder insuficientemente acotado 

por la justicia influye en las listas de amenazas y lugares violentos 

para practicar el periodismo independientemente de la alternancia 

en el poder.

Amenazas por cubrir el tema de la delincuencia organizada

Las entrevistas de la Encuesta Nacional de Parametría et al. (2016) 

reflejan que para directivos y dueños de medios de comunicación la 

violencia depende del tipo y agenda de coberturas y del grado de 

vulnerabilidad financiera de los medios. Esto esta directamente re-

lacionado con el nivel de impunidad que se registre en la entidad por 

la falta de funcionamiento imparcial de la justicia, así como de equi-

librios entre los poderes locales y poco peso de los órganos autóno-

mos dedicados a promover y proteger la libertad de expresión.

De 2003 a 2015 desaparecieron, en promedio, dos periodistas 

por año; mientras que Veracruz, Tamaulipas (un estado que vivió la 

alternancia por primera vez en 2016) y Michoacán (ahí llegó la alter-

nancia en 2000 y desde entonces ha experimentado cuatro cambios 

de gobierno) concentraron 15 de las 23 desapariciones registradas; 

es decir, cerca de 65 por ciento de los casos, mientras que Guerrero, 

Nuevo León, Coahuila, San Luis Potosí, Chihuahua, Sinaloa y Ta-

basco reportaron entre uno y dos casos por entidad.
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Los 23 casos analizados son desapariciones con una antigüedad 

de uno a 12 años, y las personas desaparecidas realizaban las si-

guientes coberturas, de acuerdo con la gráfica siguiente.

Gráfica 4
Casos de periodistas desaparecidos por coberturas temáticas

Fuente: Article 19 (2017).

Como se puede ver, la fuente de “corrupción y política” ha estado 

relacionada con las agresiones a la prensa en el país, y la Ciudad de 

México es también una entidad de riesgo, en buena parte porque 

concentra a las instituciones federales y el mayor número de medios 

de comunicación. Sin embargo, la fuente informativa de “seguridad 

y justicia”, que suele llamarse “nota roja”, es una cobertura de alto 

riesgo, principalmente en Veracruz, Puebla, Ciudad de México, Baja 

California Sur y Guerrero. Las coberturas de riesgo están relaciona-

das con escándalos de corrupción de gran relevancia para la socie-

dad y amplio interés público; los titulares de estas fuentes han sido 

víctimas de distintos tipos de represalias, como el caso de Mexica-

nos Contra la Corrupción y la Impunidad que encabezó las cifras de 

2017 con 18 agresiones a sus integrantes durante un año.
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De igual forma, los temas relacionados con derechos humanos, 

que son muchas veces cubiertos por los mismos medios que inves-

tigan la corrupción, también generan un riesgo importante para los 

periodistas, pues tan sólo en 2017 se documentaron 44 agresiones 

contra medios o periodistas que publicaron sobre el tema.

Por otra parte, en la distribución de los casos de periodistas desa-

parecidos por las autoridades involucradas en la información difun-

dida, se identificó la siguiente distribución:

Gráfica 5
Casos de periodistas desaparecidos por actores involucrados

Fuente: Article 19 (2017).

El informe sostiene que existe un nexo causal con el tipo de co-

bertura, el contenido de las publicaciones y la búsqueda de informa-

ción que realizaba la o el periodista, así como con los actores que 

pudieron ver afectados sus intereses por la difusión de la informa-

ción, pues el 96 por ciento de los casos de desaparición realizaba 

una cobertura periodística relacionada con temas de corrupción y 

problemas de seguridad pública; o bien, uno en el que estaban 
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involucradas autoridades y delincuencia organizada. El nivel de grave-

dad de las desapariciones de periodistas en México, de acuerdo con 

el consenso de organizaciones nacionales e internacionales que in-

vestigan el tema, deriva en tres aspectos alarmantes que caracteri-

zan los casos y se relacionan entre sí:

• La impunidad en la totalidad de los casos.

• El pleno desconocimiento de su paradero por deficientes proce-

sos de búsqueda, localización o identificación.

• Los elementos que motivan la desaparición de periodistas que 

no son agotados como líneas de investigación y potencialmente 

aportarían indicios para considerarla desaparición forzada.

Es una situación grave que la cobertura periodística represente 

un factor de peso en las agresiones y desapariciones contra perio-

distas. Más de la mitad de las situaciones de violencia entre 2001 

y 2013 fueron cometidas por funcionarios públicos, y lo mismo para 

2014, donde representaron el 56 por ciento y el 48 por ciento pro-

vino de policías.

Las organizaciones de la sociedad civil identifican como respon-

sables de desapariciones y asesinatos de periodistas entre 2005 y 

2012 al crimen organizado, a funcionarios del Estado que colaboran 

con los grupos criminales, y a autoridades que protegen a los auto-

res materiales e intelectuales de homicidios y desapariciones. Tan 

sólo en 2016, los principales agresores en los casos documentados 

fueron servidores públicos, en 226 de los 426 casos en el año, y 

principalmente del ámbito estatal (en 91 casos), seguido por el mu-

nicipal (79) y federal (56).

El resto de los agresores en 2016 corresponden a particulares 

(69 casos), partidos políticos (31) y grupos del crimen organizado (17), 
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y todavía en un importante número de casos no se logra identificar 

a los responsables de las agresiones (83). A estas condiciones se 

suma la impunidad de las dos últimas administraciones de Felipe 

Calderón y Enrique Peña Nieto.

Las agresiones a mujeres comunicadoras aumentaron de forma 

considerable, con un promedio en el sexenio de Peña Nieto de 86.7 

agredidas anualmente. El nexo entre las desapariciones de mujeres 

periodistas y las coberturas o autoridades involucradas es evidente, 

pues tres de los 23 casos documentados (14 por ciento) involucra-

ban denuncias públicas de corrupción y sobre presuntos vínculos 

de autoridades con el crimen organizado.

Al 2015 no existían personas sentenciadas penalmente por nin-

guna de las agresiones graves, ni avances en las investigaciones así 

como tampoco líneas de seguimiento vinculadas con el ejercicio 

profesional de las víctimas. Para 2018, con base en fuentes oficiales 

de la Pgr, el 99 por ciento de los delitos contra la prensa permanecen 

impunes.

Estas circunstancias son reconocidas por los periodistas partici-

pantes de la Encuesta Nacional de Parametría et al. (2016), ya que 

del 61 por ciento que señaló haber sufrido algún tipo de agresión 

física, psicológica, jurídica, digital o de otro tipo, tiene sospechas de 

quiénes perpetraron las agresiones.

La Encuesta arroja que los directivos son el grupo mayoritario 

que sospecha del crimen organizado; los conductores y producto-

res de radio o televisión son quienes más creen que la agresión fue 

de funcionarios públicos, y ataques de turba y desconocidos.

Por tipo de medio, respecto de las sospechas sobre los respon-

sables de las agresiones a periodistas, quienes trabajan en radio son 

los que más creen que el ataque proviene del crimen organizado, 

funcionarios públicos y de colegas de otros medios; la prensa 
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Gráfica 6
Violencia y tipos de fuentes de agresión

Fuente: Parametría et al. (2016).

escrita piensa que fueron agredidos por fuerzas de orden, y quienes 

trabajan en televisión sospechan mayoritariamente del crimen y 
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Estudios Sociales y Opinión Pública (CesoP) de la Cámara de Diputa-

dos en 2014, muestra que un 62 por ciento de los encuestados piensa 

que los periodistas no pueden escribir libremente y sin represalias 
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proteger a los periodistas. Un 17 por ciento dice que hace mucho o 

algo. El 61 por ciento ha escuchado sobre ataques o amenazas del 

crimen organizado a periódicos o periodistas. Un 33 por ciento in-

dica no haber oído sobre el tema.

Igualmente, para el 58 por ciento de los encuestados es muy o 

algo frecuente que en su localidad se prohíba a los periódicos publi-

car críticas al gobierno. Mientras que el 29 por ciento piensa que 

esto pasa poco o nada frecuente.

Un 56 por ciento señala haber escuchado en su estado sobre 

ciudadanos que se organizan para informar a través de redes socia-

les sobre balaceras o crímenes. Un 33 por ciento indica no tener 

noticia sobre esto.

Respecto a la libertad de expresión, Parametría en marzo de 2017 

realizó una encuesta cara a cara en viviendas que indica que la ma-

yoría de los mexicanos consideran que está limitada tanto en el país, 

como en los estados. El 61 por ciento dijo que no había libertad de 

prensa en México y el 58 por ciento consideró lo mismo de la enti-

dad donde vive. Esta percepción ha aumentado de 2015 a 2017, y 

por ello las personas consideran cada vez más “importante” o “muy 

importante” que los periodistas puedan hablar libremente de todos 

los temas. Así lo mencionó el 85 por ciento de entrevistados en 2017, 

hace dos años el porcentaje fue de 82 por ciento.

Los diversos informes mencionados presentan casos específicos 

sobre las desapariciones y asesinatos de periodistas en México, y 

detallan el vínculo que existe entre los asesinatos y el ejercicio de la 

labor periodística, y que en la mayoría de los casos sus investigacio-

nes tienen sesgos, lagunas o, peor aún, no inician nunca y quedan 

impunes.

En la Encuesta Nacional de Parametría et al. (2016) los partici-

pantes identifican que la violencia es la principal limitante para el 
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ejercicio de la libertad de prensa en México. Esto es consistente con 

las cifras tanto oficiales como las de las organizaciones de la socie-

dad civil, pero resulta alarmante que los periodistas consideren que 

la violencia ejercida desde los poderes locales es la limitante mayor, 

incluso ligeramente por encima de la violencia proveniente del cri-

men organizado.

Sin embargo, los restrictivos a la libertad de expresión son ma-

yores, y aún quedan por analizar otros más que fueron señalados 

por los periodistas encuestados.

simulación institucional E impunidad

Casi dos décadas de cambios legales e institucionales contrastan 

con la opinión de la ciudadanía y, particularmente, con la percepción 

de los periodistas y la confianza que tienen hacia el legado de los 

gobiernos de la alternancia de los últimos 18 años. México sufre una 

crisis de confianza en sus instituciones públicas que ha ido esca-

lando en la última década, de acuerdo con la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (oCde), no obstante el es-

fuerzo incluso por crear nuevos órganos autónomos para rescatar 

su legitimidad. La desconfianza ciudadana crece y deriva en una 

desvinculación entre la sociedad y las instituciones públicas, que 

ponen en riesgo la cohesión social y el respeto a las libertades. El 

descrédito en el sistema de justicia y en los tribunales va en au-

mento año tras año entre la población en general, pero la percepción 

se acentúa cuando los periodistas valoran la capacidad del Estado 

para garantizar la libertad de expresión y su propias vidas.

La desconexión entre los objetivos de las reformas y el estado 

de vulnerabilidad que caracteriza la profesión, deja la impresión de 

que los cambios institucionales han sido en realidad una aparente 
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alteración de las causas que ofrecen atender, como atacar la opaci-

dad en acceso a la información o abrir la concentración en el mer-

cado de telecomunicaciones. Pero sin modificar la naturaleza de 

las instituciones para efectivamente responder a sus propósitos. 

Si en 2006 la credibilidad del gobierno federal apenas alcanzaba un 

43 por ciento, en la última década se desplomó hasta un 28 por 

ciento, según datos de la CePal, el bid y la Unión Europea en su es-

tudio Perspectivas Económicas 2018: Repensando las instituciones para 

el desarrollo.

El deterioro de la imagen de las instituciones públicas ha inci-

dido también en la confianza hacia los órganos autónomos, creados 

desde los noventa para revertir la ineficacia del Estado en funciones 

básicas para el desarrollo democrático, como la protección de los de-

rechos humanos, la transparencia y rendición de cuentas de los 

servidores públicos, fundamentalmente en el combate a la corrup-

ción. El porcentaje de mexicanos que considera que la corrupción 

está extendida a lo largo y ancho del país se elevó de 75 a 85 por 

ciento en la década pasada. La crisis de confianza en las institucio-

nes se traduce en el aumento de ciudadanos “antisistema” que ven 

las reformas estructurales o los cambios institucionales como simu-

laciones que buscan representar respuestas a los problemas. Esa 

percepción, en el caso de los medios y periodistas consultados, se 

nutre de una opinión de desprotección en el ejercicio de su labor, a 

pesar de fiscalías especiales y mecanismos de protección. ¿Por qué 

estas instancias judiciales y mecanismos son insuficientes? ¿Cum-

plen los órganos autónomos su función de contrapeso y control a 

favor de la ciudadanía, que por definición los haría “incómodos” 

para los otros poderes?

La gran apuesta de la alternancia política fue crear organis-

mos autónomos, muchos de ellos por mandato constitucional, para 



216 • José Buendía Hegewisch

garantizar condiciones mínimas en materia electoral, de telecomu-

nicaciones, de derechos humanos y de transparencia y acceso a la 

información, entre otros. Sin embargo, esta fórmula ha sufrido 

también desgaste por la persistencia de problemas que, como la 

corrupción, se han convertido en un fenómeno generalizado en el 

sistema político, o la espiral de violencia que apunta a alcanzar la cima 

de los registros de la revolución del siglo pasado. Todos estos facto-

res confluyen para romper este paradigma, pero la pérdida de le-

gitimidad de los órganos autónomos atiende también a problemas 

de la concepción del diseño institucional y su sujeción al proceso 

político.

Los organismos autónomos son resultado del proceso de cam-

bio político. Nacieron para legitimar un sistema estatal desgastado 

y urgido de credibilidad en la instrumentación de una apertura 

política y económica. Ante el descrédito de los poderes del Estado, 

se creó un andamiaje de instituciones para proporcionar confianza 

a la población en funciones estatales básicas, incluso al costo de 

mermar atribuciones de otros poderes, de manera particular al 

Poder Ejecutivo.

Los primeros organismos autónomos datan de los años noventa, 

como el Banco de México, el ife y la CndH, y después de 2000 apa-

recieron el inegi, la CofeCe, el ift, el Coneval, el ifai, entre otros. 

Algunos se fortalecieron y tuvieron un mayor alcance. Sin embargo, 

se desarrollaron sin criterios claros y suficientes para su marco le-

gal, su diseño institucional, el alcance de sus atribuciones, sus com-

ponentes de operación, aspectos financieros y criterios de actua-

ción, entre otros, lo cual se combina con los vacíos que existen en 

cada materia. A excepción del Banco de México, que ha logrado 

consolidarse y construir confianza sobre su autonomía en el cum-

plimiento de sus atribuciones.
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La función de estas instituciones autónomas del Estado, como 

contrapeso de los otros poderes, se ha ido degradando en las de 

mayor visibilidad pública, por sus funciones políticas en la integra-

ción de los poderes o en la vigilancia del gobierno, como el ine o el 

inai, que en los últimos años han sufrido un deterioro constante en 

su credibilidad social, como reflejan las encuestas. La situación se 

explica por diversas causas, pero en la discusión pública han inci-

dido los problemas sobre requisitos, procedimientos y criterios po-

líticos de elegibilidad de los integrantes de sus máximos órganos de 

dirección.

El mayor cuestionamiento que enfrentan es precisamente por 

las designaciones de sus titulares, que dependen de los órganos 

legislativos en los que confluyen los partidos políticos.

El inai, máxima autoridad en materia de transparencia y acceso 

a la información, es el ejemplo más reciente que demuestra la nece-

sidad de tener certeza en la autonomía de los organismos, para no 

poner en juego el ejercicio de los derechos humanos ni obstaculizar 

el acceso a la justicia. En este caso ha habido un desencanto social 

por los escándalos de corrupción de gobernadores y funcionarios, 

y no ha existido contundencia por parte del inai para transparentar 

información gubernamental que contribuya al procesamiento de 

esos casos. A esto se suma que la ex presidenta del inai, Ximena 

Puente, apareció en la lista de candidatas del Pri para el proceso 

electoral 2018, mientras que el 26 de abril de 2018 el Senado de la 

República designó a una comisionada (Blanca Lilia Ibarra Cadenay) 

y un comisionado (Carlos Alberto Bonnin Erales) como nuevos inte-

grantes del Instituto, lo cual ha sido cuestionado por organizaciones 

del Observatorio de Designaciones Públicas tanto por incumplir los 

criterios de igualdad de género —sólo serán dos mujeres de los siete 

comisionados— como por considerar que el comisionado recién 
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designado incumple los estándares de autonomía e independencia 

políticas, señalados en los perfiles de puesto y evaluados para el 

proceso de designación.

En opinión del ex consejero electoral Javier Santiago (Crónica. 

Política y Organismos Autónomos, del 6 de mayo de 2018): 

Lo esencial que se ha perdido de vista es que son altos cargos del Estado, 

con responsabilidades políticas que requieren conocimiento, experien-

cia profesional, administrativa y política. Los requisitos para ocupar esas 

responsabilidades sólo son de carácter formal. Los procedimientos son 

implementados apresuradamente y con escasa transparencia.

Tal vez lo más delicado sea la de los criterios políticos, en el pasado, la 

necesidad de la legitimidad obligaba a buscar perfiles de personas que 

tuvieran un reconocimiento, al menos en los sectores donde se desen-

volvían profesionalmente. Hoy los partidos buscan, con mayor énfasis, 

quien les proporcione seguridades políticas. En consecuencia, los per-

files de quienes ocupan esos cargos son, cada vez más, de técnicos, 

algunos muy competentes, pero les tiemblan las corvas cuando imagi-

nan, porque ni siquiera lo ven, el petate del muerto.

Los cuestionamientos sobre las designaciones de titulares de 

organismos autónomos se hacen presentes cada periodo de renova-

ción, en la medida en que tienen la misma suerte de pasar por el 

Poder Legislativo. Aunque en un principio se pensó que el plura-

lismo en el Congreso lograría un equilibrio al interior de sus órganos 

de dirección, la designación de funcionarios sin méritos suficientes 

y con perfiles subordinados a grupos políticos han contribuido a su 

deslegitimación.

Además, existen organismos que desde su configuración legal 

muestran inconsistencias, contradicciones o vacíos que dificultan 

su operación. Integrantes de organismos autónomos han referido 
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en la Segunda Reunión de Organismos Autónomos, llevada a cabo en 

abril de 2018 en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unaM, 

que los propios legisladores han llegado a advertir que deben “inven-

tar” instrumentos, esquemas y estrategias de autonomía y operación, 

pues no existen lineamientos para ser o hacerse autónomos. Estas 

condiciones representan una preocupante ventana de oportunidad 

a la discrecionalidad, pues queda en manos de las personas electas 

garantizar algo que pudo haber jugado como moneda de cambio en 

las negociaciones políticas de las designaciones.

La falta de regulación adecuada es un problema para la mayoría 

de los órganos autónomos, tanto como las disposiciones legales que 

restringen la demanda de sus servicios. Por ejemplo, en materia de 

transparencia y acceso a la información pública, hay cuestionamien-

tos respecto de los mecanismos para hacer efectivo este derecho. El 

informe wan-ifra de 2014 muestra que entre las amenazas a la li-

bertad de expresión están las restricciones legales y el acceso limi-

tado a la información. 

También, y a pesar de que está establecido en la Constitución 

y de que ha habido un avance en la despenalización de los delitos 

de prensa a nivel federal, en 2007 y en los estados hasta 2012, to-

davía existían en 2015 disposiciones contra la difamación en los 

códigos penales de 12 de los 32 estados del país, mismos que, 

junto con los códigos civiles, se utilizan para intimidar a los perio-

distas (Freedom House, 2015).

Otro caso que se observa en la Ley Federal de Telecomunicacio-

nes es que algunas de sus disposiciones amenazan la libertad de 

expresión, como la suspensión de telecomunicaciones, la prerroga-

tiva del gobierno para prevenir la delincuencia, o la autorización 

al gobierno de rastrear teléfonos celulares sin ningún tipo de 

supervisión judicial. Evidentemente, es un riesgo que los registros 
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de información y los contactos de periodistas e individuos que par-

ticipan en actos de expresión política se utilicen ilegalmente y con 

otros fines, incluyendo la censura.

En relación con los mecanismos de transparencia y acceso a la 

información, se prevé que desde el marco legal es posible que las 

instituciones públicas retengan temporalmente la información por 

así convenir al interés público, lo cual puede ser impugnado a tra-

vés de un proceso burocrático que en la práctica resulta difícil y 

prolongado. En este supuesto se encuentra buena parte de la in-

formación sobre los gastos de publicidad oficial, la cual, a pesar de 

que la Ley General establece que los tres poderes y todos los nive-

les de gobierno tienen la obligación de transparentar los montos 

destinados a gastos relativos a comunicación social y publicidad 

oficial, desglosados por tipo de medio, proveedores, número de 

contrato y concepto o campaña vía sus páginas internet de trans-

parencia, los estados están todavía reacios en transparentarlos.

Con este contexto legal y sus restricciones, la Encuesta Nacional 

de Parametría et al. (2016) consultó a los participantes respecto del 

efecto del acceso a la información pública en su trabajo. Los resulta-

dos muestran que siete de cada 10 periodistas (69 por ciento) consi-

dera que el acceso a la información ha tenido un efecto positivo en la 

forma en que realizan su trabajo, mientras que casi un tercio de los 

participantes (29 por ciento) cree que tuvo poco o ningún beneficio.

Sin embargo, hay un contraste entre esa opinión y su concre-

ción, ya que al consultar a los mismos participantes sobre cuáles 

fuentes de información pública son más utilizadas por ellos, las 

respuestas mostraron lo siguiente: 

• 63 por ciento contacto directo con un funcionario público.

• 58 por ciento consultas en páginas web gubernamentales.
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• 50 por ciento consultas a través de Google o un buscador web.

• 44 por ciento solicitud formal a las áreas de comunicación social 

de las dependencias.

• 28 por ciento solicitud de acceso a la información vía Infomex.

• 22 por ciento solicitud de acceso a la información a las unidades 

de enlace.

Las herramientas y sistemas de información pública que se han 

establecido desde las reformas y los cambios institucionales en ma-

teria de acceso a la información, son las últimas opciones a las que 

recurren los periodistas para su labor, lo cual refleja que no repre-

sentan todavía el medio principal para acceder a ciertos datos.

De acuerdo con el puesto que ocupan las personas encuestadas, 

los redactores y editores son quienes más utilizan mecanismos de so-

licitud formal para obtener información pública en las áreas de comu-

nicación social de las dependencias, en las unidades de enlace y en las 

páginas web gubernamentales; mientras que la televisión es el medio 

que más recurre a las mismas instancias formales.

De acuerdo con quienes utilizaron las solicitudes de información 

en el último año, previo a la Encuesta Nacional de Parametría et al. en 

2016, sólo un 36 por ciento afirmó que se respetaron los plazos de 

respuesta que marca la ley, pero poco más de la mitad consideró que 

el trámite no les resultó sencillo (51 por ciento). La misma propor-

ción de encuestados confía en que la información entregada sea 

verdadera, pero al 64 por ciento no le entregaron completa la infor-

mación solicitada. El 24 por ciento tuvo que gastar para obtener in-

formación pública, y el 63 por ciento no percibió una mayor dispo-

sición de los servidores públicos para entregar la información.

El principal obstáculo que se detectó en la encuesta para acce-

der a la información pública es el tiempo necesario para obtenerla 
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(39 por ciento). Un 16 por ciento considera que las dificultades para 

identificar a la dependencia que posee la información necesaria es 

limitante en este ejercicio, y una de cada 10 personas percibe como 

traba el desconocimiento del procedimiento.

Otras limitantes menores son el formato para solicitar la in-

formación pública en línea (8 por ciento), el desinterés del medio 

(6 por ciento), la desconfianza o el temor (5 por ciento) y el costo 

económico (3 por ciento), sólo un 4 por ciento de los participantes 

que han solicitado información pública no encontró ningún tipo de 

obstáculo.

De las preguntas abiertas realizadas a los encuestados, se iden-

tificaron aspectos que también obstaculizan el acceso a la informa-

ción, como los problemas en el funcionamiento de la Plataforma 

Nacional de Transparencia, o que existe discrecionalidad en la cla-

sificación de la información como reservada por parte de las autori-

dades. Estas respuestas contribuyen a conocer mejor los mecanis-

mos de transparencia y de acceso a la información y las limitantes 

que enfrentan los periodistas en la investigación de un tema.

Ante la falta de posicionamiento de los mecanismos instituciona-

les de transparencia y acceso a la información, destaca que persis-

ten prácticas periodísticas que restan veracidad a la información 

que manejan, o bien, que ponen en juego la ética y autonomía de los 

medios y periodistas.

Por un lado, los conductores o comentaristas de radio y televi-

sión participantes de la Encuesta Nacional de Parametría et al. (2016) 

son quienes más recurren a espacios informales para obtener infor-

mación pública, como Google o buscadores web y consultas con 

funcionarios públicos, y la radio es el medio que más considera 

válido utilizar información publicada en otros medios e infiltrarse 

para obtener información. Por otro lado, los periodistas expresaron 
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en su mayoría que ciertos mecanismos pueden ser válidos para 

obtener información al momento de realizar una investigación rele-

vante, como se observa en la gráfica 7:

Gráfica 7
Periodistas y ética

Fuente: Parametría et al. (2016).
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Mecanismos de protección de periodistas y fiscalías

Organizaciones de la sociedad civil e internacionales han coincidido 

en sus informes que una ley de carácter federal es insuficiente para 

la dimensión de las agresiones a personas defensoras de derechos 

humanos y periodistas que viven en el país, y las disposiciones le-

gales vigentes en esta materia son ineficientes desde el plantea-

miento funcional y burocrático de las instancias encargadas.

Si los organismos autónomos enfrentan diversas dificultades 

legales, presupuestales, de diseño institucional, administrativas, de 

planeación y, en consecuencia, operativas; las instancias que depen-

den del Poder Ejecutivo no son la excepción, en tanto sea una ins-

tancia dentro del gobierno que tiene la influencia de la figura presi-

dencial como el caso del Mecanismo de Protección y la feadle.

La Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos contra 

Periodistas se creó en 2006 como una instancia adscrita a la Pgr, y 

seis años después se consolidó el Mecanismo de Protección de Per-

sonas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, que de-

pende de la Secretaría de Gobernación. La primera está encargada 

de investigar las agresiones a comunicadores y sancionar a los res-

ponsables, mientras que el segundo fue creado para ayudar a los 

periodistas en riesgo mediante acciones urgentes de protección.

Esta concepción institucional es una limitante, de origen, para la 

capacidad de actuación de ambas instancias. Por un lado, son ins-

tancias reactivas a la violencia que viven periodistas y personas 

defensoras de derechos humanos, a pesar de que el Mecanismo 

también tenga atribuciones para monitorear y prevenir situaciones 

de agresión.

El informe 2017 de Espacio osC —espacio del Mecanismo de 

Protección para la participación de la sociedad civil— señala que las 
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acciones desde el Mecanismo parten de una lógica policial de inter-

vención reactiva, casuística y puntual, lo que hace que las medidas 

que el Estado ha tomado para la protección de las personas defen-

soras y periodistas tenga importantes lagunas, pues su actuación se 

da sobre las agresiones ya consumadas. Por ello, las medidas dispo-

nibles son de disuasión, y no eliminan el riesgo y el delito o la vio-

lación de los derechos humanos. 

La necesidad de un enfoque preventivo ha sido observado por 

las organizaciones de la sociedad civil, pues afirman que hay una 

importante ausencia de medidas que permitan atacar las fuentes y 

causas de la violencia y la creación de un ambiente propicio para la 

defensa de los derechos humanos y el ejercicio de la libertad de 

expresión. La prevención es un aspecto que comenzó a atenderse 

recientemente en el Mecanismo y actualmente se cuenta con una 

Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis, pero a 2017 no se 

habían logrado documentar resultados concretos, ni fortalecer el 

reconocimiento y legitimación de las personas defensoras y perio-

distas y de su labor, como los lineamientos existentes.

Por otra parte, tanto el Mecanismo como la feadle se ven inmer-

sas en esquemas burocráticos relacionados tanto con la materia de 

protección de los derechos como de la administración pública, que 

los limitan presupuestalmente, en su personal (incluido el especia-

lizado), en instrumentos adecuados (como protocolos) y en su coor-

dinación con las entidades federativas.

El Mecanismo cuenta para su funcionamiento a nivel federal con 

una Coordinación Ejecutiva Nacional —supervisada por la Unidad 

de la Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Goberna-

ción—, una Junta de Gobierno encargada de supervisar su operación, 

y un Consejo Consultivo integrado por representantes de la socie-

dad civil. Para el caso de las entidades federativas, las disposiciones 
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legales prevén que cada estado establezca su propio Mecanismo de 

Protección, y el esquema de la federación permite que cada una lo 

diseñe con sus propias características. Este es el caso de la Ciudad 

de México, cuyo Mecanismo tiene una variación que de origen esta-

blece mayores dificultades de gestión.

La Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas de la capital del país, promulgada 

el 10 de agosto de 2015, dispone que el Mecanismo de la entidad 

se integra por cinco órganos: la Junta de Gobierno, una Dirección, 

un Consejo de Evaluación de Medidas, un Consejo Consultivo y 

una Mesa de Trabajo Multisectorial. Esta integración es distinta a 

la del ámbito federal, que demanda un mayor trabajo para garanti-

zar una efectiva coordinación. Sin embargo, el aspecto más preocu-

pante de este Mecanismo de la Ciudad de México es que los ámbi-

tos de competencia y las líneas de mando entre los mismos órganos 

pueden retardar las medidas ordinarias de protección, o bien las 

medidas urgentes de protección pueden ser revocadas antes de 

tiempo.

Estos esquemas legales, además, están sujetos a las voluntades 

políticas entre entidades federativas y municipios para hacer efecti-

vas las medidas de protección y ofrecer respaldo político del más 

alto nivel al Mecanismo de Protección, a las personas defensoras y 

periodistas, y a la labor que desarrollan. Así como para que la feadle 

intervenga en estas situaciones, pues se ha mostrado renuente para 

investigar los casos de violencia de las entidades.

Otros obstáculos que tienen que ver con el diseño legal e insti-

tucional del Mecanismo, es que hay un componente revictimizante 

para los periodistas, relacionado con la coordinación interinstitucio-

nal. A pesar de que entre las agresiones y amenazas a periodistas 

se han identificado a las propias autoridades y servidores públicos, 
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ellos mismos forman parte del máximo órgano de decisión del Me-

canismo, que es su Junta de Gobierno, con facultades para determi-

nar, decretar, evaluar, suspender y, en su caso, modificar las Medi-

das Preventivas y las Medidas de Protección, entre otras. 

La Junta de Gobierno está integrada por representantes de la 

Secretaría de Gobernación, la Pgr, la Policía Federal, la Secretaría de 

Relaciones Exteriores, la Comisión Nacional de los Derechos Huma-

nos y cuatro representantes del Consejo Consultivo elegidos de 

entre sus miembros; las primeras tres, y sus homólogas en otros 

niveles de gobierno, junto con la Secretaría de la Defensa Nacional 

y la Secretaría de Marina encabezan la lista de autoridades señaladas 

como responsables de las violaciones de derechos humanos contra 

periodistas, al tiempo que han estado involucradas en investigaciones 

por espionaje a este sector, como lo muestra un reportaje de The New 

York Times de 2017 que reveló que distintas dependencias guberna-

mentales y gobiernos estatales destinaron en el sexenio 2012-2016 

cuantiosos recursos para adquirir sofisticados equipos a fin de es-

piar abogados, defensores de derechos humanos y periodistas, lo 

que agrava la desconfianza hacia las instituciones. Estas instancias, 

por tanto, resultan ser juez y parte en un Mecanismo que se pro-

pone proteger a periodistas y defensores de derechos humanos de 

las violencias ejercidas por las mismas instancias, lo que explica en 

buen parte la desconfianza hacia ellas. 

Lo mismo sucede con la feadle, adscrita a la Pgr, que no sólo 

está identificada como fuente de agresiones a periodistas, sino que 

ha sido señalada como la principal autoridad que adquirió los equi-

pos de espionaje. Además, tanto las autoridades estatales como fe-

derales en materia de procuración y administración de justicia des-

estiman sin justificación suficiente los nexos con la actividad 

periodística de las víctimas, y por ello son ignorados.
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La CndH es otro integrante de la Junta de Gobierno que también 

ha sido cuestionada por las recomendaciones individuales y genera-

les emitidas sobre la violación a la libertad de expresión y su segui-

miento para supervisar que sí se cumplan; lo mismo ocurre con las 

comisiones homólogas de derechos humanos en el ámbito estatal.

La intervención de la CndH ha sido hasta ahora insuficiente, a 

juzgar por la limitada cantidad de recomendaciones que ha emitido 

respecto de las violaciones a la libertad de expresión en los últimos 

sexenios, a pesar de que cerca de un centenar de periodistas ha sido 

asesinado en los últimos 12 años. Entre 2012 y 2017, el organismo 

emitió dos recomendaciones generales sobre la libertad de expre-

sión, de prensa y violencia contra periodistas y personas defensoras 

de derechos humanos y 20 medidas cautelares por año, frente a los 

283 expedientes de quejas de periodistas que recibió en el mismo 

periodo.

En relación con la operación del Mecanismo y de la feadle, de 

los 1,986 casos de agresiones a periodistas que van en el sexenio 

de Enrique Peña Nieto, el primero ha incorporado aproximadamente 

a 370 periodistas en su esquema de protección, desde su creación 

en octubre de 2012 a 2017. Pero lo más preocupante es que han sido 

asesinados periodistas que ya estaban incorporados, y peor aún, 

que en casos como el de Cecilio Pineda, asesinado el 2 de marzo de 

2017, Gobernación señaló que éste se había negado a trasladarse a 

un refugio ofrecido por el Mecanismo.

Respecto de la feadle, de julio de 2010 y hasta febrero de 2016, 

la fiscalía inició 906 investigaciones, de las cuales 800 son averigua-

ciones previas como parte del Sistema Penal Mixto o Tradicional, y 

de éstas se ha declarado incompetente en 55.5 por ciento de los 

casos. A su vez, sólo un 15.25 por ciento del total las consignó a una 

autoridad judicial, y a la fecha, se han dictado únicamente tres sen-
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tencias condenatorias. El resultado de estas estadísticas es que el 

99.75 por ciento de los casos continúa impune (Article 19, 2018).

Estas cifras, en contraste con las de las agresiones y muertes 

registradas, reflejan un déficit en la impartición de justicia para per-

sonas defensoras de derechos humanos y periodistas y muestran 

que aún el enfoque reactivo resulta ineficiente, que falla en sancio-

nar a los responsables, en hacer justicia y reparar los daños, y pone 

en situación de vulnerabilidad al resto de periodistas y defensores 

que se encuentran en circunstancias similares.

Los actores que menos habían podido aportar su visión de pri-

mera mano fueron precisamente los periodistas y medios, especial-

mente respecto de su percepción sobre el ejercicio de la libertad de 

expresión y de prensa y los obstáculos que les afectan en lo indivi-

dual como los institucionales que resultan en una ineficiencia y falta 

de garantía de los derechos humanos de periodistas o, en peores 

casos, en una revictimización.

La Encuesta Nacional de Parametría et al. (2016) muestra que un 

75 por ciento de los participantes expresaron que el desempeño de 

instituciones y leyes creadas para la protección de periodistas y li-

bertad de expresión, como la feadle o el Mecanismo de Protección, 

ocasionalmente (42 por ciento) o nunca (33 por ciento), garantizan 

la libertad de prensa y el ejercicio de la libre profesión, mientras que 

sólo el 23 por ciento considera lo contrario.

Los directivos que participaron en las entrevistas de la Encuesta 

afirmaron que faltan garantías de protección y, por lo tanto, la debi-

lidad institucional es factor clave ante los niveles de violencia.

Una de las partes más preocupantes recabada por la Encuesta 

Nacional es que se preguntó a los encuestados que alguna vez fue-

ron agredidos sobre las instancias que buscaron para recibir ayuda 

y sus respuestas arrojaron que el ámbito personal del periodista fue 
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el más recurrido para solicitar apoyo, pues la mayoría de los perio-

distas en riesgo recurre a la ayuda de familiares, amigos o colegas 

o toma medidas de seguridad personales y una menor proporción 

solicitó el apoyo de las autoridades locales (28 por ciento), la CndH o 

comisiones locales (23 por ciento) y la autoridad federal (19 por 

ciento). Sólo el 15 por ciento recurrió a las instituciones creadas 

para la protección del periodista, como la feadle y el Mecanismo de 

Protección.

Los conductores, comentaristas y productores de radio o televi-

sión recurren mayoritariamente a familiares y amigos, y la prensa 

escrita solicitó más ayuda de carácter informal, como redes de 

apoyo u ong, y sus lugares de trabajo.

Por institución, los comentaristas o articulistas fueron quienes 

más buscaron ayuda ante la CndH, y los editores o jefes de sección 

solicitaron apoyo de la feadle y del Mecanismo de Protección a pe-

riodistas; las mujeres son quienes menos recurren al apoyo y pro-

tección institucional, local, federal y de cualquier tipo (judicial, eje-

cutivo o autónomo).

Estos datos muestran que los desarrollos institucionales que 

incluyen medios y espacios para la protección a la libertad de expre-

sión y para el acceso a la justicia no están consolidados, y que con-

trario a lo que se esperaría, no cuentan con la confianza que sí 

muestran alternativas como el apoyo familiar y personas cercanas.

Los informes de la Oficina en Washington para los Asuntos La-

tinoamericanos (wola, por sus siglas en inglés), Espacio osC y la 

información recabada por la Encuesta Nacional permiten ver que 

las medidas de protección no garantizan resultados para quienes los 

solicitan, pues en esta instancia se ha establecido como práctica no 

formal el acompañamiento de organizaciones de la sociedad civil o 

de organizaciones internacionales a defensores y periodistas que 
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presentan sus casos, pues reciben un trato más serio de aquellas 

personas que lo hacen sin este apoyo. 

La sociedad civil ha expresado continuamente su inquietud de 

que las medidas no son implementadas de forma idónea o hay dudas 

sobre la fiabilidad de las herramientas presentadas con la tecnología 

(como el botón de pánico, cámaras y teléfonos satelitales), lo cual deja 

a defensores y periodistas en una situación de vulnerabilidad.

Al respecto, Espacio osC y wola han emitido observaciones y 

recomendaciones que tienen que ver con las capacidades institucio-

nales, principalmente del Mecanismo, por su carácter de reacción 

emergente que puede hacer una diferencia importante en salvaguar-

dar la vida de las personas. Un problema persistente es que el Me-

canismo sigue sin contar con suficiente personal, pues sólo unos 37 

funcionarios laboraban en el año 2016, y estaban a cargo de un 

aproximado de 316 casos, incluyendo la recepción y análisis de nue-

vas situaciones, el monitoreo de la implementación de medidas de 

protección, la reevaluación de casos y la propuesta de medidas pre-

ventivas; lo cual refleja una sobrecarga de trabajo y se relaciona a 

su vez con una alta rotación del personal.

Sin embargo, el tema del personal no se limita a un asunto cuan-

titativo, sino que se trata sobre todo de su idoneidad para atender 

las situaciones que se presentan. Por ejemplo, el Mecanismo tiene 

la posibilidad de emitir medidas de carácter urgente para situacio-

nes en las que está en riesgo la vida de las personas, como la asig-

nación de escoltas o la disposición de refugios, pero su capacidad 

institucional y de su personal impiden que reaccionen oportuna y 

eficazmente.

Esta información es representativa e indicadora de un panorama 

institucional complejo en México que no ha logrado consolidarse 

todavía y, por ello, no es de sorprender que el 74 por ciento de las 
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personas participantes de la Encuesta Nacional et al. (2016) consi-

dere que la violencia y amenazas desde los poderes federales se 

encuentre en quinto lugar de importancia y que la misma propor-

ción considere la existencia de instituciones débiles como el sistema 

judicial o la feadle, y que éstos sean también considerados como 

limitantes del ejercicio de la libertad de expresión y de prensa.

El aumento sostenido de la violencia contra la prensa en México, 

fomentado por la impunidad prevaleciente y la falta de una política 

nacional en materia de prevención, ha generado que las recomen-

daciones de los diversos organismos internacionales se extiendan 

para los mecanismos de protección federales, los estatales, la CndH 

y el Poder Legislativo en los estados.

La misma afirmación hace el informe 2014 de CjdH y Freedom 

House que señala que la feadle, al carecer de independencia y es-

tructura interna sólida, provoca un estado de indefensión en los 

periodistas y personas defensoras de los derechos humanos. Con-

juntamente, la vulnerabilidad vivida por periodistas es acentuada 

por condiciones laborales precarias y falta de apoyo del propio gre-

mio; asimismo, los medios de comunicación, en donde colaboran 

los periodistas, también contribuyen a esa vulnerabilidad, ya que las 

empresas periodísticas de igual manera están expuestas a las agre-

siones de grupos delictivos y las autoridades.

Por ello, el incremento de la violencia está asociado con un sis-

tema de procuración de justicia ineficaz y anacrónico, que da como 

resultado mayor impunidad. Hay deficiencias en las investigaciones 

e integración de las averiguaciones, particularmente en al ámbito 

estatal y municipal. Ante esto, resulta necesario fortalecer la actua-

ción de los mecanismos de protección a nivel local, que es donde se 

registra el mayor número de casos de abusos y crímenes contra 

periodistas, como demuestra la estadística en Veracruz o Chihua-
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hua, donde la cifra negra por falta de denuncia es mayor, junto con 

la impunidad, pues como reconoce la propia Jefa de la Unidad para la 

Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, 

Patricia Colchero, “la situación del país no ayuda, y la violencia se 

recrudece en procesos electorales” (bbC, 2015).

Los primeros años de la puesta en marcha de los cambios insti-

tucionales representaron una dinámica de “prueba y error” en su 

construcción institucional, que contrasta con experiencias similares 

en otros países que tomaron varios años de esfuerzo, aplicación de 

recursos y permanente revisión para su construcción. Las deficien-

cias, retrasos y disfuncionalidades respecto a la implementación 

efectiva y eficaz de medidas de protección, combinados con las expec-

tativas y demandas de resultados, han generado un acelerado des-

gaste en su interior que atrajo fuertes críticas entre sus solicitantes.

Las expectativas que generó chocan con sus debilidades institu-

cionales y la presión por dar resultados desde el primer día, debido 

a que el cuidado de la vida de un periodista no admite justificaciones 

institucionales, además de que el Mecanismo tiene una dimensión 

política, en tanto busca proteger derechos fundamentales también 

pretende incidir en problemas de seguridad, justicia y corrupción que 

superan ampliamente su margen de actuación.

Entre las expectativas está también la exigencia de que el Meca-

nismo fuera una herramienta de combate a la impunidad, sin contar 

con competencias, ni con las dificultades en la coordinación inter-

institucional, por ejemplo con la Pgr, los cuerpos de policía y otras ins-

tancias involucradas en los casos, así como la persistencia de obstácu-

los de colaboración entre los estados y las autoridades federales. Por 

ello, sus retos son de amplio rango y alcance político, por tratarse 

de delitos de alto impacto y que afectan directamente los derechos 

humanos.



Sin embargo, su dimensión política radica sobre todo en la vo-

luntad de la autoridad para lograr su funcionamiento. La operación 

exige una ruta de incidencia con otras instituciones y poderes que 

tienen responsabilidad directa en la prevención, protección, perse-

cución y sanción de los abusos y crímenes contra periodistas y de-

fensores. Ello pasa por fortalecer su capacidad institucional con 

otras instancias del Estado y completar su construcción con conve-

nios de colaboración con los gobiernos estatales, que es donde se 

produce el mayor número de casos y donde el ejercicio de la libertad 

de expresión es más vulnerable.

La experiencia recabada a la fecha hace evidente la necesidad de 

contar con otros instrumentos que complementen la labor de protec-

ción y de acceso a la justicia, pero sobre todo, de construir una política 

pública integral en materia de protección que propicie una partici-

pación proactiva, corresponsable y coordinada de distintas institu-

ciones de todos los órdenes de gobierno y de la sociedad civil, y así 

trascender las acciones aisladas de protección que caracterizan ac-

tualmente un esquema de simulación e impunidad.
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aMedi Asociación Mexicana por el Derecho a la Información
CdHnu Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 

Cencos Centro Nacional de Comunicación Social 
CesoP Centro de Estudios Sociales y Opinión Pública 

CidH Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
CjdH Centro Jurídico para los Derechos Humanos 

CndH Comisión Nacional de los Derechos Humanos
CofeCe Comisión Federal de Competencia Económica 

Coneval Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 

Social 
CtM Confederación de Trabajadores de México 

ezln Ejército Zapatista de Liberación Nacional 
feadle Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Cometidos 

contra la Libertad de Expresión
feadP Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Come-

tidos Contra Periodistas
ifai Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección 

de Datos
ifai Instituto Federal de Acceso a la Información Pública 
ife Instituto Federal Electoral
ift Instituto Federal de Telecomunicaciones 



inai Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-

mación y Protección de Datos Personales 
ine Instituto Nacional Electoral

inegi Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
lfryt Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión 

lft Ley Federal de Telecomunicaciones 
Mln Movimiento de Liberación Nacional 
MoM Media Ownership Monitor 

MPddHP Mecanismos de Protección para Defensores de Derechos 

Humanos y Periodistas
oCde Organización para la Cooperación y el Desarrollo  

Económicos
oea Organización de los Estados Americanos 
ong Organización no Gubernamental
onu Organización de las Naciones Unidas 
Pan Partido Acción Nacional 
PfP Policía Federal Preventiva 

Pgr Procuraduría General de la República 
PiPsa Productora e Importadora de Papel, S.A.

Pnr Partido Nacional Revolucionario 
Prd Partido de la Revolución Democrática
Pri Partido Revolucionario Institucional 
rsf Reporteros Sin Fronteras 

sCjn Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sHCP Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
sna Sistema Nacional Anticorrupción 
tlC Tratado de Libre Comercio 

Ceav Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas 
MdP Millones de pesos 
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